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za, quien así lo hace a continuación. 
Comienza el debate de los vetos. 
El señor Dorrego González, del Grupo Mixto, defien- 
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de el veto número 1. El señor Mesa Noda, del Gru- 
po  Mixto, defiende el veto número 2. El señor 
García Contreras defiende el veto número 3, del 
Grupo Mixto. La señora Ruiz-Tagle Morales consu- 
me un turno en contra. En  turno de portavoces, ha- 
cen uso de la palabra el señor García Contreras, por 
el Grupo Mixto, y las señoras Alemany i Roca, por 
el Grupo de Convergencia i Unió; Vindel López, por 
el Grupo Popular, y Ruiz-Tagle Morales, por el Gru- 
po  Socialista. El señor Dorrego González retira su 
veto en  este acto. 

Se rechaza el veto número 2, del señor Mesa Noda, 
por 2 votos a favor, 103 en contra y 64 abstenciones. 

Se rechaza el veto número 3, del Grupo Mixto, por 
2 votos a favor, 104 en  contra y 63 abstenciones. 

Comienza el debate de las enmiendas al articulado. 
Artículo primero. 
El señor Mesa Noda, del Grupo Mixto, defiende la en- 

mienda número 139 y da por defendidas, en sus jus- 
tos términos, las restantes por él presentadas al 
proyecto de ley. El señor García Contreras da por 
defendidas las enmiendas números 41,45 y 46, así 
como el resto de las presentadas por el Grupo Mix- 
to. La señora Alemany i Roca defiende la enmien- 
da número 115, del Grupo de Convergencia i Unió. 
La señora Vindel Lbpez defiende las enmiendas nú- 
meros 88 y 89, del Grupo Popular. La señora Ruiz- 
Tagle Morales consume un turno en contra. En tur- 
no de portavoces, hace uso de la palabra la señora 
Vindel Lbpez, por el Grupo Popular. 

Artículo segundo. Grupo I: Números uno y dos. 

El señor Dorrego González, del Grupo Mixto, defien- 
de las enmiendas números 3 a 32 y 73 a 76 y da por 
defendidas las restantes por él presentadas al pro- 
yecto de ley, con excepción del voto particular nú- 
mero 4, relativo al título. El señor Madariaga 
Izurza da por defendidas las enmiendas números 
77 y 81, esta última relativa al artículo segundo, gru- 
p o  II, del Grupo de Senadores Nacionalistas Vas- 
cos. La señora Alemany i Roca defiende las 
enmiendas números 116, 117, 120,123,124 y 127, re- 
tirando las números 118, 119, 121 y 122, del Grupo 
de Convergencia i Unió. La señora Vindel López de- 
fiende las enmiendas números 90 a 100, del Grupo 
Popular. El señór Díaz de Mera García-Consuegra 
defiende las enmiendas números 101 a 110, del mis- 
mo Grupo Parlamentario. La señora Díaz Vieco 
consume un turno en contra. En  turno de porta- 
voces, hacen uso de la palabra el señor García Con- 
treras, por el Grupo Mixto, y las señoras Vindel 
López, por el Grupo Popular, y Díaz Vieco, por el 
Grupo Socialista. 

Artículo segundo. Grupo 11: Números tres a seis. 
La señora Alemany i Roca defiende las enmiendas nú- 

meros 128 a 132, del Grupo de Convergencia i Unió. 

El señor Díaz de Mera García-Consuegra da por de- 
fendidas las enmiendas números 111 a 114, del Gru- 
po  Popular. La señora Tesoro Amate consume un 
turno en contra. 

Disposiciones adicionales, transitorias, finales y de- 
roga to ria. 

La señora Alemany i Roca defiende las enmiendas nú- 
meros 134, 135 y 136, del Grupo de Convergencia 
i Unió. La señora Ruiz-Tagle Morales consume un 
turno en contra. En  turno de portavoces, hacen uso 
de la palabra el señor García Contreras, por el Gru- 
po Mixto, y la señora Ruiz-Tagle Morales, por el Gru- 
p o  Socialista. 

Exposición de motivos. 
E n  turno de portavoces, hacen uso de la palabra el 

señor Díaz de Mera García-Consuegra, por el Gru- 
po  Popular, y la señora Ruiz-Tagle Morales, por el 
Grupo Socialista. 

Tít u lo. 
El señor Dorrego González, del Grupo Mixto, defien- 

de su enmienda relativa al título del proyecto de ley. 

Se inician las votaciones. 

Artículo primero. 
Se rechaza la enmienda número 139, del Señor Mesa 

Noda, p o r 3  votos a favor, 145 en contra y 5 absten- 
ciones. 

Se rechazan las enmiendas números 41, 45 y 46, del 
Grupo Mixto, por 3 votos a favor, 139 en  contra y 
6 abstenciones. 

Se rechaza la enmienda número 115, del Grupo de 
Convergencia i Unió, por 57 votos a favor, 93 en con- 
tra y 3 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 88 y 89, del Gru- 
po  Popular, por 53 votos a favor, 94 en contra y 6 
abstenciones. 

Se aprueba el artículo primero, según el texto del dic- 
tamen, por 98 votos a favor, 51 en contra y 3 abs- 
tenciones. 

Artículo segundo. Grupo I. 

Se rechazan las enmiendas números 3, 4, 5, 6, 8, 9, 
10, 12, 17, 18, 22, 23,24, 26 y 32, del señor Dorrego 
González, por 5 votos a favor, 92 en contra y 53 abs- 
tenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 11,14,19,21,25, 
27,28,29, 73, 74, 75 y 76, del mismo señor Senador, 
por 6 votos a favor, 144 en  contra y 3 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 13, 15, 16, 30 y 
31, del mismo señor Senador, por 48 votos a favor, 
92 en contra y 10 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 140 y 141, del se- 
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ñor Mesa Noda, por 6 votos a favor, 141 en contra 
y 5 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 47, 48, 55 y 57, 
del Grupo Mixto, por 55 votos a favor, 94 en contra 
y 4 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 50, 53, 60 y 64, 
del Grupo Mixto, por 3 votos a favor, 95 en contra 
y 55 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 49,51,52,56,58, 
59, 61, 62, 63, 65 y 66, del mismo Grupo Parlamen- 
tario, por  3 votos a favor, 143 en contra y 6 absten- 
ciones. 

Se rechaza la enmienda número 77, del Grupo de Se- 
nadores Nacionalistas Vascos, por 5 votos a favor, 
94 en contra y 54 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 116, 117 y 123, 
del Grupo de Convergencia i Unió, por 5 votos a fa- 
vor, 143 en contra y 4 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 120, 124 y 127, 
del mismo Grupo Parlamentario, por 5 votos a fa- 
vor, 95 en contra y 53 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 96 y 98, del Gru- 
po Popular, por 52 votos a favor, 95 en contra y 6 
abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 90 a 110, con ex- 
cepción de las votadas con anterioridad, por 49 vo- 
tos a favor, 96 en contra y 8 abstenciones. 

Se aprueba el artículo segundo, grupo I,  números uno 
y dos, según el texto del dictamen, por 99 votos a 
favor y 54 en contra. 

Artículo segundo. Grupo I I .  

Se rechazan las enmiendas números 33, 34, 36 y 37, 
del señor Dorrego González, por 6 votos a favor, 94 
en contra y 53 abstenciones. 

Se rechaza la enmienda número 35, del mismo señor 
Senador, por 56 votos a favor, 92 en contra y 2 abs- 
tenciones. 

Se rechaza la enmienda número 142, del señor Mesa 
Noda, por  4 votos a favor, 142 en contra y 6 absten- 
ciones. 

Se rechazan las enmiendas números 67, 68 y 69, del 
Grupo Mixto, por 3 votos a favor, 141 en contra y 
5 abstenciones. 

Se rechaza la enmienda número 81, del Grupo de Se- 
nadores Nacionalistas Vascos, por 3 votos a favor, 
93 en contra y 55 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 128, 130 y 131, 
del Grupo de Convergencia i Unió, por 7 votos a fa- 
vor, 140 en contra y 1 abstención. 

Se rechazan las enmiendas números 129 y 132, del 

mismo Grupo Parlamentario, por 4 votos a favor, 
94 en contra y 50 abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 111 a 114, del 
Grupo Popular, por 48 votos a favor, 93 en contra 
y 8 abstenciones. 

Se aprueba el artículo segundo, grupo I I ,  números 
3 a 6, según el texto del dictamen, por 94 votos a 
favor, 47 en contra y 6 abstenciones. 

Disposiciones adicionales. 

Se rechaza la enmienda número 70, del Grupo Mix- 
to, por 52 votos a favor, 91 en contra y 2 absten- 
ciones. 

Se rechaza la enmienda número 71, del Grupo Mix- 
to, por 52 votos a favor, 93 en contra y 1 abstención. 

Se rechazan las enmiendas números 134 y 135, del 
Grupo de Convergencia i Unió, por 50 votos a fa- 
vor, 94 en contra y 2 abstenciones. 

Se aprueban las disposiciones adicionales primera y 
cuarta, según el texto del dictamen, por 145 votos 
a favor y 2 en contra. 

Se aprueban las disposiciones adicionales segunda 
y tercera, según el texto del dictamen, por 98 votos 
a favor, 3 en contra y 45 abstenciones. 

Se aprueba la disposición adicional quinta, incorpo- 
rada al texto de la Ponencia, por 97 votos a favor, 
46 en contra y 3 abstenciones. 

Disposiciones transitorias. 

Se rechazan las enmiendas números 38 y 39, del se- 
ñor Dorrego González, por 7 votos a favor, 135 en 
contra y 46 abstenciones. 

Se rechaza la enmienda número 136, del Grupo de 
Convergencia i Unió, por 8 votos a favor, 136 en con- 
tra y 3 abstenciones. 

Se aprueba la disposición transitoria, según el texto 
del dictamen, por 96 votos a favor, 2 en contra y 
48 abstenciones. 

Disposiciones finales. 

Se rechaza la enmienda número 72, del Grupo Mix- 
to, por 56 votos a favor y 91 en contra. 

Se aprueban las disposiciones finales primera y se- 
gunda, según el texto del dictamen, por 99 votos 
a favor y 47 en contra. 

Disposición derogatoria. 

Se rechaza la enmienda número 40, del señor Dorre- 
go González, por 51 votos a favor, 93 e n  contra y 
2 abstenciones. 

Exposición de motivos. 

Se rechazan las enmiendas números 1 y 2, del señor 
Dorrego González, por 6 votos a favor, 92 en con- 
tra y 47 abstenciones. 
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Se rechaza la enmienda número 137, del señor Mesa 
Noda, por 4 votos a favor, y 135 en contra y 6 absten- 
ciones. 

Se rechaza la enmienda número 138, del mismo se- 
ñor Senador, por 5 votos a favor, 93 en contra y 47 
abstenciones. 

Se rechazan las enmiendas números 42 y 43, del Gru- 
po Mixto, por  4 votos a favor, 93 en contra y 49 abs- 
tenciones. 

Se rechaza la enmienda número 44, del mismo Gru- 
po Parlamentario, por 3 votos a favor, 137 en con- 
tra y 6 abstenciones. 

Se aprueba por  asentimiento la modificación de la 
exposición de motivos, introducida en el texto del 
dictamen en virtud del artículo 125 del Re- 
g 1 a m e n to. 

Se aprueba la exposición de motivos por  94 votos a 
favor y 51 abstenciones. 

Se aprueba por  asentimiento la modificación del tex- 
to del dictamen relativa al título del proyecto de ley. 

El señor Presidente anuncia el traslado de las enmien- 
das introducidas por el Senado al Congreso de los 
Diputados. 

Se levanta la sesión a las catorce horas y treinta 
m i nu tos. 

Se reanuda la sesión a las nueve horas y treinta y 
cinco minutos. 

DICTAMENES DE COMISIONES SOBRE PROYEC- 
TOS Y PROPOSICIONES DE LEY REMITIDOS POR 
EL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS (Continuación) 

- DE LA COMISION DE JUSTICIA EN RELACION 
CON EL PROYECTO DE LEY ORGANICA REGU- 
LADORA DE LA COMPETENCIA Y EL PROCE- 
DIMIENTO DE LOS JUZGADOS DE MENORES 
(ANTES PROYECTO DE LEY ORGANICA SOBRE 

NALES TUTELARES DE MENORES) ( S .  
62 1/000070) (C.D. 12 1/00006 1) 

REFORMA URGENTE DE LA LEY DE TRIBU- 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Se 
reanuda la sesión. 

Volvemos al punto cuarto del orden del día para 
debatir el segundo dictamen legislativo correspon- 
diente a la Comisión de Justicia en relación con el 
Proyecto de Ley Orgánica reguladora de la compe- 
tencia y el procedimiento de los Juzgados de Meno- 
res, antes Proyecto de Ley Orgánica sobre reforma 
urgente de la Ley de Tribunales de Menores. 

Tiene la palabra la señora Presidenta de la Comi- 

sión al objeto de comunicar qué señora o señor Se- 
nador ha sido designado para presentar el dictamen 
de la Comisión de Justicia. 

La señora RUIZ-TAGLE MORALES: Va a presentar 
el dictamen el Senador Ruiz Mendoza. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Gra- 
cias, Senadora Ruiz-Tagle. 

En nombre de la Comisión, y para la presentación 
del dictamen, tiene la palabra el Senador Ruiz Men- 
doza. 

El señor RUIZ MENDOZA: Con la venia de la Presi- 
dencia. 

Senadoras y Senadores, en el día de ayer, la Cámara 
ocupó toda la jornada en un problema de altura eco- 
nómica internacional como consecuencia de la famo- 
sa Cumbre de Maastricht. Hoy, bajamos los vuelos. 
Vamos a dedicar una parte de la jornada, posiblemen- 
te toda la mañana, al estudio de un problema que sí 
tiene interés, alto interés para nuestro país: el de los 
menores, en cuanto tiene relación con el aspecto jurí- 
dico derivado de los Tribunales Tutelares de Menores. 

Yo creo que sus señorías prestarán gran atención al 
tema, porque estos menores de ahora serán los ciuda- 
danos del mañana y serán los que podrán recoger los 
frutos o los sinsabores de la política internacional. 

Señor Presidente, cumpliendo con lo que señala el 
artículo 120 de nuestro Reglamento, presento ante sus 
señorías el dictamen de la Comisión de Justicia relati- 
vo al proyecto de ley que entró en la Cámara con el 
nombre de areforma urgente de la Ley de Tribunales 
Tutelares de Menores». La Comisión de Justicia, en su 
sesión del día 6 del actual mes, modificó la titulación 
de este proyecto para determinar su nombre como 
«proyecto de ley orgánica reguladora de la competen- 
cia y el procedimiento de los Juzgados de Menores)), 
antes, como he indicado, proyecto de reforma de la Ley 
de Tribunales Tutelares de Menores. 

La Comisión, en su día, tuvo la sensibilidad, palabra 
muy actual, de designar como ponentes a nuestras Se- 
nadoras doña Ana María Ruiz-Tagle, doña María Teso- 
ro Amate, doña María de los Angeles Díaz Vieco, doña 
María Rosa Vindel y el señor Díaz Mera, que ya sabe- 
mos que es varón, con la intervención, además, de do- 
ña Joaquima Alemany, mi querida Senadora de 
Convergencia i Unió. Y digo que la Comisión tuvo esta 
sensibilidad porque se trata de una cuestión donde evi- 
dentemente el aspecto, no diré de la maternidad pero 
sí de la femineidad, tiene una relación extraordinaria 
con los menores. Son ellas las que más cuidan del me- 
nor, por lo menos en potencia debe ser así, y tengo la 
convicción de que nuestras ponentes en el día de hoy 
demostrarán ese interés en defender un proyecto de ley 
que, a juicio de la Comisión, ha sido discutido profu- 
samente -se lo advierto a sus señorías- con toda la 
intencionalidad de perfeccionar el proyecto. Hoy día, 
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sus señorías decidirán realmente si el dictamen de la 
Comisión es válido o no. 

Este proyecto se compone de dos artículos. El ar- 
tículo segundo es extenso. Lleva tres vetos: el veto nú- 
mero 1, de don Alberto Dorrego; el veto número 2, que 
fue retirado; el veto número 3, del Grupo Mixto y de- 
fendido por el señor Cuevas, y el veto número 4, tam- 
bién del Grupo Mixto y defendido por el señor Mesa 
Noda. Dispone, al mismo tiempo, este proyecto de ley 
de 44 enmiendas, hoy vivas, de don Alberto Dorrego; 
de 32 enmiendas del señor Cuevas, del Grupo Mixto; 
de 6 enmiendas del señor Mesa Noda, del Grupo Mix- 
to; de dos enmiendas del Grupo Nacionalista Vasco; de 
20 enmiendas de Convergencia i Unió, y, por fin, de 27 
enmiendas del Grupo Popular. 

Señorías, presento este dictamen con la convicción 
de que en la mañana de hoy sus señorías pondrán aten- 
ción, verdadera atención, en un proyecto de ley que pa- 
rece que no tiene trascendencia, pero los que estamos 
en el campo del Derecho -y todas las ponentes son 
juristas- consideramos que sí la tiene, y tenemos la 
convicción de que será estudiado detenidamente por 
la Cámara que, en su momento, dará su aprobación en 
razón directa a lo que estime. 

Muchas gracias. 

Propuestos 
de veto cias, señor Senador. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 

Se han presentado, como acaba de conocer la Cáma- 
ra, tres propuestas de veto que se deben debatir a con- 
tinuación, antes de pasar al debate de las enmiendas 
al articulado. 

En primer lugar, debatiremos el veto número 1 pre- 
sentado por el Senador Dorrego en el voto particular 
número 5. 

Su señoría tiene la palabra para la defensa del veto. 

El señor DORREGO GONZALEZ: Señor Presidente, 
señorías. 

Nos hubiera gustado que hubiera estado presente el 
señor Ministro de Justicia, que debe tener una cierta 
alergia a esta Cámara, puesto que prácticamente no ha 
venido a presentar ningún proyecto de ley, por lo me- 
nos que yo me acuerde. 

Siguiendo el tono que siempre sigue nuestro queri- 
do amigo el Senador Ruiz Mendoza, y advirtiendo que 
no soy jurista y, evidentemente, tampoco mujer, voy 
a intentar dar unas nociones sobre lo que nos parece 
la reforma de la Ley de Tribunales Tutelares de 
Menores. 

Quiero empezar diciendo que la iey en este momen- 
to es imprescindible y urgente, y posiblemente viene 
a resolver con ese carácter de urgencia un problema, 
un vacío legal importante, que existía después de la sen- 
tencia del Tribunal Constitucional del 14 de febrero. 
Pero una vez más estamos haciendo una reforma ur- 
gente de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, 
cuando permanentemente se ha venido demandando la 

necesidad de una ley global que contemple los derechos 
y la protección jurídica del menor. 

El 2 de julio del año 1985 se publica la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, que en su disposición adicional pri- 
mera establece un plazo máximo de un año para que 
se presente una ley de protección de los derechos del 
menor y de la protección jurídica del menor. Estamos 
en el año 1992 y seguimos igual. 

En septiembre de 1986, el gabinete técnico del Con- 
sejo General del Poder Judicia! eleva al Ministerio de 
Justicia una memoria que recogía conclusiones de reu- 
niones de magistrados de la jurisdicción de menores 
en el sentido de que era necesaria la ley. Tampoco se 
ha hecho nada. 

Hay alguna cosa que a nuestro juicio es más grave. 
Entre 1986 y 1989 funcionó en esta Cámara, magnífi- 
camente por cierto, una Ponencia dedicada a estudiar 
los problemas del menor. Esta Ponencia estaba presi- 
dida por el Senador Cuña Novas, a quien quisiera de- 
dicar en este momento un cariñosísimo recuerdo de 
toda la Cámara. En esa Ponencia, que elaboró un exce- 
lente informe sobre los derechos del menor, se pedía 
en el punto tercero la remisión a las Cámaras de una 
ley orgánica del derecho del menor, y en el punto cuar- 
to se demandaba una ley de protección jurídica del me- 
nor. Esto se produjo en 1989, estamos en el año 1992 
y no se ha remitido nada. 

El 20 de noviembre de 1989, se aprueba en Nueva 
York, en la Convención de los derechos del Niño, la ne- 
cesidad de que todos los Estados se doten de leyes de 
protección del menor. España votó favorablemente, y 
seguimos sin hacer nada. 

El 1.O de febrero de 1990 se aprobó en el Consejo de 
Europa, con el voto de nuestros representantes, una re- 
comendación en el sentido de que la legislación del me- 
nor debe reformarse. Seguimos, también, sin hacer 
nada. 

El 13 de marzo de 1990, mi Grupo presentó en esta 
Cámara, a través del Senador Quetglás, una interpela- 
ción al Gobierno preguntando cuándo se iban a trami- 
tar estos proyectos de ley a los que me he referido. En 
aquel momento era Ministro de Justicia el señor Mú- 
gica y nos dijo que estos proyectos de ley se presenta- 
rían a lo largo del período de sesiones. Era el año 1990. 

Con posterioridad, la Senadora Vindel presentó, el 
20 de junio de 1991, una moción en este sentido, que 
fue rechazada exclusivamente por los votos del Parti- 
do Socialista. 

En definitiva, estamos intentanto demostrar que es- 
ta ley se ha presentado, única y exclusivamente, para 
cubrir ese vacío legal que ha producido la sentencia del 
Tribunal Constitucional del 14 de febrero. Pero esto no 
es bastante, porque, en definitiva, lo que ha venido a 
hacer este proyecto de ley es trasladar a la legislación 
del menor una copia de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, y no es eso lo que queremos. 

En toda la legislación referente a los menores se pue- 
den adoptar tres posiciones: una, la pura traslación de 
una legislación de los mayores con alguna pequeña mo- 
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dificación: la introducción de los servicios técnicos y 
alguna otra cosa, judicializando todos los procesos del 
menor. Se puede adoptar una segunda fórmula -y lo 
decía la Senadora Díaz en la Comisión- y es trasladar 
las posibles faltas que pueda cometer el menor a un 
proceso puramente administrativo, con intervención de 
los servicios sociales. Se decía en la Comisión que po- 
siblemente no estábamos preparados en materia de ser- 
vicios sociales para adoptar ese procedimiento. 
Nosotros proponemos un sistema mixto. Estamos ple- 
namente convencidos de que la legislación tutelar de 
menores tiene que tener dos principios fundamentales: 
la protección del menor y la reforma del menor; pero 
también estamos convencidos de que la sociedad no 
asumiría simplemente este procedimiento y, por eso, 
hay que tener una parte prácticamente judicializada. 
Como no soy experto en Derecho, quizá estas ideas les 
parezcan a los juristas casi una herejía, pero, en defi- 
nitiva, eso es lo que la sociedad quiere hoy. 

En esta ley prácticamente no existe la función pro- 
tectora y reformadora, primero, porque no existe es- 
tructura -hay que crear esos 25 juzgados de 
menores-; segundo, porque no existen instituciones 
adecuadas; y tercero, porque se sigue con el mismo pa- 
ternalismo, totalmente trasnochado. No hay más que 
paternalismo y condena, no hay nada intermedio. 

Lo primero que nosotros hemos defendido en esta ley 
es que no se llame proceso, sino procedimiento. El tér- 
mino proceso tiene una carga ante la sociedad muy cla- 
ra, y de lo primero que tenemos que proteger al menor 
es de que en sus antecedentes -no en los anteceden- 
tes oficiales, pero sí en su vida- existan unas conde- 
nas que la sociedad reconozca y que los marque para 
toda su vida. 

En segundo lugar, hemos dicho que no existen insti- 
tuciones adecuadas para la retención, detención o re- 
habilitación del menor y, por tanto, hay que tener 
todavía mucho más cuidado en conseguir que los me- 
nores puedan rehabilitarse en sus ambientes familia- 
res, en su entorno habitual. Por eso, aparte de ese 
equipo técnico, que nos parece bueno y cuya introduc- 
ción es una gran idea y un gran avance, queremos que 
en el procedimiento de menores intervengan una serie 
de asociaciones del entorno del menor: asociaciones de 
padres y alumnos de los centros escolares, las asocia- 
ciones de vecinos, los profesores, en definitiva quere- 
mos que intervenga en el procedimiento todo lo que es 
el entorno de la vida del menor, y esto no se consigue 
en la ley. 

También creemos en la necesidad de la inmediación 
y, por eso, proponemos en alguna enmienda la inter- 
vención de los jueces de paz, que conocen perfectamen- 
te el entorno del menor y pueden intentar que los 
problemas se resuelvan, muchas veces sin gran tras- 
cendencia. 

No estamos de acuerdo con la misión que se le asig- 
na al Fiscal, que en su Estatuto se transforma en de- 
fensor del menor y en la ley se le vuelve a transformar 
en acusador. En definitiva, es el que inicia el procedi- 

miento, es el acusador; no queramos vestir las cosas 
con dialéctica, está claro que es eso. 

Es verdad que la ley viene a resolver el problema de 
la falta de asistencia del menor, que con esta ley va a 
tener asistencia letrada como cualquier otro mayor. 

Tampoco estamos de acuerdo con el límite de la edad 
penal entre los 16 y 18 años. Puede pasar con esta ley 
que menores entre 16 y 18 años puedan tener conde- 
nas más serias que si tuvieran 18 años. Y ustedes lo 
saben. En definitiva, no quiero seguir dando excesivas 
razones para justificar nuestro veto a la ley, pero éste 
se justifica, primero, porque la legislación que estamos 
viendo en este momento es un parche para resolver un 
problema urgente e inmediato y, después de siete años, 
yo creo que podíamos haber hecho ya un proyecto de 
ley serio de protección del menor: segundo, porque no 
estamos de acuerdo con la filosofía que subyace en el 
fondo de la ley, que es puramente penal, judicializada, 
del proceso de los menores, y, tercero, porque creemos 
que tenemos que llamar la atención en este momento 
para que esos servicios sociales se desarrollen realmen- 
te, de una vez por todas, en España y que tengamos los 
centros de acogida, de retención, de detención y de re- 
forma que son necesarios. 

No voy a citar frases concretas de la Declaración de 
los Derechos del Niño, pero nos estamos jugando el fu- 
turo de nuestros menores. De las decisiones que tomen 
los tribunales de menores dependerá que muchos sal- 
gan marcados positiva o negativamente para toda su 
vida. Habrá muchos que, dependiendo de su buena o 
mala actuación, serán capaces de rehabilitarse o entren 
en el camino de la delincuencia. En definitiva, creemos 
que hay que hacer un gran esfuerzo en este sentido, y 
para eso es imprescindible tener esa ley de los dere- 
chos y de la protección jurídica del menor. 

Yo estaría dispuesto a retirar este veto si la Senado- 
ra que va a intervenir como portavoz, porque ha inter- 
venido como ponente, del Partido Socialista me 
garantizara que durante esta legislatura iba a venir esta 
ley a las Cámaras. Haría un acto de fe y creería en esa 
promesa, con lo cual retiraríamos el veto, porque es 
verdad que la ley es imprescindible en este momento. 
Vamos a ver si hay verdadera voluntad de resolver el 
problema. Por eso me hubiera gustado que estuviera 
aquí el señor Ministro, y que de una vez se comprome- 
tiera a que esta reforma, este parche -no quería de- 
cir chapuza- de resolver por urgencia un problema 
legal comportara un compromiso firme del Gobierno, 
o del Partido Socialista, de traer esa ley a las Cáma- 
ras. Me van a decir que todavía no se ha resuelto en 
muchos sitios de Europa, pero es lo mismo. Me van a 
dar una serie de razones por las que, como siempre, 
somos los mejores. Pues en este momento, a nuestro 
juicio, la legislación de protección jurídica del menor 
y de los derechos del niño que tenemos está demasia- 
do dispersa y no es acorde con la filosofía que noso- 
tros defendemos. Queremos huir del paternalismo y de 
la judicialización, y por eso creemos que se debe ha- 
cer una ley de protección jurídica del menor acorde con 
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una sociedad moderna, que es la que en este momento 
nosotros demandamos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Muchas 
gracias, Senador Dorrego. 

¿El Grupo Socialista prefiere agrupar la respuesta 
a todos los vetos? (Asentimiento.) Muchas gracias. 

Por tanto, ahora corresponde el turno al Senador Me- 
sa Noda para la defensa del segundo veto, incluido en 
el voto particular número 7. 

El Senador Mesa tiene la palabra. 

El señor MESA NODA: Señor Presidente, señorías, 
hoy estamos reunidos en esta Cámara para discutir y 
valorar el proyecto que en principio se llamó reforma 
urgente de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, 
que hoy se llama proyecto de ley orgánica reguladora 
de la competencia y procedimiento de los Juzgados de 

3 Menores. Al final del preámbulo se dice que este pro- 
yecto de ley tiene el carácter de una reforma urgente 
y que se adelanta parte de una renovada legislación so- 
bre reforma de menores que será objeto de medidas 
legislativas posteriores. O sea, todo en plan provisio- 
nal para algo que no llega a hacerse efectivo, algo que 
se quiere evitar o que no se tiene la voluntad de llevar 
a cabo. 

Nos parece básico comenzar analizando a los suje- 
tos a los que va dirigida esta reforma, niños y niñas con 
una serie de características de tipo social, cultural, fa- 
miliar, así como unas instituciones y un entorno que 
se resiste a la dignidad. Pablo es un niño que vive en 
un barrio de la periferia de cualquier ciudad o en cual- 
quier pueblo del Estado español, una zona infradota- 
da sanitaria, deportiva, social y culturalmente; un 
medio degradado, tanto urbanísticamente como en su 
nivel de convivencia; un lugar desatendido educativa- 
mente, con un altísimo nivel de analfabetismo y un ba- 
jísimo nivel de cualificación que impide el acceso al 
mercado laboral, favoreciendo todo esto un elevado nú- 
mero de personas desempleadas, abocando esta situa- 
ción a la subsistencia a toda cci-ta y creando un 
ambiente familiar y social en malas condiciones. Así, 
en la vida infradotada de Pablo malviven sus padres 
y sus cuatro hermanitos. A estos niños se les concul- 
can continuamente sus derechos, dándose en su am- 
biente una situación de inestabilidad económica, 
familiar y emocional: carencias alimenticias e higiéni- 
cas; penuria económica; explotación laboral del menor; 
utilización de los niños en la mendicidad y en el tráfi- 
co de drogas; falta de salud y de atención sanitaria; ma- 
los tratos y un largo etcétera de condiciones de real 
inseguridad ciudadana. Pablo es un niño desprotegido, 
como los más de 400.000 niños necesitados de urgente 
protección en el Estado español. 

Esta realidad vergonzante y sangrante puede ser ata- 
jada por distintas vías de solución. La primera es la 
adoptada por este proyecto de ley, que, amparándose 
en garantizar los derechos procesales del menor, con- 

figura un procedimiento penal incompatible con el 
principio de inimputabilidad recogido en el artículo 8.2 
del Código Penal. Los menores de 16 años están exen- 
tos de toda responsabilidad criminal, por lo que no se 
puede hablar de culpabilidad de los niños en términos 
jurídicos. La inimputabilidad requiere una serie de re- 
quisitos psicobiológicos que expresan que la persona 
tiene capacidad para valorar y comprender la ilicitud 
del hecho realizado por ella y de actuar en términos 
requeridos por el ordenamiento jurídico, por lo que só- 
lo se puede hablar de inimputabilidad y de incapaci- 
dad de culpabilidad en los niños. El comportamiento 
de los menores infractores no expresa una clara y li- 
bre intencionalidad de infringir la norma, sino que es- 
te es un síntoma de una cierta condición problemática. 
Esta forma de declarar al menor inimputable lo deja 
fuera del Derecho Penal, como manifiestan todas las 
recomendaciones internacionales, que proponen evitar 
el ingreso precoz de los adolescentes en la esfera pe- 
nal, así como facilitar a los menores todas las garan- 
tías evitando cualquier paternalismo proteccionista. 
Analizando el fundamento de este proyecto de ley, pa- 
rece que el único modo de introducir al niño en las de- 
seables garantías jurídico-constitucionales es 
sumergiéndolo en las garantías procesales penales. 

Este proyecto de ley de reforma de Tribunales Tute- 
lares de Menores, como se llamó en un principio, esta- 
blece el procedimiento que se seguirá con los menores, 
trasladando a éstos los criterios y esquemas de actua- 
ción del enjuiciamiento de los adultos; es decir, a pe- 
sar de que el proyecto juega con sutilezas de lenguaje 
-términos como «alegaciones», <<solicitud de prue- 
bas», «audiencias»-, nos hace reconocer el traslado 
a la esfera infantil del procedimiento abreviado de 
adultos. 

Así destacamos que el papel del ministerio fiscal pa- 
sa de ser defensor nato de los niños a ser el que man- 
tiene la acusación. Las asociaciones de fiscales han 
mostrado su rechazo a esta modificación de sus fun- 
ciones pues ésta se contradice con lo establecido en su 
Estatuto jurídico. 

Por otro lado, vemos ineficaz y contraproducente la 
intervención del abogado como defensor del niño por- 
que excluye automáticamente la defensa del fiscal. Ade- 
más la celebración de un juicio oral, donde se juzga al 
niño, se practican pruebas, se acusa, se defiende y to- 
do se le impone desde fuera, ahonda en el tremendo 
problema de la inadaptación juvenil y posterior delin- 
cuencia generada por la pobreza y marginación. Por es- 
tas y otras razones, consideramos que la solución que 
debe ser adoptada es la segunda de las vías de solución, 
la vía administrativa. Consideramos que la reforma de 
los Tribunales Tutelares de Menores, como se llama- 
ba esta ley, debe estar enmarcada en el campo de las 
instituciones administrativas de atención a los niños, 
por lo que abogamos por una ley básica protectora de 
la infancia, una única ley de defensa de los derechos 
del menor recogidos en la Declaración Universal de los 
Derechos del Niño, una ley administrativa que acabe 
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con la distinción entre niños de protección y niños de 
reforma, siendo éstos últimos los que han sido sorpren- 
didos cometiendo un delito, aunque ambos son niños 
carentes de ciertos derechos que no defiende ninguna 
ley penal. Esta ley contendría una descripción de los 
supuestos de desprotección, así como el establecimien- 
to de mecanismos eficaces de restitución de sus dere- 
chos, como escolarización, sanidad, etc. 

Las funciones de las instituciones y personas encar- 
gadas de la protección del menor se concretarían en: 
- Juzgados de Menores, que defenderían a los ni- 

ños, no controlando y sancionando los comportamien- 
tos de los menores infractores, como se pretende en 
esta ley, sino siendo el instrumento adecuado para ha- 
cer frente a todas las injusticias, abandonos y violacio- 
nes de las que son víctimas. Sería una institución 
adonde el menor, reconocida su calidad de sujeto de 
derechos, pueda dirigirse a hacerlos valer. 
- Ministerio fiscal, que tendría como misión velar 

por el control de la ejecución de las medidas adminis- 
trativas y educativas acordadas, correspondiendo a es- 
te ministerio la defensa de los derechos del niño, la 
observancia de sus garantías y el cuidado de su inte- 
gridad física y moral, y 
- Medidas. Considerando al menor como sujeto de 

protección y no de represión, cabe establecer medidas 
reeducadoras, que se puedan administrar a través de 
un determinado tratamiento. Pensamos que el menor 
y su familia deben de ser sujetos activos en la resolu- 
ción de sus problemas, facilitando las instituciones pú- 
blicas y de iniciativa social este protagonismo. 

Estos y otros principios están recogidos en las legis- 
laciones de otros países. En los últimos años se ha ex- 
tendido en los países occidentales la tendencia a la 
desjudicialización de la protección del menor. Desta- 
camos Bélgica, Canadá y Suecia como países en los que 
las medidas adoptadas son las mismas para los casos 
de los menores necesitados de cuidado o protección que 
para los que han cometido delitos. Prevalece la inter- 
vención de tipo preventivo o asistencia1 sobre la juris- 
diccional. En estos países, los servicios sociales tienen 
un notable desarrollo, que permite una mayor inter- 
vención preventiva en la inadaptación. 

En España existe una alternativa similar. En el año 
1985 se aprobó la ley catalana de Protección de Meno- 
res, cuyos principios rectores hablan del pleno respecto 
de los derechos y garantías individuales. Además, re- 
coge los principales contenidos de la Resolución 3715 
del Parlamento de Cataluña, discutida el 10 de diciem- 
bre de 1981. La protección de menores está encomen- 
dada al Departamento de Justicia de la «Generalitat », 
y a él corresponden funciones como colaborar con la 
Administración de justicia, ejercer la acción preventi- 
va y tratamiento de menores con elevado riesgo en la 
comisión de infracciones penales. 

Concluimos con el rechazo frontal al en principio tu- 
telar proyecto de ley de reforma de Tribunales Tutela- 
res de Menores, y ahora proyecto de ley orgánica 
reguladora de la competencia y procedimientos de los 

Juzgados de Menores, por considerarlo como grave- 
mente regresivo, vulnerador de los derechos fundamen- 
tales y peligroso para los niños, a los que va destinado, 
amén de ser un paso más en la estrategia restrictiva 
de derechos y libertades que viene caracterizando al 
partido del Gobierno. 

Nos cuestionamos cómo se pretende hacer extensi- 
vo a la infancia el modelo de enjuiciamiento criminal 
de los adultos, si los hechos prueban su ineficacia y sus 
dificultades. ¿Por qué no se interviene con efectividad 
en la vida del niño antes de que se vea abocado a de- 
volver la agresión al medio en forma de infracción? 
¿Por qué se elige la vía penal y represiva, sabiendo de 
antemano que es nociva, estigmatizadora y perjudicial 
para la personalización, educación y socialización del 
menor? ¿Qué intereses defiende esta ley? ¿Por qué se 
ha realizado esta reforma a espaldas de jueces, fisca- 
les, educadores, profesionales de la acción social, et- 
cétera, siendo éstos los conocedores directos de la 
realidad sobre la que se pretende actuar, implicando 
la participación, base fundamental de un Estado de de- 
recho? ¿Por qué la ley no prevé exigir responsabilida- 
des a los adultos competentes, incluidos los que 
manejan las instituciones, que con su acción u omisión 
han empujado al menor a situaciones carenciales? ¿Por 
qué no se habla en la ley de los delitos de omisión de 
socorro y de la imprudencia institucional? ¿Por qué es- 
ta reforma no está acompañada de las infraestructu- 
ras necesarias en materia educativa y de servicios 
sociales, que pretendan hacerla efectiva, y una serie de 
medidas y recursos dedicados a la prevención? 

Por todo ello, y resumiendo la postura de la Asam- 
blea Majorera, creemos que el proyecto de ley remiti- 
do por el Gobierno socialista configura un 
procedimiento de enjuiciamiento de las conductas de 
menores de carácter penal, atendiendo exclusivamen- 
te a las consecuencias de los problemas de la infancia 
y no a las causas, siendo esta ley incompatible con el 
principio de inimputabilidad y alejada del espíritu de 
protección del menor que debe inspirar esta reforma. 
Así, apostamos porque la misma y posteriores renova- 
ciones legislativas sigan una línea de defensa, protec- 
ción y atención integral a la infancia. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 
cias, Senador Mesa. 

Tiene la palabra el Senador García Contreras para 
defender el veto número 3, incluido en el voto particu- 
lar número 6, del Grupo Mixto. 

El señor GARCIA CONTRERAS: Señor Presidente, se- 
ñorías, sustituyo en este acto, en el que estamos discu- 
tiendo el proyecto de ley en cuestión, al compañero 
Andrés Cuevas, que tenía verdadera ilusión por defen- 
der este veto, y la tenía porque es un hombre -yo 
diría- que demuestra, en su vehemencia a veces in- 
fantil, un aspecto cultural importante de cariño hacia 
los niños. Lamento su enfermedad y que sea yo el que 
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tenga que ocupar su lugar en este momento en la 
tribuna. 

En consecuencia, señorías, al encontrarnos con esta 
situación, nos hemos hecho el siguiente esquema de de- 
fensa. Nosotros tenemos -me parece que son- las en- 
miendas 41 a 72, ambas inclusive, que, lógicamente, 
destilan todo un proceso en el que se va definiendo la 
filosofía que nosotros entendemos que debiera conte- 
ner el proyecto de ley que hoy tratamos. Por tanto, al 
volcar esa filosofía en este veto al proyecto, creemos 
que queda claro que no vamos a entrar luego una a una 
en las enmiendas, porque sería perder el tiempo. Cada 
principio que nosotros volcamos en este veto está sos- 
tenido, lógicamente, por una enmienda al artículo co- 
rrespondiente y, al final, lo que resulta -está claro- 
es un proyecto alternativo, con una filosofía distinta 
a la que sustenta el proyecto de ley. 

Se ha dicho muchas veces a la hora de enjuiciar nues- 
tro modelo de sociedad que este modelo que nos hemos 
dado entre todos los españoles es el menos malo de los 
existentes. Tal afirmación lleva implícito el que algo 
de malo tiene; ese algo de malo puede cuantificarse en 
elementos claros de dualidad que presenta nuestra so- 
ciedad. Frente a grupos de opulencia, bienestar y, a ve- 
ces, hasta de despilfarro, conviven grandes bolsas de 
pobreza, de paro y de marginación. Pasar por encima, 
señorías, de estas realidades, significa llevar a la prác- 
tica política actuaciones que dejan mucho que desear, 
por no calificarlas de otra forma, y que en ocasiones 
pueden convertir en culpables a las víctimas de esta 
sociedad. 

Desde Izquierda Unida entendemos que ése es el ca- 
so del en principio titulado proyecto de Ley Orgánica 
de reforma urgente de la Ley de Tribunales Tutelares 
de Menores, y ahora proyecto de ley orgánica regula- 
dora de la competencia y el procedimiento de los Juz- 
gados de Menores, según la enmienda número 83 del 
Grupo Socialista, recogida por la ponencia para este 
Pleno. 

Se pretende con este proyecto de ley, en nuestro con- 
cepto, atajar los efectos que produce la descrita situa- 
ción anterior -muy sucintamente, por supuesto-, 
obviando las causas que la originan. Por tanto, señor 
Presidente, señorías, con este veto y las enmiendas que 
presentamos partimos de una filosofía distinta a la que 
destila este proyecto de ley. Nosotros creemos que en 
vez de orientar este proyecto de Ley a lo que podría 
ser la jurisdicción de protección del menor se orienta 
a convertir al menor en el centro de un proceso -con 
juez, fiscal y abogado defensor- que le va a traumati- 
zar, con toda seguridad, para toda la vida, que le va a 
marcar psíquicamente y por el que puede sufrir, inclu- 
so, una acción punitiva, arresto o privación de liber- 
tad, cuando derechos constitucionales, la Declaración 
de los Derechos del Niño de Nueva York, el artículo 
8.2 del Código Penal, etcétera, afirman la inimputabi- 
lidad del niño y de los menores por hechos que pudie- 
ra haber cometido, siendo, por supuesto, responsables 

de los mismos los padres, tutores o, subsidiariamen- 
te, incluso, la Administración. 

Desde nuestro respeto absoluto a la concepción que 
se vuelca en este proyecto -legítimo, por otra parte; 
democrático- del Grupo mayoritario y del Gobierno, 
nosotros creemos que no es con declaración de inten- 
ciones con lo que se solucionan los problemas del me- 
nor, sino con actitudes reales llevadas a la ley; nos. 
estamos refiriendo, en concreto, al párrafo terciro de 
la exposición de motivos, donde se dice que se debe evi- 
tar en lo posible los efectos aflictivos que puedan pro- 
ducirle tal situación al niño. Señorías, para evitar los 
efectos aflictivos, psicológicos y hasta psíquicos, lo me- 
jor es no someter al menor a un proceso, igual que si 
se tratara de un mayor. Lo mejor es atajar las causas, 
y no los efectos. 

Efectivamete, en la sociedad hay una cierta protes- 
ta por la incidencia de los delitos que pudieran come- 
ter los menores -entre comillas lo de delitos, por 
supuesto-, y hay quizás una reivindicación. Eso es lo 
que molesta, y como molesta se trata de evitar, sin mi- 
rar las causas que producen lo que molesta. 

Nosotros pensamos que el Ministerio Fiscal debiera 
actuar en la defensa de los derechos, en la observan- 
cia de las garantías y ser el protector de la integridad 
física y moral del menor, siendo el papel del juez el de 
instructor del expediente, sin proclividad alguna a la 
imposición de sanciones. 

El menor, señorías, tiene una conducta en formación 
y cualquier accidente puede llevar a adosarle un estig- 
ma que pudiera marcarle para toda la vida. Desde Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya somos 
partidarios de la jurisdicción de protección del menor, 
como decíamos antes, que termine con medidas de ca- 
rácter protector y precautorio, realizadas o llevadas a 
la práctica por instituciones administrativas, dotadas 
de los elementos necesarios en infraestructura y per- 
sonal, -personal que, además, esté en relación direc- 
ta con el medio habitual donde haya posibilidades de 
la existencia de menores, que, por sus circunstancias, 
por su entorno, por sus comportamientos, puedan 
alterar lo que la sociedad tiene asumido mayorita- 
riamente-, y de educadores y psicólogos con vocación 
y con medios, que protejan al menor, que orienten al 
menor y que, en último extremo, recuperen al menor 
y lo reeduquen. 

Claro que todo esto debiera de haber llegado -como 
han dicho los ponentes de los dos vetos que me han an- 
tecedido en el uso de la palabra- de la mano de una 
ley básica protectora de la infancia, que, de conformi- 
dad con los convenios internacionales suscritos por el 
Estado español, aglutinara la normativa legal dispersa. 

Se pretende con este proyecto, y de forma soterra- 
da, dar carácter de imputabilidad al mayor de doce 
años, con lo que de alguna forma da la impresión, se- 
ñorías, de bajar la edad penal a dicha edad, y esto es 
ya algo que Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya 
le parece monstruoso. Seguimos pensando que al me- 
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nor se le pueden aplicar todas las garantías jurídicas 
constitucionales, sin que esto signifique que hayan de 
terminar en penalización. Es un concepto diferencia- 
dor importante, porque, so pretexto de dejar sin con- 
tenido el Decreto de 1 1  de junio de 1948, se monta todo 
un proceso y en toda regla, que termina -le llamen co- 
mo le llamen- con una sentencia que, aunque en el me- 
jor de los casos fuese absolutoria, dejaría al niño con 
la impresión de haber estado inmerso en un torbellino 
y que se viese, como un presunto delincuente juvenil, 
envuelto en algo que no alcanza a comprender, en al- 
go, repito, que le marcará para toda la vida. 

Está claro, señorías del Grupo Socialista, que nues- 
tra filosofía parte de presupuestos diferentes, y, como 
consecuencia, nuestras conclusiones también lo son. 
Y repito y reitero, con todo el respeto a su proyecto, 
que tenemos que lamentar -y subrayo con fuerza lo 
de lamentar, ya que de una fuerza socialista y progre- 
sista debiera salir otra cosa- que ambas filosofías sean 
inconciliables en este momento. 

Por todo lo expuesto, señorías, desde Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya vamos a seguir propug- 
nando la necesidad de una ley básica de la infancia, con 
contenidos progresistas, donde pedagogos y educado- 
res indiquen -al derecho y no al revés- que el juez 
sea el órgano que decida las medidas más adecuadas 
para la modulación del menor, teniendo en cuenta su 
situación real y su medio -que es lo más importante 
para nosotros-, para que el Ministerio Fiscal sea el 
defensor del niño y no a la inversa, para que, en defi- 
nitiva se protejan los derechos fundamentales decla- 
rados -y asumidos por el Estado español- por los 
organismos internacionales. 

Termino señalando lo que indicaba al inicio de mi 
intervención: Como nuestras enmiendas están destina- 
das a prefigurar la filosofía que hemos expuesto y su- 
ponen, en su totalidad, la alternativa a su proyecto, las 
damos por defendidas en este momento y en sus pro- 
pios términos, y con la motivación que acompañamos 
a cada una de ellas. Reitero que se trata de las enmien- 
das números 41 a 72, ambas inclusive. 

Para terminar, señorías, sólo me queda señalar que 
ayer asistimos a un debr*te importante -como decía 
el Senador Ruiz Mendoza, que ha presentado el 
dictamen-, en el que el portavoz del Grupo mayorita- 
rio nos trasladaba a un futuro prometedor, ilusionan- 
te, que alguien calificaba como «La casa de la pradera», 
en tono irónico. Pero yo digo, señorías, que para He- 
gar a ese futuro tenemos que empezar por los pilares 
básicos de la sociedad, que para nosotros son los me- 
nores -desde los 12 a los 18 años, en que se alcanza 
la mayoría de edad-, el futuro de nuestro país y, en 
definitiva, la esperanza de que ese futuro tan ilusionan- 
te que ayer se no presentaba aquí pueda llegar algún 
día. Si, por el contrario, tendemos hacia procesos pu- 
nitivos, si lo que nos molesta lo apartamos de la sacie- 
dad, si actuamos con los menores desde un sentido de 
desprotección y hacia un sentido amplio de penaliza- 

I 

ción, desde el punto de vista de la izquierda progresis- 
ta se estará equivocando el camino. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 

Defendidos los tres vetos al proyecto de ley, corres- 

Tiene la palabra la Senadora Ruiz-Tagle. 

cias, señoría. 

ponde ahora un turno en contra. 

La señora RUIZ-TAGLE MORALES: Gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, como ya le anuncié al señor Presidente en 
este turno en contra voy a agrupar la contestación a 
las argumentaciones dadas en los tres vetos presenta- 
dos por los Senadores Dorrego, Mesa Noda, y García 
Contreras. 

Quiero resaltar que, tanto en la formulación de di- 
chos vetos, como en la argumentación que sus señorías 
han mantenido en los mismos, observo un denomina- 
do: común: todos ustedes pretenden que se retire este 
proyecto de ley, porque se trata de un proyecto par- 
cial, provisional y, en última instancia -y esto ha si- 
do recalcado- porque no es eficaz y no viene a resolver 
la problemática del menor, para que, en su caso, pre- 
sentemos en las Cámaras -como ya hemos venido pro- 
metiendo a lo largo de una serie de períodos de 
sesiones- una ley del Menor en la que se trate y abar- 
que en toda su extensión la problemática en sus tres 
aspectos, -y, señorías en este punto sí hablo de sus 
tres aspectos: el preventivo, de protección y de 
reforma-. En definitiva, piden que presentemos una 
ley del Menor, como viene exigiendo no sólo la mayo- 
ría de la sociedad, sino la realidad pendiente de regu- 
lar: la de los menores, la de estos sujetos acerca de los 
cuales todos tenemos preocupación, ya que van a ser 
los protagonistas del mañana, por lo que se requiere 
esta regulación. 

A esta exigencia -y le voy a dar una alagría al Sena- 
dor Dorrego- y a estos deseos de los enmendantes me 
uno como portavoz del Grupo Parlamentario Socialis- 
ta. Pero, además, lo que indico no es una novedad, si- 
no que ya se ha dicho por mi Grupo en el debate que, 
sobre este proyecto, tuvimos en el Congreso de los Di- 
putados. También en los mismos términos se pronun- 
ció el Ministro de Justicia, cuando presentó este 
proyecto en aquella Cámara al que me van a permitir 
que disculpe por no estar hoy aquí -aunque hubiera 
sido su deseo-, porque razones de trabajo, no más im- 
portantes que el tema que hoy nos ocupa, sino muy ur- 
gentes, se lo han impedido. Como decía, quiero también 
reiterar en el Pleno de esta Cámara que el Grupo So- 
cialista está trabajando en esta materia, y quiere una 
ley básica del Menor. 

Ante esta declaración, me dirán sus señorías que és- 
ta no es una materia de deseo, sino de voluntad políti- 
ca y, en su caso, de realidad, y quién mejor que el 
Partido que sustenta al Gobierno y éste, en definitiva, 
para presentar dicha ley del Menor. 
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Por ello, señorías, he querido traer a colación el te- 
ma expresamente en este turno en contra de los vetos; 
y voy a realizar un análisis muy breve, pero pormeno- 
rizado, de las condiciones o las circunstancias que, en 
mi opinión, justifican más que de sobra -lo cual no 
quiere decir que por ello tengamos aparcada esta 
preoeupación- el hecho de que después de todos es- 
tos años -desde 1985, en el que con esa disposición 
transitoria de la Ley Orgánica se habló de que en un 
año tendríamos elaborado un procedimiento de 
menores-, y a estas alturas de 1992 todavía no poda- 
mos contar con esa ley básica. 

Por tanto, antes de realizar la defensa del proyecto 
de ley que hoy debatimos, me voy a detener en esas con- 
diciones o circunstancias que reitero que justifican que 
en 1992 todavía no podamos contar en estas Cámaras 
con dicha ley del Menor. 

En primer lugar, señorías, ustedes saben -y no se 
trata de un pronunciamiento voluntario de mi Grupo 
Parlamentario- que se trataría de una ley compleja 
y problemática, que no tiene antecedentes, no sólo en 
nuestra legislación, sino en las relativas a los restan- 
tes países de la Comunidad Europea. Y de nuevo insis- 
to en que los argumentos de sus señorías -sobre todo, 
de los Senadores García Contreras y Mesa Noda- se 
refieren sólo a la protección y olvidan que en la temá- 
tica del menor y, sobre todo, en la filosofía que utili- 
zan para argumentar la defensa de sus vetos hay que 
tratar de la prevención, fundamentalmente -por su- 
puesto, de la protección- pero también de la reforma, 
porque ante una conducta infractora -que después 
calificaré- siempre tiene que haber una respuesta. 
Nos podremos poner o no de acuerdo en el tipo de res- 
puesta, pero si no la hay, no habrá proceso educativo 
y, al final, estaremos convirtiendo mucho más en víc- 
timas a esos sujetos especiales, que si utilizáramos una 
serie de medidas -podríamos decir- educativas, pa- 
ra que con la respuesta a esa conducta infractora los 
pudiéramos salvar de la situación a la que han llegado 
por una serie de circunstancias. 

Como decía, no existen antecedentes en esta mate- 
ria en nuestra legislación, ni en las de los países del 
arco europeo. Unicamente hay un ensayo del año 1991 
en el Reino Unido -que seguramente sus señorías ha- 
brán seguido, como yo, a través de los medios de 
comunicación-, se está debatiendo en las Cámaras, 
que supone un intento de agrupar en una sola legisla- 
ción todo lo relativo al menor en cuanto a prevención, 
a protección y a reforma. 

Vaya, pues, por delante esta complejidad y dificul- 
tad con las que tenemos que ser muy cuidadosos, por- 
que si en la problemática del menor damos pasos sin 
saber las consecuencias, la finalidad de la ley puede 
producir efectos más perversos que los que quisiéra- 
mos los que tenemos esta responsabilidad, bien como 
legisladores, bien -en su día- como aplicadores de 
estas normas. 

En segundo lugar, señorías, se trataría de una ley que 
exigiría la puesta en común de dos Ministerios, del de 

Justicia y del de Asuntos Sociales, pero, es más, tam- 
bién de 17 comunidades autónomas, porque, como se 
ha dicho en esta Cámara y saben sus señorías, ésta es 
una materia transferida. Sabemos ya, y se ha dicho, 
igualmente, que en Cataluña ya hay una ley de Protec- 
ción del Menor. Por tanto, tendríamos que ponernos 
de acuerdo con las 17 comunidades autónomas no só- 
lo en filosofía, en lo que, al final, se podría avanzar mu- 
cho, sino en cuanto a la aplicación de las medidas, a 
los recursos y a las maneras de afrontar esta cuestión. 

En tercer lugar, señorías, es una ley que, necesaria- 
mente, como es lógico y natural, tiene que estar inspi- 
rada no sólo en función de nuestro derecho 
constitucional -ahí tenemos el artículo 39 de la Cons- 
titución, donde se mantiene una serie de exigencias que 
necesariamente tienen que ser los principios inspira- 
dores filosóficos y jurídicos de esta ley del Menor-, 
sino también en función de todo el ordenamiento jurí- 
dico, en lo que hace al derecho penal y al derecho civil 
-y yo traería ahora a colación esa importante refor- 
ma que en materia de protección del menor se hizo en 
el año 1987 y que culminó en la Ley de Adopción 
21/1987, de 1 1  de noviembre, con la que se modificó 
gran parte del Código Civil-, donde hay determinados 
principios que realmente, tenemos que recoger en es- 
ta ley del Menor. Y en este proyecto de ley, que a con- 
tinuación voy a entrar a analizar, verán sus señorías 
que muchas veces, respecto de cuestiones planteadas 
en enmiendas que han sido formuladas en esta Cáma- 
ra, nosotros vamos a remitirlas al debate del futuro Có- 
digo Penal, que habrá en esta Cámara próximamente, 
porque entendemos que las materias que hay que ana- 
lizarlas, en el ámbito de nuestro derecho penal y, por 
tanto, en el del Código Penal, y no traerlas parcialmente 
a un proyecto que lo que regula es un proceso no pe- 
nal para menores. 

En definitiva, como decía, yo creo que estas tres ra- 
zones justifican que hoy día no podamos contar con esa 
ley básica del Menor, y yo le invitaría al señor Dorre- 
go -porque lo que decía no es una declaración de prin- 
cipios, sin justificación, cuando él me hacía esta 
petición- a retirar su veto, -máxime cuando tenemos 
pendiente el debate del Código Penal-, ya que en esta 
legislatura, como dijo el Ministro de Justicia en el Con- 
greso de los Diputados, vamos a traer a estas Cámaras 
esa ley del Menor. Si su señoría entiende que es nece- 
saria, más lo entiende mi Grupo parlamentario, y se 
está ahora trabajando, y no sólo es un tema de pronun- 
ciamientos, tanto en el Ministerio de Justicia como en 
el Ministerio de Asuntos Sociales y en las reuniones que 
se están celebrando con las comunidades autónomas 
-y hay afán y representantes de ellas que no me po- 
drán desmentir, porque si no no me atrevería a 
decirlo- para la puesta en común de esa legislación 
del Menor, de los recursos y de las medidas necesarias 
con el fin de conseguir una adecuación correcta. 

Dicho esto, solamente quiero añadir que, lógicamen- 
te, y lo han dicho sus señorías, esta ley del Menor ten- 
dría que estar en función también de todas las 
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resoluciones, recomendaciones y documentos interna- 
cionales relativos al particular y, sobre todo, de lo es- 
tablecido en la Convención de los Derechos del Niño, 
tanto en sus artículos 1 y 2 como 37 ó 40. 

Vamos a analizar ahora la necesariedad y la inexcu- 
sabilidad de este proyecto de ley que hoy traemos a de- 
bate a esta Cámara. Sus señorías yo creo que tienen 
que coincidir conmigo en que, por supuesto, es un pro- 
yecto parcial, pero es un proyecto urgente porque es- 
tá mandatado así por una sentencia del Tribunal 
Constitucional; esta famosa sentencia, la 36/1991, de 
14 de febrero -de la cual no sólo todos hemos habla- 
do, sino que ya nos la conocemos, pienso, de abajo a 
arriba y de arriba a abajo-, declara inconstitucional 
el artículo 15 de la antigua Ley de Tribunales Tutela- 
res de Menores del año 1948. Entonces, por imperati- 
vo de esta sentencia se hace preciso, necesario y 
urgente regular un proceso, y, señorías, recalco, un pro- 
ceso, pero un proceso no penal; después, nos pondre- 
mos de acuerdo sobre si quieren o no ustedes unas 
reglas determinadas en ese proceso, pero es un proce- 
so que no lo califiquen ustedes de penal porque enton- 
ces lo que haremos será introducir elementos de 
confusión en un debate que todos estamos muy intere- 
sados en que se produzca dentro de unos términos con- 
cretos, precisos, para que nos sirva de aclaración y, 
sobre todo, como pronunciamiento en una serie de pre- 
supuestos que después nos van a servir en ese debate 
futuro de la Ley Básica del Menor; un proceso que, por 
razón de los sujetos a los que afecta, que son menores 
de edad, requiere que contenga, por supuesto, un mar- 
co jurídico y un órgano jurisdiccional que tiene que 
tener flexibilidad y agilidad, y, además, que esa flexi- 
bilidad y esa agilidad permita conjugar, por una par- 
te, tratamientos y medidas aplicables a aquéllos que 
hayan cometido hechos tipificados como delitos o co- 
mo faltas, y, por otra, el interés y el bien del menor. 

Los Senadores Mesa Noda y García Contreras intro- 
ducen aquí la teoría de la inimputabilidad, y haciendo 
una defensa sólo del tema de la prevención y la pro- 
tección de menores, dicen que el menor, al ser inim- 
putable, no se le puede aplicar ningún tipo de medidas 
y no se le puede someter a ningún tipo de procesos. Se- 
ñorías, yo en cuanto a eso lo único que voy a hacer es 
una reflexión: si con inimputabilidad ustedes se están 
refiriendo a responsabilidad criminal, estoy total y ab- 
solutamente de acuerdo con ustedes; ahora bien, si con 
inimputabilidad se están refiriendo a una conducta in- 
fractora -ustedes la pueden llamar como quieran-, 
ante unos hechos cometidos por un menor -indepen- 
dientemente de que después haya toda una filosofía de 
lo que ha llevado al menor a esas circunstancias o a 
esa actitud; después nos podremos poner de acuerdo-, 
ante una conducta infractora, tiene que haber una res- 
puesta. Yo les llevaría a ustedes por un momento, no 
al caso de un menor que haya incurrido en una con- 
ducta infractora que podría ser constitutiva de lo que 
se configura hoy en el derecho de los mayores como 
un delito, sino al de un chico que realizara una acción 

que no está dentro de unas normas correctas de com- 
portamiento; y les diré que siempre tiene que haber en 
todo proceso educativo -y esto lo estamos haciendo 
continuamente con nuestros menores y con nuestros 
hijos-, una respuesta -como decía, ante algún tipo 
de conducta que no esté de acuerdo con unas pautas 
correctas de comportamiento-, y que esa respuesta, 
lógicamente -no dentro de una responsabilidad cri- 
minal, pero sí dentro de una responsabilidad-, permi- 
ta aplicarse a sujetos a los que se les puede imputar 
ese tipo de conducta, con una serie de medidas correc- 
toras, porque si no, señorías, si ustedes dejan de apli- 
car esas medidas a los que incurren en una conducta 
infractora, se estará produciendo un efecto contrario, 
un fin perverso, ya que, tal vez, en ese supuesto más 
que en ningún otro, supondría estar contribuyendo a 
que el día de mañana fueran delincuentes o personas 
que no tuvieran corrección, ante una conducta, podría- 
mos decir, desviada de lo que son las pautas norma- 
les. Por eso hablaba yo de un proceso donde 
conjuguemos esas medidas y, además, el interés del me- 
nor; por supuesto, lógicamente, comprendiéndose to- 
das y cada una de las garantías contenidas en el 
artículo 24.2 de nuestra Constitución, garantías que, 
aunque fueron pensadas y proyectadas para un proce- 
so penal -salgo también al frente de lo que sus seño- 
rías han alegado en sus vetos-, se extienden también 
a cualquier otro tipo de procedimiento en el que se pue- 
dan imponer sanciones, incluidas las administrativas. 

Por otra parte, quiero también destacar, porque es 
muy importante, que este proyecto de ley tiene sus an- 
tecedentes, como no podría ser menos, en nuestra Ley 
Orgánica del Poder Judicial del año 1985. Senador Do- 
rrego no voy a referirme al tema de incumplimientos, 
en cuanto a que en un año no hicimos la ley a que alu- 
díamos, sino respecto a la configuración de los Juzga- 
dos de Menores. En el artículo 26 de esa Ley -y ahí 
tomó postura la sociedad española y el Parlamento- 
ya se configuraba la justicia de menores como un or- 
den jurisdiccional más, superando la consideración de 
una jurisdicción especial cualquiera para convertirse 
en una jurisdicción especializada, atendiendo a los su- 
jetos que fueran objeto de ese proceso. Yo diría que en 
esta Ley se configuró nuestro sistema judicial como un 
sistema mixto, en el que la atención al menor estaba 
diversificada en cuanto a prevención, a través de la pro- 
tección administrativa y la asistencia, y en cuanto a vio- 
lación de normas, por medio de la jiirisdicción. A su 
vez, en el artículo 97 se configura a los juzgados de me- 
nores como un órgano judicial con competencia en el 
ámbito de la facultad reformadora. Hoy sabemos to- 
dos, señorías, que son las audiencias provinciales las 
competentes para conocer los recursos de esta juris- 
dicción. 

Por todo ello, yo creo -y saliendo al paso de todas 
las argumentaciones de sus señorías- que este proyec- 
to de ley no sólo es urgente y necesario, como decía an- 
tes, sino que también nos va a aclarar mucho sobre la 
reforma que tiene que tener la ley básica del menor, 
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que aquí queda configurado, además cumpliendo con 
toda nuestra normativa: la constitucional, la Ley orgá- 
nica del Poder Judicial y en su día el Código Penal, 
cuando recojamos las modificaciones últimas, en con- 
comitancia con nuestro ordenamiento civil. 

Dicho esto, me voy a detener, aunque después va a 
ser objeto de enmiendas, en las virtualidades de este 
proceso no penal -vuelvo a decirles- que contiene el 
proyecto de ley que hoy debatimos en esta Cámara. En 
primer lugar, el menor detenido va a gozar de todas 
las garantías básicas constitucionales: de la presunción 
de inocencia, como no podía ser menor; de un juez im- 
parcial; de una tutela judicial; de asistencia de letra- 
do; del derecho a ser informado de los cargos que se 
le imputan; del derecho a no reconocerse autor de los 
hechos; de un derecho, en definitiva, a la tutela que 
existe en cualquier juicio de mayores, pero no porque 
entendamos que todo el peso de la justicia debe caer 
sobre el menor, sino porque el ciudadano en cualquier 
tipo de proceso tiene que gozar de esas garantías mí- 
nimas, máxime en este supuesto de los menores de 
edad. 

En segundo lugar, es la primera vez que se recoge 
una edad mínima para los supuestos de desjudiciali- 
zación. Sus señorías saben que en la Ley de 1948, la que 
hoy estamos reformando, se hablaba de hasta los 16 
años, pero no se fijaba la edad mínima. A partir de aho- 
ra tenemos una edad mínima de 12, y una edad máxi- 
ma de 16. Después trataremos este asunto, cuando sus 
señorías hablen de la mayoría de edad en las enmien- 
das y del futuro Código Penal. 

En tercer lugar, se refuerza la figura del Ministerio 
Fiscal, pero en el sentido contrario al que sus señorías 
señalan. El Ministerio Fiscal es una garantía de los de- 
rechos del menor, de que se produzca la imparcialidad 
del juez y la preservación de la contaminación. Además, 
es garantía de que cualquier expediente que se inicie 
a instancias y que se impulse por el Ministerio Fiscal 
pueda terminar en cualquier otra situación y no en un 
fallo, ya que se puede llegar a la conciliación y a la apli- 
cación de medidas que le permitan quedarse en la fa- 
se de prevención y no en la aplicación de medidas por 
conducta infractora. 

En cuarto lugar, este proceso permite que el aboga- 
do defensor del menor pueda intervenir desde el pri- 
mer momento, pero también en el moriiento necesario, 
como son las fases esenciales del procedimiento. 

En quinto lugar, yo señalaría -sus señorías lo han 
hecho muy de pasada- una especialidad del proceso 
del menor, como es el papel del equipo técnico. Este 
equipo va a estar formado por psicólogos y educado- 
res de todo tipo, que pondrán sobre el papel y sobre 
el expediente el análisis de la realidad del menor: dón- 
de se han educado y desarrollado y cuáles son las cir- 
cunstancias o condiciones determinantes de esa 
conducta infractora. Por último, se prevén medidas pri- 
vativas de libertad y se fija una duración cautelar, que 
no existía hasta ahora. 

Con todo ello, señorías, hemos visto la virtualidad de 

, 

este proceso, que está inspirado en los principios - 
así lo entiende mi Grupo Parlamentario- que debe te- 
ner todo tipo de procedimiento que quiera ser garante 
de los derechos del menor: el principio de oportunidad, 
por el que tanto el juez como el fiscal pueden termi- 
nar en cualquier momento el expediente sin llegar al 
fallo; el principio de suspensión de fallo, fórmula que 
aparece en la legislación inglesa; el principio, como no 
podía ser menos, de intervención mínima, y el princi- 
pio de no publicidad en atención al interés del menor, 
para que no figure un procedimiento, en supuestos de- 
terminados, que sabemos que constitucionalmente tie- 
ne que ser público, porque la materia que se trate, o 
las circunstancias que lo acompañen, así lo aconsejen. 

Voy a concluir diciendo al Senador Dorrego que pue- 
de retirar su veto, porque en el año y medio largo de 
legislatura que nos queda vamos a poder debatir esta 
Ley del Menor, junto con la reforma del Código Penal 
que va a entrar en esta Cámara, ya que nos lo ha facili- 
tado tanto esta ley como el resto del ordenamiento ju- 
rídico que le indicaba. 

Al Senador Mesa Noda le preguntaría por qué tiene 
más garantía para él una tutela administrativa que una 
tutela judicial, y por qué no quiere entrar en el análi- 
sis de que ante una conducta infractora, del tipo que 
usted quiera calificarla, siempre es más positiva una 
respuesta -en el tipo de respuesta nos podemos po- 
ner de acuerdo o no- que no decir sólo que son vícti- 
mas de la sociedad, y como consecuencia de ese 
victimismo, los convertimos en protagonistas de una 
situación que no va a tener arreglo, porque no está es- 
tablecido ningún mecanismo de reparación con respec- 
to a las víctimas. 

El Senador García Contreras habla de niños de pro- 
tección y de niños de reforma. Caben ambas cosas: la 
protección es un ámbito determinado y la reforma otro. 
Por qué no aunar todos los problemas, los preventivos 
fundamentalmente, pero también los de protección y 
los de reforma. 

Por todo ello, señorías, nos oponemos a los tres ve- 
tos y les invito a todos ustedes a que el debate de este 
proyecto de ley nos sirva, en la medida de lo posible, 
para sentar las bases, los presupuestos y los pronun- 
ciamientos para la futura ley básica del menor, que to- 
dos deseamos y queremos. 

Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Gra- 

Se abre el turno de portavoces. 
Tiene la palabra el portavoz del Grupo Mixto, Sena- 

cias, señora Senadora. 

dor García Contreras. 

El señor GARCIA CONTRERAS: Señor Presidente, se- 
ñorías, es posible que al aglutinar la respuesta a los 
tres vetos en un mismo turno se me escapen algunos 
elementos de las argumentaciones dadas por la porta- 
voz del Grupo Socialista en la tribuna en relación con 
el contenido de cada uno de ellos. Yo puedo responder 
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con toda claridad del que he defendido, pero entrar en 
el terreno de otros vetos me cuesta trabajo. De todas 
formas, creo que existe una filosofía generalizada en 
los tres vetos, que se puede explicitar con toda clari- 
dad en el sentido de estar en contra de y a favor de: 
estar en contra del proyecto de ley, porque no respeta 
desde nuestro punto de vista el principio de inimputa- 
bilidad del niño y abre un proceso, etcétera, y estar a 
favor de una ley básica de protección del menor que 
recoja todos los aspectos fundamentales de los trata- 
dos internacionales. Creo que en cierta medida son los 
dos principales aspectos que se han recogido en los tres 
vetos, quizá con más claridad -y lo digo sin ningún 
pudor- en el que ha defendido el Senador Mesa y en 
el defendido por mí. Alberto Dorrego va en otra direc- 
ción, pero también recoge aspectos esenciales de los 
que yo he explicitado en estas dos consideraciones. 

En consecuencia, Senadora, es difícil contestar en el 
corto espacio de tiempo de un turno de portavoces a 
todas las cuestiones que usted ha tratado de justificar 
desde su punto de vista que, como es lógico, es res- 
pet able. 

En primer lugar, quiero decirle que nosotros esta- 
mos de acuerdo con el sentido de la sentencia del Tri- 
bunal Constitucional, no podía ser de otra manera. Pero 
digo que estamos de acuerdo implícitamente porque, 
de alguna manera, viene a poner de manifiesto la ne- 
cesidad de acabar con la situación creada por la Ley 
del año 1948. No sé si sus señorías han visto reciente- 
mente una película que trataba de los derechos del me- 
nor. Por emplear un calificativo, diré que atormentaba 
verla. Se trata de una menor a la que un día se le ocu- 
rre coger un coche y sufre un accidente. Las vejacio- 
nes, ultrajes y dificultades traumáticas por las que pasa 
esa menor son apabullantes. N o  quiero hacer demago- 
gia diciendo que traslademos esta situación a los me- 
nores en nuestro país. No es eso lo que pretendo, 
porque ésa no es la situación que está implícita en el 
contexto de la defensa de nuestro veto, sino que es sim- 
plemente un accidente al que hacía alusión. Lo que sí 
queremos decir es que, en los barrios periféricos de las 
grandes ciudades, la marginación, puede llevar a con- 
ductas que molesten a la sociedad y que ésta, en vez 
de tratarlas adecuadamente, de forma preventiva, va 
a un tratamiento de penalización, aunque a la Senado- 
ra no le guste el término. 

Estamos de acuerdo en que tiene que haber un gran 
consenso sobre esto con las comunidades autónomas 
y, por supuesto, con los dos Ministerios, pero no me 
ponga la excusa de que los dos Ministerios tienen que 
ponerse de acuerdo. Pues que se pongan de acuerdo. 
¿Qué culpa tiene el menor de que los Ministerios no 
se pongan de acuerdo? Que lo hagan y que traigan la 
ley entre los dos: entre el Ministerio de Asuntos Socia- 
les y el Ministerio de Justicia. 

Hay un elemento sobre el que su señoría ha hecho 
hincapié de forma reiterada. Usted dice que no es un 
proceso penal, y lo repite. Pero ahí hay una paraferna- 
lia: hay un juez, un fiscal, un abogado defensor e in- 

cluso puede haber hasta testigos, que pueden ser sus 
padres o las personas dañadas; se dicta una condena, 
una sentencia -llámelo como usted quiera- y se cas- 
tiga una conducta punible que puede ser amonestación 
o internamiento por tiempo de uno a tres fines de se- 
mana, libertad vigilada, acogimiento por otra persona 
o núcleo familiar, privación del derecho a conducir ci- 
clomotores o vehículos de motor, prestación de servi- 
cios en beneficio de la comunidad, tratamiento 
ambulatorio o ingreso en un centro de carácter tera- 
péutico, ingreso en un centro en régimen abierto, se- 
miabierto o cerrado. Dígame usted, señoría, si con la 
imposición de esos castigos a las conductas juzgadas 
no se ha hecho, de alguna manera, un juicio. Ha habi- 
do un defensor, ha habido un fiscal y ha habido un juez. 
Llámelo como quiera, pero la realidad evidente, lo que 
se configura alrededor de todo eso, es que hay un jui- 
cio. Reitera su señoría que hemos cuidado mucho la 
ley para que esto sea interno, para que se celebre a 
puerta cerrada, que no sea público, que la prensa no 
tenga acceso. Senadora, hay dos razones para demos- 
trarle que eso no es un argumento válido. La primera 
de ellas es que en un barrio, en un pueblo pequeño, por 
regla general, todo el mundo se conoce, y una circuns- 
tancia como ésta no puede pasar desapercibida. Pero 
ésta no es la razón fundamental, señoría. La razón fun- 
damental no es la información externa, sino la infor- 
mación que el niño interioriza, el daño que se pueda 
producir a ese menor, el peligro de traumarle psíqui- 
ca y físicamente, incluso marcándolo para toda la vi- 
da al hacer que se sienta culpable de una situación y 
creerse que es un delincuente en potencia. Ese es el ma- 
yor problema que hay en esa clase de juicios. 

Todo el trámite es una copia del reciente procedi- 
miento urgente de aplicación de la justicia, y esto lle- 
vado al menor nos parece que es demasiado. 

En definitiva -y termino, señorías porque se me ha 
acabado el tiempo-, en Izquierda Unida creemos que, 
en el tratamiento del menor, hay que actuar por otros 
caminos y empezar por otras cuestiones. Usted ha su- 
bido a la tribuna y ha defendido muy bien su proyecto 
desde su perspectiva, como es lógico, pero ha obviado 
en todo momento un elemento fundamental: cau- 
salefecto. En mi veto señalaba con toda claridad ese 
problema al que su señoría no ha hecho alusión en nin- 
gún momento. Parece que usted quiere olvidarse o al 
menos obviar la situación por la que pasan esos 400.000 
niños de nuestro país que están marginados, con insu- 
ficiencia de educación, de formación, de servicios so- 
ciales, de afectos familiares, de protección. Esa es la 
inseguridad que sufren cientos de familias en este país 
y no la inseguridad que se pretende corregir aquí tras- 
ladando la acción punitiva de un menor, en un momen- 
to determinado, a la sociedad y hacia sus costumbres 
y sus formas de vivir. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 
gracias, Senador. 
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¿Otros grupos parlamentarios que deseen utilizar el 

En nombre del Grupo de Convergencia i Unió, tiene 
turno de portavoces sobre los vetos? 

la palabra la Senadora Alemany. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, aprovecharé este turno de veto para ma- 
nifestar mi posición ante la ley. 

En primer lugar, quisiera agradecer las cariñosas pa- 
labras de don Joaquín Ruiz Mendoza y decirle que es- 
tán debidamente correspondidas por parte de esta 
Senadora. 

Señorías, el Grupo Parlamentario Catalán en el Se- 
nado de Convergencia i Unió tuvo serias dudas acerca 
de la posible presentación de una enmienda a la totali- 
dad puesto que el proyecto de ley orgánica sobre re- 
forma urgente de la Ley de Tribunales Tutelares de 
Menores presentado, introduce un criterio totalmente 
judicializado y equiparable a un proceso ordinario an- 
te el hecho de la comisión de un delito o falta por par- 
te de un menor. 

En cuanto a la forma, consideramos que, ante la fe- 
cha de entrada en vigor de la Ley de Tribunales Tute- 
lares de Menores de 1948, teniendo en cuenta su origen 
eminentemente administrativo, el tratamiento conjunto 
de protección y reforma, y la mezcla de normas pena- 
les y civiles y de procedimiento en un mismo texto, he- 
mos de lamentar que no se haya elaborado hasta el 
momento una ley general de reforma en lugar de una 
ley parcial. 

La terminología jurídica empleada nos parece con- 
fusa y equívoca. Se sustituye «diligencia. por «vista 
oral» o «sentencia» por conceptos como «expediente», 
«audiencia» o «acuerdo». En cuanto al fondo, al fijar 
la mayoría de edad penal en los dieciséis años en lu- 
gar de en los dieciocho -sabemos que es una cuestión 
de Código Penal- se obvia la postura doctrinal y legal 
recogida y reconocida en la inmensa mayoría de los paí- 
ses de nuestra área cultural y, al mismo tiempo, se si- 
gue manteniendo la ilógica disociación entre mayoría 
de edad civil y mayoría de edad penal. 

Nosotros, señorías, hubiésemos pi iferido una nue- 
va ley que enmarcase la justicia de menores en un ám- 
bito jurídico e institucional de atención a la juventud; 
una auténtica jurisdicción de protección de menores 
que no adoleciese de los males de la urgencia y, como 
decíamos antes, de la visión parcial del proyecto. Sin 
embargo, la sentencia de 14 de febrero de 1991 del Tri- 
bunal Constitucional nos hizo abandonar el propósito 
de formular una enmienda a la totalidad; de ahí que 
optáramos por la presentación de enmiendas que pu- 
dieran, en su caso, mejorar el proyecto presentado. 

Como sabemos, y como muy bien ha dicho la Sena- 
dora Ruiz-Tagle, dicha sentencia declaró la inconstitu- 
cionalidad del artículo 15 de la Ley de Tribunales 
Tutelares de Menores en cuanto regulaba el procedi- 
miento aplicable en ejercicio de la facultad de correc- 
ción o reforma. 

En la sentencia del Tribunal Constitucional se razo- 
na que el artículo quince de la ley es inconstitucional 
porque establece un procedimiento correccional don- 
de el juez investiga y falla sin estar obligado a la ob- 
servancia de las garantías legales recogidas en el 
artículo 24.1 de la Constitución, según el cual todas las 
personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de 
los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos 
e intereses legítimos sin que, en ningún caso, pueda 
producirse indefensión. 

Esto mismo se recoge también en el artículo 14.4 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, he- 
cho en Nueva York el 19 de diciembre de 1966 y ratifi- 
cado el 27 de abril de 1977; en el artículo seis del 
Convenio Europeo para la protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales, hecho en 
Roma el 4 de noviembre de 1950 y ratificado el 26 de 
septiembre de 1979 y, por último, en el artículo 40.2 
de la Convención sobre los Derechos del Niño, adopta- 
da por las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, 
e incorporada a nuestro ordenamiento el 31 de diciem- 
bre de 1990. 

En definitiva, el Tribunal Constitucional imponía una 
modificación a la legislación vigente; pretendía, preci- 
samente, que para garantía de los derechos del menor, 
como persona y como ciudadano, se estableciese un 
procedimiento más acotado que el que la ley vigente 
establecía, y daba una amplia facultad discrecional al 
Tribunal de Menores para actuar. 

El proyecto de ley tiene una serie de carencias que 
confiamos que podrán ir siendo subsanadas a lo largo 
del debate. 

Las enmiendas presentadas por el Grupo Parlamen- 
tario Catalán se basan en tres principios: el de intro- 
ducir la posibilidad de reparación extrajudicial, el de 
acotar al máximo la duración del proceso instructor, 
y el de ampliar las competencias de los jueces especia- 
lizados en menores. 

Consideramos que todo lo referente a menores ha de 
tener un carácter prioritariamente preventivo, educa- 
tivo y formativo. Este es el sentido que vamos a dar a 
nuestras enmiendas, sin olvidar la necesaria defensa 
de los derechos de los menores. 

Tal como dicta el artículo cuarto de la Convención 
de los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas y ratificada por estas 
Cortes, hay que establecer los mecanismos necesarios 
para ofrecer al menor orientación y supervisión, ase- 
soramiento, programas de enseñanza y de formación 
profesional; además, señorías, se ha de ofrecer a estos 
menores la posibilidad de disfrutar de una libertad vi- 
gilada, que nosotros preferimos denominar asistencia 
educativa en medio abierto, y la posibilidad de colo- 
carse en hogares de guarda; en definitiva, hay que ofre- 
cerles alternativas al internamiento en instituciones. 

Por otra parte, si queremos darle un carácter edu- 
cativo y preventivo a esta reforma es necesario que, 
puesto que no podemos evitar que la judicialización du- 
re el mínimo tiempo posible, se tengan en cuenta las 
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características psicológicas del menor para ajustar el 
período de duración del proceso al período asumible 
en su memoria, y que las medidas adoptadas puedan 
ser relacionadas por él mismo con los hechos aconte- 
cidos, sin perderse en las limitaciones de los procesos 
judiciales ordinarios. 

En este proyecto de ley se ha dado excesivo protago- 
nismo al fiscal instructor no especializado en menores, 
en detrimento de la figura del juez especializado. Esto 
no sólo comporta una invasión de competencias, sino 
que es también una falta de consideración a la profe- 
sionalidad del juez de menores, y, además, provoca la 
sobrecarga y el alargamiento de todos los procesos. Es- 
to trae como consecuencia, y ya se han dado algunos 
casos en España, el abandono profesional por parte de 
los jueces de menores por falta de incentivos en el ejer- 
cicio de sus funciones. 

Queda por tratar el tema de la mayoría de edad pe- 
nal. Cabe recordar que en todos los países comunita- 
rios la edad penal es a los 18 años y no a los 16. En todo 
caso, podemos remitir esta discusión a la reforma del 
Código Penal. 

Espero que esta nueva ley que nos ha anunciado la 
Senadora Ana María Ruiz-Tagle llegue pronto. Cree- 
mos, al igual que los Senadores que han presentado los 
vetos, señores Dorrego, Mesa y García Contreras, que 
es necesaria una verdadera reforma de la ley y de la 
legislación de menores: que es necesario actualizarla 
para que pueda incorporar las previsiones constitucio- 
nales y las recomendaciones de la Convención Mundial 
de los Derechos del Niño. 

He querido fijar nuestra posición ante la ley en es- 
pera de poder presentar las enmiendas. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 

Tiene la palabra la Senadora Vindel López, en nom- 
cias, señora Senadora. 

bre del Grupo Parlamentario Popular. 

La señora VINDEL LOPEZ: Señor Presidente, Seño- 
rías, cuando en febrero de 1991 el Tribunal Constitu- 
cional declaró inconstitucional el procedimiento a 
aplicar en los casos de enjuiciamiento de conductas pe- 
nalmente responsables de los menores de 16 años, se 
creó, como así lo reconoce el propio Tribunal Consti- 
tucional, una situación normativa oscura e incluso un 
vacío normativo. El Tribunal recordó, al propio tiem- 
po, la imperiosa necesidad que tenía el legislativo de 
que se procediera a reformar la legislación tutelar de 
menores. 

La Senadora Ruiz-lag;: nos acaba de remarcar que 
el proyecto que en este momento vamos a empezar a 
debatir es urgente. Pues bien señorías, tuvo que pasar 
más de medio año desde la publicidad de esa senten- 
cia del Tribunal Constitucional para que el Gobierno 
enviara a las cámaras un proyecto de ley, eso sí, califi- 
cado de urgente en su título, sobre reforma de los Tri- 
bunales Tutelares de Menores. 

Como hemos dejado constancia de la lentitud de re- 
flejos del Gobierno, el Grupo Popular debe congratu- 
larse de que, gracias al trámite de segunda lectura del 
Senado, el proyecto de ley que el Gobierno nos envió 
con un título cargado de reminiscencias de 1948, pue- 
da ser devuelto a la Cámara Baja con un título mucho 
más acorde con la Constitución, cual es el de proyecto 
de ley orgánica sobre reforma de la ley reguladora de 
la competencia y del procedimiento de los juzgados de 
menores. 

Señorías, pocos motivos más de satisfacción y de ale- 
gría tenemos con este proyecto porque desde nuestro 
punto de vista adolece de importantes deficiencias tan- 
to técnicas como de contenido y de fondo. 20 es que 
cabe calificar de otra forma a un proyecto que cons- 
tando tan sólo de dos artículos, cuatro disposiciones 
adicionales, una transitoria y dos finales, se hayan pre- 
sentado, nada más y nada menos, tres propuestas de 
veto y más de 140 enmiendas sólo en el trámite del 
Senado? 

Hay importantes deficiencias técnicas y carencias de 
contenido que no sólo han encontrado los grupos par- 
lamentarios, sino también el Consejo General del Po- 
der Judicial, órgano que acordó la celebración de un 
Pleno monográfico para el estudio de este proyecto y 
que ofreció, nada más y nada menos, un procedimien- 
to alternativo al descrito en el proyecto, cuál es desde 
que la denuncia llega al juzgado, hasta que se resuelve 
mediante sentencia. 

Hasta febrero de 1991, los menores que tenían que 
pasar por un procedimiento judicial se encontraban 
con un juez que iniciaba el procedimiento, con un juez 
que investigaba, con un juez que decidía sobre la vida 
futura del menor y que llegaba a velar tanto por los 
intereses de este menor, que podía suspender o no su 
decisión sin basarse en criterio alguno; y, señorías, lo 
que es aún peor, sin fundamentarlo. 

A partir de ahora, y si el texto no sufre modificación 
alguna, el menor se va a encontrar con un panorama 
completamente distinto; se va a encontrar con un juez 
que ni inicia ni dirige el proceso, con un Ministerio Fis- 
cal que, en principio, le protege -no sabemos muy bien 
de qué-, que posteriormente va a calificar su conduc- 
ta, y que incluso puede llegar a solicitar una medida 
que suponga una restricción a su libertad, por no ha- 
blar, desde luego, de la nula asistencia de abogado des- 
de el primer momento hasta el momento en que es 
ingresado en un centro con carácter preventivo, como 
consta en el proyecto. 

Señorías, conviene recordar que el procedimiento de 
1948 fue declarado nulo por el Tribunal Constitucio- 
nal por ser incompatible con las garantías del artículo 
24 de la Constitución, que establece el derecho de las 
personas a obtener la tutela efectiva de los jueces y tri- 
bunales sin que en momento alguno pueda producirse 
indefensión. 

La nulidad afecta, pues, al procedimiento a seguir 
en el ejercicio de la función reformadora, no a la fun- 
ción protectora de la jurisdicción de menores. Y, en es- 
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te punto, señorías, es importante resaltar la confusión 
que el Grupo Socialista tiene respecto de este proyec- 
to toda vez que mientras se nos dice (cito textualmen- 
te) que no es necesario ajustarse al léxico de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, y que no estamos ante un ver- 
dadero proceso penal, por otro lado también se afir- 
ma que estamos enjuiciando la responsabilidad del 
menor por la comisión de unos actos que están tipifi- 
cados como delitos o faltas, para concluir que no esta- 
mos ante un verdadero proceso penal aunque se inspire 
en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y además la de- 
clare supletoria en unión del Código Penal. Natural- 
mente, esta confusión nos la ha venido a aclarar ya del 
todo la Senadora Ruiz-Tagle cuando ha dicho que, efec- 
tivamente, es un proceso no penal pero que contiene 
las garantías del proceso penal y que, además, es un 
sistema mixto porque es medio administrativo y me- 
dio judicial. 

Sin embargo, conviene recordar que, aunque los pac- 
tos internacionales ratificados por España no excluyen 
la posibilidad de un procedimiento no judicial pura- 
mente corrector, distinto no sólo en las medidas y en 
los detalles sino en su concepción general del proceso, 
nuestro sistema aún no se ha acomodado a esta reco- 
mendación. Además, el procedimiento, tanto el decla- 
rado nulo por el Tribunal Constitucional como el que 
hoy se va a aprobar, se origina, querámoslo o no, en 
una acción y en una omisión penal, o si lo prefieren, 
en unos hechos tipificados cuya autoría se atribuye a 
un menor; es decir, a un procedimiento aplicable a los 
menores a efectos penales. 

Si con esta ley volvemos a estar entonces ante un pro- 
ceso, yo me pregunto: ¿Por qué no se le dan las mis- 
mas formas y el mismo desarrollo que el que ya existe 
para los adultos, con las necesarias especialidades - 
por obvias- en razón de la participación como sujeto 
activo del mismo? ¿Por qué no se aplica a los menores 
incursos en enjuiciamientos penales el procedimiento 
descrito en nuestro ordenamiento en la Ley Orgánica 
711988? Y, sobre todo, ¿por qué se le asignan al Minis- 
terio Fiscal unas funciones y unas facultades que no 
son las que le otorga la Constitución ni las leyes vi- 
gentes ? 

En la exposición de motivos se nos dice que es nece- 
saria la regulación de un proceso ante los juzgados de 
menores que contenga todas las garantías derivadas del 
ordenamiento constitucional. Señorías, desde el Gru- 
po Popular tenemos serias dudas de que se contengan 
todas esas garantías. En cambio, de lo que estamos ple- 
namente convencidos es de que las que contiene este 
proyecto son distintas a las que se vienen aplicando en 
la otra -entre comillas- Administración de Justicia; 
me refiero, naturalmente, a la justicia que se adminis- 
tra a los adultos. 

Señor Presidente, concluyo ya. 
Como muy bien ha recordado el Senador Dorrego, 

hace casi un año y medio, con ocasión de la defensa en 
nombre de mi Grupo de una moción en la que solicita- 
ba al Gobierno un proyecto de ley que diera respuesta 

urgente a los problemas planteados a la Administra- 
ción de Justicia por la sentencia del Tribunal Consti- 
tucional referida a los menores, les expresaba mi 
convicción de que la condición de menor puede signi- 
ficar un más de tutela jurídica, un más de garantías, 
pero nunca un menos. Pues bien, ésta y otras reflexio- 
nes, señor Presidente, son las que nos han llevado a 
mantener las veinticinco enmiendas que el Grupo Po- 
pular ha presentado al proyecto, y que posteriormen- 
te defenderemos, salvo -claro está- que se dé el muy 
poco probable caso de que, por sorpresa, a la hora de 
votar, prospere alguno de los distintos vetos que se han 
presentado. 

Muchas gracias, señor Presidente, señorías. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 

Por el Grupo Socialista tiene la palabra la Senadora 
cias, señora Senadora. 

Ruiz-Tagle. 

La señora RUIZ-TAGLE MORALES: Gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, voy a tratar de ceñirme a lo que significa 
de verdad un turno de portavoces a los vetos, porque 
he observado que otros portavoces -y lo respeto- casi 
han hecho presentaciones de los vetos que se queda- 
ron en el tintero, lo que ha venido a introducir, en rea- 
lidad, un elemento de confusión en este debate. 

Vaya por delante que lo respeto aunque, como digo, 
yo voy a intentar ceñirme a mi turno de portavoces pa- 
ra manifestar de nuevo la posición del Grupo Socialis- 
ta en lo que a los vetos se refiere. 

El Senador García Contreras ha vuelto a abrir el de- 
bate en su contestación. Aunque no le veo en la sala, 
voy a decirle dos cosas puesto que quedará reflejado 
en el «Diario de Sesiones». 

El Senador García Contreras, cuando hablaba de la 
sentencia que anulaba toda la Ley de 1948 por caduca, 
hacía referencia a la secuencia de una película. En pri- 
mer lugar, todo eso se refería a la justicia americana. 
En segundo lugar, se trata de la secuencia de una pelí- 
cula a la que, como siempre, le falta la excepción de 
la normalidad. Estamos habituados a que ocurra eso, 
no sólo en temas relacionados con el menor, sino en 
cualquier otro tema que se trate. 

Quiero insistir de nuevo en que esto es un proceso 
penal, y voy a poner una nota que creo es diferencia- 
dora fundamentalmente en lo que se refiere a esta ca- 
lificación de proceso penal o no. 

Si hay responsabilidad criminal, para mí hay proce- 
so penal; si no hay responsabilidad criminal, no hay 
proceso penal. En este sentido, me remito a la Ley Or- 
gánica del Poder Judicial. Se trata de una jurisdicción 
especializada que tiene unas reglas y unas normas, pero 
no hay proceso penal. 

El Senador me decía -y éste es el último punto de 
su intervención al que me voy a referir- que yo no ha- 
bía entrado en el análisis de causa-efecto. Señalaba que 
rxistían en nuestro país 400.000 niños maltratados, des- 
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protegidos, etcétera. Pero, señorías, es que estamos ha- 
blando de una ley de reforma. Esos 400.000 niños no 
son niños de conducta infractora, son niños que requie- 
ren protección y medidas preventivas, cuestiones so- 
bre las que yo me he pronunciado hoy aquí. Estamos 
hablando de un proceso de reforma. Esos 400.000 ni- 
ños -menos mal-, no están dentro de este capítulo, 
así es que creo que es precisamente usted quien vulne- 
ra el principio de causa-efecto. No tratemos aquí de 
esos 400.000 niños que están dentro de una problemá- 
tica que no estamos analizando hoy. 

Senadora portavoz de Convergencia i Unió, mi que- 
rida Senadora Joaquima, usted sabe tan bien como yo, 
porque lo hemos discutido en Comisión, que estamos 
ante un sistema mixto con una serie de medidas admi- 
nistrativas o extrajudiciales y judiciales, como quera- 
mos llamarles. Hemos transado muchas enmiendas de 
Convergencia i Unió en el sentido de aceptar una serie 
de medidas de carácter preventivo asistencial, por ello 
me extraña que usted me diga que estamos ante un pro- 
ceso penal, cuando no tenemos en cuenta estas medi- 
das preventivas, asistenciales o extrajudiciales. Creo 
que en la filosofía de nuestro procedimiento están más 
que justificadas todas aquellas medidas que entran 
dentro del campo preventivo o asistencial y todas aque- 
llas medidas que entran ya en el campo de la juris- 
dicción. 

Usted ha tocado después el tema de la mayoría de 
edad, penal o no. Usted dice que en todos los países del 
marco europeo la mayoría de edad penal son los 18 
años, pero olvida algo importante. En primer lugar, que 
eso no es así, porque lo que usted no ha dicho desde 
esta tribuna es que hay un tramo de edad en todos los 
países del marco europeo (15 años en Alemania, 14 Ó 
16 años en otros países) donde sí hay responsabilidad 
criminal que tiene en esos casos una jurisdicción es- 
pecializada. 

En lo que se refiere a la mayoría de edad, yo prefie- 
ro la de nuestro país, pero, en cualquier caso, la cues- 
tión de la mayoría de edad penal no la voy a tocar aquí 
porque eso es algo que está ya enmendado en el artí- 
culo primero. Ahí sí me voy a extender y explicaré cuál 
es nuestra doctrina respecto de este tema. En cualquier 
caso, vaya por delante nuestra opinióp sobre la mayo- 
ría de edad. 

Por último, la Senadora Vindel, se ha referido a que 
si el proyecto era urgente, cómo ahora, transcurrido 
un año y pico, desde que se dictó la sentencia estamos 
tratando todavía este proyecto de ley. 

YO pienso que lentitud no quiere decir ni irrespon- 
sabilidad ni que no hayamos tenido interés en la cues- 
tión. Y o  diría al revés, precisamente por una de las 
razones que daba al principio de mi intervención cuan- 
do me oponía a los vetos, es decir por la dificultad pa- 
ra elaborar un procedimiento judicial teniendo en 
cuenta la problemática del menor, teniendo en cuenta 
la realidad de la que partíamos en España y teniendo 
en cuenta toda esa máquina que había de juzgados de 
menores. ¿Por qué no transforma usted esta lentitud 

en reflexión responsable y profunda de esta cuestión? 
Usted me dice que es una ley que no sólo no resuel- 

ve nada sino que ha sido contestada incluso por el Con- 
sejo General del Poder Judicial. No es así, Senadora 
Vindel. Usted tiene el informe del Consejo igual que yo, 
y su señoría sabe que este informe dice que es una re- 
forma necesaria, que hay que modificar el artículo 
quince, y cuando se va pronunciando regla por regla, 
salva a la gran mayoría de ellas y, además, se refiere 
a que están dentro de los principios importantes que 
tiene que reunir este sistema judicial. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Un mo- 

Silencio, por favor. 
Puede continuar su señoría. 

mento, Senadora Ruiz-Tagle. 

La señora RUIZ-TAGLE MORALES: Sobre el Minis- 
terio Fiscal no voy a entrar porque haríamos intermi- 
nable este turno de portavoces. Además cuando 
debatamos el artículo segundo que es el que regula to- 
do el procedimiento, tendremos ocasión de entrar en 
todas y cada una de las reglas. Pero esto no quiere de- 
cir que no quiera hablar de la cuestión. 

Por último, quiero decirle que este proceso que us- 
tedes vuelven a calificar de penal, voy a ser muy reite- 
rativa hoy, pero no es penal, está inspirado en los 
principios contenidos en la Convención del Niño y me 
remito a los artículos 37 y 40 de la Convención de los 
Derechos del Niño que ha sido ratificada por España. 
Todos los principios y todas las reglas contenidas en 
esos artículos están reflejados, a su vez, en este proce- 
dimiento que se regula. 

Nada más, señor Presidente, gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 
cias, señora Senadora. 

Concluido el debate de los vetos, deben someterse a 
votación. (El señor Dorrego González pide la palabra.) 

Senador Dorrego, su señoría sabe que existen 138 en- 
miendas al proyecto de ley, pero si es para retirar el 
veto tiene la palabra. 

El señor DORREGO GONZALEZ: Sí, señor Pre- 
sidente. 

Es para decir que vamos a darle un voto de confian- 
za al Partido Socialista en relación con la promesa de 
presentar un proyecto de ley en esta legislatura y, en 
consecuencia, retiramos el veto. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 
gracias, Senador Dorrego. 

Queda, pues, retirado el primero de los vetos y pa- 
samos a la votación. 

Votamos, en primer lugar el veto número 2 presen- 
tado por el Senador Mesa Noda. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 169; a favor, dos; en contra, 103; absten- 
ciones, 64. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Por tan- 
to, no ha prosperado este veto y queda rechazado. 

A continuación vamos a votar el veto número 3 que 
corresponde al voto particular número 6 del Grupo 
Mixto. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 169; a favor, dos; en contra, 104; absten- 
ciones, 63. 

~ n i ~ ~ l ~  
primero rechazado. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 

Ha sido retirado el veto número 1 del Senador Do- 
rrego, por tanto, podemos pasar al debate de las en- 
miendas al articulado. 

Las votaciones serán agrupadas al final del debate 
del proyecto de ley. 

En primer lugar, se ha presentado al artículo prime- 
ro y dentro del voto particular número 7 del Senador 
Mesa Noda, la enmienda número 139. 

Para su defensa, y si el resto de los señores Senado- 
res guardan silencio, tiene la palabra el Senador Mesa 
Noda. 

El señor MESA NODA: Sí ,  señor Presidente, muchí- 
simas gracias. 

Quisiera decir, como ha quedado de manifiesto en la 
Cámara, que el veto que Asamblea Majorera presenta- 
ba tiene una filosofía totalmente distinta que la que sus- 
tenta el Grupo Socialista. Entonces, voy a dar por 
defendidas todas las enmiendas en sus justos términos. 

Nada más. Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 

El Grupo Mixto ha presentado al artículo primero 

Tiene la palabra, para su defensa, el Senador García 

gracias, señor Senador. 

tres enmiendas. 

Contreras. 

El señor GARCIA CONTRERAS: Señor Presidente, 
como anunciaba en el turno del veto para la defensa 
de la política general que enmarca nuestra concepción 
de lo que debiera ser una ley de protección del menor, 
damos por defendidas ésta y todas las demás en- 
miendas. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 
gracias. 

Convergencia i Unió en- el voto particular número 2 
mantiene a este primer artículo la enmienda número 
115. 

La Senadora Alemany tiene la palabra. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Con la enmienda número 1 15 quisiéramos suprimir 
el apartado segundo del artículo nueve que hace refe- 
rencia a que los jueces de menores tendrán competen- 
cia para conocer de las faltas cometidas por mayores 
de 18 años comprendidas en el artículo 584 del Código 
Penal. Pensamos que en el actual proyecto de ley, con 
la nueva redacción del artículo 9 de la Ley de Tribuna- 
les Tutelares de Menores, se ha suprimido el apartado 
tercero, según el cual la competencia de los Tribuna- 
les Tutelares de Menores se extendía a conocer de la 
protección jurídica de los menores de 16 años contra 
el indigno ejercicio del derecho a la guarda y educa- 
ción, en los casos consignados en el artículo 584 del Có- 
digo Penal, entre otros. 

Puesto que el proyecto suprime este precepto, cree- 
mos que no hay ninguna razón para mantener la com- 
petencia de los juzgados de menores para conocer de 
los juicios y faltas del mencionado artículo 584. No se 
cree conveniente que los jueces de menores conozcan 
de asuntos en que hay implicados mayores de edad pe- 
nal. Esto puede ir en contra del derecho al juez natu- 
ral que proclama la Constitución y en contra de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. Además, todo lo referen- 
te a lo que antes se llamaba la facultad protectora de 
los tribunales tutelares ha pasado ya a ser competen- 
cia de los juzgados de familia y de primera instancia, 
en virtud de la Ley 2111987, de 11 de noviembre, de Re- 
forma del Código Civil, en la que se regula la guarda 
y acogimiento de menores. 

Por otra parte, existen en el Código Penal cantidad 
de delitos relacionados con los menores, y no por ello 
la competencia se atribuye a los juzgados de menores. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 
cias, señora Senadora. 

El Grupo Popular tiene las enmiendas números 88 
y 89. Para su defensa, tiene la palabra la Senadora 
Vindel. 

La señora VINDEL LOPEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Efectivamente, el Grupo Popular ha presentado dos 
enmiendas, la 88 y la 89, al único artículo que estable- 
ce la competencia a favor de los juzgados de menores. 
En el Congreso de los Diputados, como creo que ya se 
ha comentado aquí, se acordó posponer al futuro de- 
bate del Código Penal la fijación de la edad penal, en 
vez de hacerlo en este proyecto, lo que, desde luego, 
a mi grupo y a la Senadora que les habla nos parece 
una decisión muy acertada. 

Salvada, pues, la cuestión de la edad penal, vamos 
a mantener nuestra enmienda número 88, señor Presi- 
dente, porque consideramos que su redacción se aco- 
moda perfectamente a la del todavía vigente Código 
Penal en cuanto a la definición de los delitos y las fal- 



- 6192 - 
SENADO 14 DE MAYO DE 1992.-NúM. 114 

tas en relación con la realización de acciones o con la 
omisión de las mismas. 

Como sus señorías saben y también ha sido comen- 
tado ya aquí, los juzgados de menores fueron creados 
por la Ley Orgánica del Poder Judicial y así llamados, 
señorías, para diferenciarlos, en primer término, de los 
juzgados de instrucción y, tras la aprobación de la Ley 
Orgánica 7/88, de los juzgados de lo penal, conformán- 
dose en ese momento una justicia especializada por ra- 
zón del sujeto sobre el que se administra, que no es 
otro, evidentemente, que el menor. 

Por ello, vamos a mantener nuestra enmienda núme- 
ro 89, de supresión al apartado que otorga también 
competencia a los jueces de menores para entrar a co- 
nocer de las faltas cometidas por mayores de edad pe- 
nal comprendidas en el artículo 584 del Código Penal, 
exceptuándose la de su número tres. Entendemos, se- 
ñorías, que tal párrafo merece la desaparición del tex- 
to porque, por un lado, su mantenimiento induce a 
confusión y, por otro, no llegamos a comprender muy 
bien qué sentido tiene que los jueces de menores en- 
juicien conductas cometidas por adultos que pueden 
dar lugar a sanción penal. 

El catálogo de faltas que se contemplan en el artícu- 
lo 584 abarca desde el incumplimiento de las obliga- 
ciones de guarda y asistencia, tanto por los padres de 
familia como por los tutores, a la utilización de meno- 
res para ejercer la mendicidad o el lucro de la comi- 
sión por parte del menor de una falta contra la 
propiedad. De no suprimirse ese apartado, señorías, se 
puede llegar a una doble situación, en ambos casos pin- 
toresca, como voy a explicar. Una es que a ese adulto 
se le aplica el procedimiento regulado en el artículo dos 
y, en consecuencia, al adulto se le habla en el juzgado 
de menores con un lenguaje claro y sencillo, le prote- 
ge consecuentemente e inicialmente el Ministerio Fis- 
cal para, posteriormente, acusarle, y además ese adulto 
deberá someterse a la tortura del interrogatorio del 
equipo técnico. Esa es una de las situaciones que se 
pueden dar. Se puede dar la otra, evidentemente: el 
juez, inspirado, naturalmente, por la extraordinaria ac- 
tividad del fiscal, aplica a ese adulto el procedimiento 
habitual en los enjuiciamientos penales ordinarios y 
que se vienen aplicando ya en la justicia penal, y, cla- 
ro está, señorías, entendemos que para llegar a esa con- 
clusión ya existe la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Por todo ello, insisto, para evitar situaciones pinto- 
rescas y confusiones innecesarias, solicitamos tanto la 
supresión de este apartado como el voto favorable pa- 
ra estas dos enmiendas que acabo de defender. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 

Para turno en contra, tiene la palabra la Senadora 
gracias, señora Senadora. 

Ruiz-Tagle. 

La señora RULZ-TAGLE MORALES: Gracias, señor 
Presidente, voy a intervenir brevemente. 

Tanto al grupo de enmiendas dadas por defendidas 
como las que, en su caso, han pasado a defender la Se- 
nadora Alemany y la Senadora Vindel yo las agrupa- 
ría en dos materias: por una parte, de nuevo la mayoría 
de edad penal y, por otra parte, la competencia de los 
juzgados de menores para conocer de los supuestos del 
artículo 584. 

En el tema de la mayoría de edad penal no ha entra- 
do la portavoz del Grupo de Convergencia i Unió. Yo 
había dejado mi contraargumentación para este deba- 
te, aunque no me importa expresarla muy brevemen- 
te. La Senadora Vindel lo ha dejado para el debate del 
Código Penal, y este era uno de mis argumentos. Yo 
pienso que teniendo un debate de Código Penal en es- 
ta legislatura, el tema de la mayoría de edad penal es 
algo que tenemos que remitir necesariamente y por co- 
herencia a ese debate. Pero es que, además, si sirve co- 
mo punto de reflexión, a mí no me importaría traer 
aquí a colación que si queremos que coincida la edad 
penal con la edad civil, señalaría también que en la 
edad civil tenemos un tramo, como aparece hoy en el 
Código Penal, de 16 a 18 años para el que hay una re- 
gulación especial, porque le recordaría que, por ejem- 
plo, un menor de 18 años, pero mayor de 16, según el 
Código Civil, sí puede otorgar testamento, hacer capi- 
tulaciones, a pesar de estar la mayoría de edad civil 
y la total capacidad jurídica de obrar en los 18 años. 
En igual medida vemos que en el Código Penal se da 
un tratamiento especial a este tramo de 16 a 18 años 
tanto en el artículo 9 como en el 65. 

Pero de nuevo digo que lo remito al debate del Códi- 
go Penal. 

Otro tema que yo había señalado que teníamos que 
tocar es la competencia o no de los juzgados de meno- 
res para conocer de las materias contenidas en el artí- 
culo 584. También pienso, señoría, que es un tema cuyo 
pronunciamiento se puede trasladar al debate del Có- 
digo Penal. Sus señorías dirán que por qué lo introdu- 
cimos en este proyecto de ley, lo que me obliga a 
rxplicar que en el proyecto de ley hicimos una prime- 
ra aproximación para modificar sólo lo que era el pro- 
redimiento y el artículo 15 de la antigua Ley de 
Menores. Sin embargo, entendíamos que era fundamen- 
tal, sobre todo, por esta Convención de los Derechos 
le1 Niño, limitar la edad del proceso judicial por de- 
>ajo de los 12 años. Vimos que en el artículo 9 de la 
intigua Ley de Menores había una serie de competen- 
:ias de las que estaba conociendo el juzgado de meno- 
-es, y lo hemos dejado en esta ley porque hemos 
:onsiderado que es mejor. Y yo utilizaría un argumen- 
.o del Informe del Consejo del Poder Judicial, que sus 
stañorías recordarán que cuando se pronuncia sobre es- 
.a cuestión dice que aunque no se oponen frontalmen- 
.e a ella porque no es de esta materia, sin embargo 
:stima que tal vez no se haya debido traer aquí, pero 
p e  es una cuestión menor. A pesar de este informe del 
Zonsejo General del Poder Judicial, nosotros decidimos 
ntroducirlo porque, teniendo en cuenta que este pro- 
:eso estaba inspirado por el que afectaba a los meno- 
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res y que tenemos una jurisdicción que es especializada 
en el tema de los menores, entendíamos que en los jui- 
cios en los que el sujeto reparador es el menor, la ju- 
risdicción de menores tenía más sensibilidad y estaba 
más especializada para conocer de estos asuntos. 

Y en cuanto a la preocupación de la Senadora Vin- 
del con respecto a que podemos entrar en una incon- 
gruencia al someter a un mayor al mismo juicio que 
a un menor, eso está resuelto en este proyecto de ley, 
Senadora, con el juicio de faltas en el artículo segun- 
do, número 2, cuando dice: «El procedimiento en la tra- 
mitación de los expedientes seguidos por los supuestos 
comprendidos en el número 2.O del artículo 9 de esta 
Ley será el de juicio de faltas.» Ya lo vimos y salimos 
al paso de esta consideración, así que por esa preocu- 
pación no hay problema. 

Con respecto a la otra, yo creo que es un tema en el 
que habrá que profundizar todavía más y llevarlo al de- 
bate del Código Penal. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 

Turno de portavoces. 
i Grupo Mixto? (Pausa.) Renuncia, gracias. 
2 Senadora Alemany ? (Pausa.) Renuncia, gracias. 
¿Senadora Vindel? (Pausa.) Tiene su señoría la pala- 

bra en nombre del Grupo Parlamentario Popular. 

cias, señora Senadora. 

La señora VINDEL LOPEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

No me voy a extender más allá de un minuto. Por cor- 
tesía parlamentaria quiero decirle a la Senadora Ruiz- 
Tagle que nosotros pretendemos la supresión del pá- 
rrafo segundo del artículo uno, aparte de por las razo- 
nes que ya expuse antes y que no voy a volver a repetir, 
porque, además, hubo una reunión de la Junta de Jue- 
ces de Menores a raíz de la publicación por parte del 
Tribunal Constitucional de esta sentencia. Estos jue- 
ces de menores se reunieron y articularon todo un pro- 
cedimiento; se dieron normas a sí mismos sobre qué 
determinados asuntos debían entrar a conocer y cuá- 
les no. El Consejo General del Poder Judicial respaldó 
plenamente los acuerdos a los que llegaron en esa 
reunión. 

Por tanto, no tiene ningún sentido que dicho párra- 
fo se siga manteniendo en el artículo primero. Vamos 
a esperar al debate del Código Penal: aunque éste hu- 
biera sido un buen momento para ir eliminando algu- 
nos obstáculos de lo que va a ser el gran debate del 
Código Penal. Podíamos haber eliminado directamen- 
te que los jueces de menores entren a conocer de estos 
supuestos de faltas cometidas por adultos, pero en re- 
lación con menores. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 
cias, señoría. 

El Grupo Socialista renuncia a intervenir. Pasamos, 
Jor tanto, al debate del artículo segundo. 

Vamos a hacer el debate en grupos. En primer lugar 
rreremos el grupo primero que comprende los núme- 
ros uno y dos. 

El Senador Dorrego, en su voto particular número 
:inco, mantiene una serie de enmiendas numeradas de 
,a tres a la 32, así como las números 73 a 76. Para su 
iefensa, tiene la palabra el senador Dorrego por un 
:iempo de 34 minutos. 

El señor DORREGO GONZALEZ: Señor Presidente, 
señorías, una vez retirado nuestro veto vamos a man- 
tener las enmiendas para votación; las vamos a man- 
tener porque creemos que son enmiendas que pueden 
modificar y mejorar el texto basándose en los argumen- 
tos que dimos anteriormente cuando hablamos del 
veto. 

Como ustedes comprenderán no voy a consumir los 
treinta minutos ni mucho menos. Voy simplemente a 
hacer unas pequeñas reflexiones para indicarles cuál 
:s nuestra posición. 

A la regla primera nosotros proponemos una enmien- 
da. Proponemos que cuando se dice en el texto: «quie- 
nes tuveran conocimiento por razón de su cargo de un 
hecho que cometen los menores. ..» se suprima la pala- 
bra «cargo» porque todos los ciudadanos, si conocen 
un hecho que no está de acuerdo con las normas esta- 
blecidas, tienen obligación de comunicarlo al fiscal. Se 
podía decir «especialmente los que por razón de su car- 
go», pero habría que implicar, indiscutiblemente, a to- 
dos los ciudadanos. 

En nuestra enmienda número cinco proponemos aña- 
dir un artículo segundo dos bis. Pretendemos modifi- 
car el artículo 15 de la Ley de Tribunales Tutelares de 
Menores, diciendo que las audiencias no serán públi- 
cas en ningún caso y que sólo se tratarán los hechos, 
que no se hará historia de los menores. 

En definitiva, todo va encaminado a la protección del 
menor: todo va encaminado a la rapidez del proceso; 
todo va encaminado a la flexibilidad del proceso. 

Quiero comentar, además, un par de principios que 
son importantes para que veamos en qué se inspira la 
ley. En la regla sexta -regla que no hemos enmenda- 
do porque no nos dimos cuenta en la lectura, nos di- 
mos cuenta después- se dice: «Atendiendo a la poca 
gravedad de los hechos, a las condiciones o circunstan- 
cias del menor, a que no se hubiese empleado violen- 
cia o intimidación, o que el menor haya reparado o se 
comprometa a reparar el daño causado en la víctima, 
el juez, a propuesta del fiscal, podrá ... » 

¿Cómo se puede comprometer el menor? ¿Ustedes 
creen que el menor se puede comprometer a reparar 
un daño? ¿Cómo? Exphquénmelo ustedes. Yo creo que 
no. En todo caso quien se comprometa será el repre- 
sentante legal del menor, pero el menor no. Difícil me 
parece que un chico de diez años se pueda comprome- 
ter a reparar un daño. 

En otros párrafos podemos observar que subyace 
una filosofía que nos preocupa mucho más. En el artí- 

Artículo 
segundo 
Grupo I 
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culo 3.3 se dice: «En atención a la naturaleza de los he- 
chos, el Juez de Menores de oficio o a instancia del 
Ministerio Fiscal o del abogado, podrá decidir la sus- 
pensión del fallo por tiempo determinado y máximo de 
dos años» (Hasta aquí es correcto) «siempre que de co- 
mún acuerdo el menor, debidamente asistido, y los per- 
judicados, acepten una propuesta de reparación 
extrajudicial.)) Esto es importante. Lo primero que de- 
bemos saber es qué es una reparación extrajudicial. 
Tendrían que explicárnoslo, aunque probablemente no 
nos convencerían. Además, el hecho de que la suspen- 
sión del fallo esté condicionada a que el menor pueda 
hacer una reparación, que la mayor parte de las veces 
va a ser de tipo económico, va a sentar un principio de 
discriminación absoluto, porque aquél que tenga una 
familia con medios económicos suficientes para poder 
hacer la reparación obtendrá la suspensión del fallo por 
un máximo de dos años, mientras que aquél otro que 
no tenga medios económicos para hacer esas repara- 
ciones extrajudiciales, como dice ahí, o medios de otro 
tipo para hacer esas reparaciones, probablemente no 
podrá evitar que continúe el fallo. 

Este artículo roza claramente la inconstitucionali- 
dad. De verdad, creo que la roza; nos cuesta mucho tra- 
bajo creer que el Grupo Socialista apoye enmiendas de 
este tenor, o apoye leyes de este tenor. Este es el espí- 
ritu que late en otros tantos artículos de la ley. 

La Senadora Ruiz-Tagle decía en su intervención de 
oposición a los vetos que estábamos cumpliendo la 
Constitución. Yo he sacado 12 artículos de la Consti- 
tución que no se cumplen para los menores. Me he de- 
jado la lista arriba, pero le puedo citar de memoria que 
no se cumplen el 9.3, el 10.2, el 17, el 39, el 48, el 53... 
Hay un montón de artículos, si se lee con detenimien- 
to el texto, que están incumpliéndose porque no hay 
una legislación del menor. No voy a volver sobre ello, 
porque parece existir voluntad por parte del Ministe- 
rio de elaborar esa ley definitiva del menor. Por cierto 
que no hay ningún compromiso del señor Ministro en 
la presentación de la ley, entre otras cosas porque no 
presentó en la Cámara el proyecto de ley en sí, presen- 
tó el dictamen de la Comisión; y en esa presentación 
del dictamen el Ministro no adquirió ningún compro- 
miso; el único compromiso que adquirió fue el de de- 
cir que esta ley es provisional y urgente; y de la palabra 
provisional se puede colegir que piensa hacer una ley 
definitiva, pero no habla para nada de plazos; no ha- 
bla de tiempo para nada; por eso creo que el compro- 
miso del Grupo Socialista va a seguir adelante y que 
la ley va a venir a la Cámara en el plazo que hemos di- 
cho dentro de esta Legislatura, y estará informada por 
esa filosofía a que me he referido. Por eso luego estas 
sugerencias en el debate para s u e  el futuro proyecto 
pueda corregir estas deficiencias. 

Con esto, señor Presidente, si me permite, daría por 
defendidas todas mis enmiendas al proyecto de ley pa- 
ra someterlas a votación, excepto el voto particular a 
la enmienda 83 del Grupo Socialista, referente al título. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 
gracias, Senador Dorrego. Así consta en la mesa. 

El Senador Mesa Noda ha dado por defendidas to- 
das las enmiendas, también las del Grupo Mixto están 
dadas por defendidas. 

Por tanto, quien tiene la palabra es el Grupo de Se- 
nadores Nacionalistas Vascos que ha presentado la en- 
mienda número 77. 

El Senador Madariaga tiene la palabra. 

El señor MADARIAGA IZURZA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Quiero anunciar que nuestro Grupo da por defendi- 
das sus dos enmiendas, las números 77 y 81, en sus jus- 
tos términos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 
gracias, señor Senador. 

Tiene la palabra la Senadora Alemany para defender 
las.enmiendas del Grupo de Convergencia i Unió nú- 
meros 116 a 124 y la número 127. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Nuestra enmienda número 116 está presentada a los 
efectos de modificar el número 1 del apartado dos del 
artículo segundo, suprimiendo la referencia al punto 
1 del artículo noveno. Su justificación es por coheren- 
cia con la enmienda número 115, con lo cual el artículo 
noveno queda con un único punto. 

La enmienda número 117 la hemos presentado a los 
efectos de adicionar una frase en la Regla 2." del ar- 
tículo, apartado 2. La redacción que se propone es: «Ar- 
tículo segundo. 2.a Corresponde ... l... por sí mismo. El 
tiempo transcurrido desde el inicio de la investigación 
hasta la finalización del proceso no podrá exceder de 
tres meses. M 

Lógicamente este procedimiento es para limitar el 
tiempo de la investigación al máximo de tres meses. El 
objetivo es garantizar una justicia rápida para los me- 
nores tal y como se establece de forma reiterada por 
diversas organizaciones internacionales. Creemos que 
la justicia rápida ha de empezar ya en el proceso de 
investigación, no después. También vendrán las medi- 
das cautelares. Por ello proponemos que el tiempo 
transcurrido desde el inicio de la investigación hasta 
la finalización de la misma no debe exceder de tres me- 
ses. Es el período de investigación el que no puede 
exceder, no la duración de todo proceso. Nosotros hu- 
biéramos preferido otras fórmulas, pero dejamos re- 
dactada nuestra enmienda en este sentido. 

La enmienda número 118 la presentamos a los efec- 
tos de modificar. Esta enmienda la retiraría, señor Pre- 
sidente, porque creemos que, en realidad, ya está 
recogida. 

La enmienda número 119 la presentamos a los efec- 
tos de modificar la Regla 5.a del artículo segundo, apar- 
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tado 2, limitando el tiempo de duración de las medidas 
cautelares a un máximo de tres meses. 

Sabemos que la propuesta nueva es de cuatro meses. 
En realidad, si esto fuera así, lo daríamos también por 
aceptado y retiraríamos la enmienda. La retiramos. 

La enmienda número 120 la presentamos a los efec- 
tos de modificar la Regla 6.a del artículo 2 . O ,  apartado 
2, suprimiendo en el párrafo primero la expresión «O 

se compromete a reparar» y añadiendo entre los pá- 
rrafos primero y segundo uno nuevo con la siguiente 
redacción: «Si de común acuerdo el menor debidamen- 
te asistido y los perjudicados aceptan una propuesta 
de reparación extrajudicial, o si los perjudicados de- 
bidamente citados no expresan su oposición o ésta fue- 
ra manifiestamente infundada, el Juez de Menores, de 
oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del aboga- 
do, podrá acordar el aplazamiento de la comparecen- 
cia por tiempo determinado, hasta verificar el 
cumplimiento por el menor de los términos de la repa- 
ración aceptada. Si hubiese cumplimiento, el juez da- 
rá por concluida la tramitación de todas las actua- 
ciones. x 

El objetivo de esta enmienda es insistir en la necesi- 
dad de que existe la posibilidad de reparación extraju- 
dicial, atendiendo al carácter pedagógico y reeducativo 
que ha de tener todo lo relacionado con menores. Para 
ello creemos que hay que dejar un margen de adecua- 
ción dentro del cual dicha reparación se pueda hacer 
efectiva. Sin embargo, también consideramos que no 
basta con el mero compromiso de reparación, sino que 
es necesario que dicho compromiso se materialice de 
una forma real y efectiva. 

La redacción actual de esta Regla presupone que el 
mero compromiso a reparar el daño causado a la víc- 
tima ya es motivo para dar por concluidas todas las ac- 
tuaciones. Evidentemente, si ese compromiso no se 
materializa ni se articulan medios para ello, quedarían 
incumplidas las expectativas de reparación de la vícii- 
ma y burlada la acción de la justicia, pues las actua- 
ciones ya estarían archivadas. Esto último es lo que 
trata de evitar nuestra enmienda. 

La enmienda número 121 también la retiramos por- 
que creemos que la posibilidad de reparación extraju- 
dicial queda recogida en la Regla 6.a, la cual después 
pretendemos mejorar con la enmienda número 120. 

Me parece que es la última jno? ¿La enmienda nú- 
mero 122 también? 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Su se- 
ñoría tiene también las enmiendas números 122, 123, 
124 y 127 presentadas del artículo segundo. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: La enmienda número 
122 la retiramos. El objetivo de esta enmienda era ase- 
gurar que el menor no quedara indefenso sin aboga- 
do, y esto ha sido recogido en la Regla 6.a cuando se 
hace referencia a la comparecencia, aunque nos hubie- 
ra gustado más que el abogado lo hubiera tenido des- 
de el inicio del proceso. 

La enmienda número 123 la presentamos a los efec- 
os de modificar el primer párrafo de la Regla 14.a del 
irtículo segundo, apartado Dos, 1, eliminando el tér- 
nino «podrá» y estableciendo la obligatoriedad de que 
p e  el menor esté acompañado de sus representantes 
egales. 

Consideramos que es importante que quede refleja- 
io en la ley que el menor ha de estar acompañado de 

representantes legales, puesto que éstos, en defec- 
.o de los padres, son los mayores responsables de la 
:onducta del menor. Por tanto, creemos que han de es- 
tar obligados a comparecer y delante del juez atender 
y en definitiva informar de toda una serie de aspectos 
que afectan al menor y no puede permitirse que en 
aquel momento pudiese quedar desamparado de aque- 
llos que tienen mayor obligación en cuanto a su 
amparo. 

La enmienda número 124 la hemos presentado a los 
rfectos de adicionar un párrafo en la Regla 15.a del ar- 
tículo segundo, apartado 2. El párrafo que se añade es: 
:(En la celebración de la audiencia y, en general, se pro- 
curará que todas las actividades revistan un sentido 
Educativo. )> 

Aunque la regla 15.a ya establece que el juez infor- 
mará al menor en un lenguaje claro y sencillo, adapta- 
do a su edad y que le sea comprensible, conviene que 
se diga expresamente en la ley que todas las activida- 
des revistan un sentido educativo según pretende esta 
enmienda, pues ésta es la principal finalidad de la jus- 
ticia de menores. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Las en- 
miendas números 125 y 126, si no me equivoco, no han 
sido matenidas y quedan retiradas. Queda la enmien- 
da número 127 por defender. 

Tiene la palabra. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: La enmienda número 
127 la presentamos al efecto de suprimir el número 2 
del artículo segundo, apartado 2, en coherencia con la 
enmienda número 1 15 que pide la supresión del núme- 
ro del artículo noveno. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): 
Gracias. 

Entonces las enmiendas retiradas, a efectos de cla- 
rificación, son las números 118, 119, 121 y 122; son cua- 
tro las enmiendas que se han retirado en este trámite. 
(Asentimiento.) 

Tiene la palabra la Senadora Vindel para defender 
las enmiendas presentadas por el Grupo Popular a es- 
ta parte del artículo segundo. 

La señora VINDEL LOPEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Voy a compartir este turno con mi compañero de 
Grupo, el Senador Díaz de Mera y, en consecuencia, pa- 
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so ya, sin más trámites, si me lo permite, señor Presi- 
dente, a defender las enmiendas 90 a 100, que hemos 
presentado al artículo dos de este proyecto. 

Señorías, consideramos que el artículo dos de este 
proyecto atribuye un exceso de protagonismo al Minis- 
terio Fiscal, va más allá del concepto de parte; le otor- 
ga una iniciativa plena; suprime también las facultades 
de actuación de oficio del juez y, en suma, altera los 
papeles tradicionales del juez en un proceso. 

Desde luego, no deja de producir asombro que en este 
proceso el Ministerio Fiscal impulse, dirija, investigue, 
solicite medidas cautelares, tenga facultades de direc- 
ción sobre la Policía Judicial e, incluso, sea él mismo 
quien acuerde o no, de un lado, la incoación del expe- 
diente judicial y sea él mismo también, de otro lado, 
quien lo remita a otra instancia. 

Aún más asombro nos produce la doble justificación 
que, en apoyo de esta teoría y en apoyo del proyecto, 
da el Grupo Socialista. Por un lado, invoca la función 
que le otorga el Estatuto Orgánico del Fiscal y, por otra 
parte, invoca también la necesidad de evitar el princi- 
pio de contaminación del juez, ya que -dicen-, al atri- 
buir el protagonismo instructor al juez de menores, se 
vulnera el derecho fundamental a un juez imparcial. 
Pero que, para evitar esa contaminación, se traspasen 
las funciones y facultades de una parte a otra, del juez 
al fiscal, sin importar lo más mínimo las atribuciones 
que a ambos les otorgan la Constitución y las leyes pos- 
teriores, lamento decirles que ya no es sólo que pro- 
duzca asombro, sino que, cuando menos, resulta de una 
audacia que no tiene límites. 

De ahí que nuestras enmiendas números 90, 93, 94, 
97 y 99 le devuelvan al juez de menores las facultades 
de impulso procesal que le corresponden, y con ellas 
pretendemos ni más ni menos que acomodar la justi- 
cia de menores a nuestro sistema judicial global o, si 
lo prefieren, a nuestro sistema tutelar del Derecho 
español. 

En el Grupo Popular somos firmes partidarios, se- 
ñorías, de que todo menor cuya conducta origine un 
expediente judicial esté asistido de letrado desde el pri- 
mer momento. Nos sabe a poco que el proyecto tan só- 
lo permita la designación de abogado cuando ya haya 
sido adoptada la decisión de internamiento. Y como nos 
sabe a poco, señorías, le reconocemos, en primer lu- 
gar, capacidad de obrar, a los solos efectos de esta Ley, 
a fin de que, entre otras cosas, pueda nombrar por sí 
mismo abogado, en la enmienda número 91. 

Y acto seguido establecemos en la enmienda 92 que 
los menores de edad deberán estar asistidos siempre 
de letrado, tanto en los procedimientos que se sigan por 
delito, como por falta. Para ello nos apoyamos en la sen- 
tencia tantas veces nombrada del Tribunal Constitu- 
cional, en los pactos y tratados internacionales 
suscritos por España y, naturalmente, además en el ar- 
tículo 24 de la Constitución, en la práctica que hoy por 
hoy se sigue en los juzgados de lo penal, por aplicación 
de las leyes vigentes para adultos. 

Les recuerdo nuevamente, señorías, las palabras de 

Lagreca, la justicia de menores y la condición de me- 
nor puede suponer un más de tutela y un más de ga- 
rantías, pero nunca un menos. 

La situación que el proyecto contempla respecto del 
menor detenido también ha merecido nuestra atención 
a la hora de presentar enmiendas, y en este sentido pro- 
ponemos que en la situación de detención el menor ten- 
ga ya asistencia letrada y, en un tiempo máximo de 24 
horas, pase a disposición judicial; naturalmente, con 
presencia del Ministerio Fiscal. 

Y para que el juez tome su decisión personal sobre 
la situación del menor, nuestra enmienda 96 pretende 
eliminar la mención que en el texto se hace a la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, asegurándole en nuestra 
enmienda uno de los derechos que sí están reconoci- 
dos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pero redu- 
ciendo lo que entendemos que puede dar lugar a una 
situación claramente perjudicial para el menor. Y me 
explico. Sus señorías saben tan bien como yo que la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal permite que transcurran 
hasta 72 horas desde que un adulto es detenido hasta 
que pasa a disposición judicial. Si el texto en este pun- 
to hoy no sufre modificación alguna, la ley que esta- 
mos a punto de aprobar permitirá que un menor pueda 
estar hasta tres días en una comisaría o en unas depen- 
dencias policiales, hasta que se resuelva su futuro in- 
mediato, situación que, además, como decía, de no 
resultar en absoluto beneficiosa para el menor, seño- 
rías, entiendo que es una abierta contradicción con los 
principios de tutela y de protección del menor. 

La regla quinta del proyecto contiene algo que siem- 
pre ha sido muy criticado, por obvias razones, por parte 
de los penalistas: un concepto jurídico indeterminado, 
cual es, a la hora de acordar el internamiento en un 
centro de un menor, su duración. El texto nos propo- 
ne que dicha medida dure el tiempo’ imprescindible. 
Los conceptos jurídicos indeterminados nunca han 
constituido la mejor de las técnicas legislativas y mu- 
cho menos, señorías, si van referidas a penas privati- 
vas de libertad, aunque se revisen todos los meses, 
como así dice el proyecto. Por ello, nuestra enmienda 
98 incluye un plazo máximo de internamiento de cua- 
tro meses, que se corresponde con un criterio objetivo 
y con un criterio técnico, que no es ni más ni menos 
que la quinta parte de la sanción máxima que le podría 
corresponder en caso de que definitivamente hubiera 
una sanción al menor. 

En este punto tengo que lamentar, señorías, que an- 
te dos enmiendas, la catalana y la del Grupo Popular, 
que proponían un tiempo máximo de internamiento pa- 
ra esta medida cautelar, se haya preferido mantener 
el texto tal y como está antes que intentar esa enmien- 
da transaccional. 
Y, finalmente, señorías, me resta por defender la en- 

mienda número 100, que va referida al equipo técnico. 
Es cierto que el equipo técnico es una conquista para 
los derechos del menor, y la obligación legal que ese 
equipo técnico tiene de emitir un informe es una autén- 
tic,a garantía para el menor. Es importante, asimismo, 
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que el juez disponga -el juez, desde nuestro punto de 
vista; no el fiscal, segun el proyecto- de la más com- 
pleta información sobre la situación psicológica, la si- 
tuación educativa, la situación social e, incluso, por qué 
no, la situación familiar en relación con el menor. Pe- 
ro, dado que nos encontramos ante un proceso y dado 
que el equipo técnico ha de cumplir funciones de ase- 
soramiento a los órganos judiciales, no encontramos 
sentido ni lógica alguna a que, dentro de la compare- 
cencia, se equiparen las facultades de los intervinien- 
tes, del juez, del Ministerio Fiscal, del abogado defensor 
y del miembro del equipo técnico. 

N o  se trata, señorías, con esta enmienda de restrin- 
gir el papel del equipo técnico, ni mucho menos, sino 
de otorgarle una clara atribución de funciones. ¿Para 
qué? Para que a su vez el menor, que, en definitiva, es 
quien importa a los efectos de esta ley, tenga ante sí 
un panorama lo más claro y despejado posible, sabien- 
do quién es cada quien y qué función cumple cada una 
de las personas que tiene ante sí. Por eso, nos opone- 
mos a que el equipo técnico tenga participación activa 
en la comparecencia, tenga participación activa en la 
audiencia previa. 

Y con ello, señor Presidente, señorías, he concluido 
la defensa de las enmiendas 90 a 100, presentadas por 
el Grupo Popular, para las que, como no podía ser de 
otra manera, les solicito el voto favorable. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 
cias, señora Senadora. 

Continúa, pues, el turno de defensa de las enmien- 
das del Grupo Popular con la intervención del Sena- 
dor Díaz de Mera, quien tiene la palabra. 

El señor DIAZ DE MERA GARCIA-CONSUEGRA: Se- 
ñor Presidente, señorías, mi Grupo en este trámite pro- 
cesal del debate me ha encomendado la defensa de 14 
enmiendas, que paso seguidamente a argumentar, sin 
tomar muy en consideración la esterilidad del propó- 
sito. A ese asunto ya tendré ocasión de referirme en 
otro momento del debate. 

La enmienda número 101, que lo es el artículo 2.O 
Dos, 1, 8. a), es una enmienda de modificación que apor- 
ta un texto alternativo muy meditado, que omito aquí 
y ahora por economizar procedimiento, pero que está 
en armonía legal con el Capítulo 11 de la Ley Orgánica 
711988, de 28 de diciembre, y que pretende, a falta de 
mejor fortuna, que ustedes escuchen lo que podría ser 
una buena solución al efecto. 

Nosotros entendemos, señorías, que finalizado el ex- 
pediente, se debe producir la solicitud de apertura de 
audiencia, proponiendo en este caso las pruebas a prac- 
ticar o, en otro, solicitar el fiscal de inmediato el ar- 
chivo de las actuaciones. 

No tiene ningún sentido, señorías, que si el Fiscal no 
aprecia en los hechos contenidos en el expediente tras- 
cendencia penal alguna derivada de la conducta del me- 
nor, se mantenga una situación incierta, prolongada en 

el tiempo, que pueda añadir más daño al ya presumi- 
blemente producido. 

La enmienda número 102, también al artículo 2 . O  

Dos. 1. 8.a, es de adición, y, a nuestro juicio, es muy 
necesaria. Deriva del Acuerdo de jueces de menores de 
7 de marzo de 1991, y solamente pretende que del es- 
crito de acusación se dé traslado en cinco días al le- 
trado defensor del menor, quien elevará escrito de 
defensa y, en su caso, propondrá las pruebas perti- 
nentes. 

Para su constancia pública e inequívoca, y como so- 
porte argumental, válido tanto para la enmienda ante- 
rior, como para ésta, voy a citarles las conclusiones 
números 6 y 7 del ya mencionado Acuerdo de jueces 
de menores. Cito, textualmente, la número 6: «Practi- 
cadas las diligencias de investigación, y tras ser oído, 
en su caso, el equipo técnico de apoyo, el fiscal, a la 
mayor brevedad, formulará escrito de acusación, pro- 
poniendo la prueba a practicar en el acto del juicio oral, 
o solicitará el archivo de las actuaciones.» La número 
7, que también cito de forma textual, dice: ((Del escri- 
to de acusación se dará traslado al letrado defensor, 
para que formule escrito de defensa y, en su caso, pro- 
ponga prueba. >) 

Con esta enmienda pretendemos que se dé traslado 
del escrito de acusación en el momento procesal seña- 
lado, y no en otro. 

La enmienda número 103, al artículo 2." Dos. 1. 9.a, 
de supresión, pretende, sencillamente, evitar una rei- 
teración innecesaria. Sus señorías no deberían oponer- 
se a una elemental cuestión técnica que se refiere a la 
medida de amonestación, que ya ha quedado regulada 
y contemplada en el apartado 7 . O  pero, sinceramente, 
no tengo ninguna esperanza de que vayan a conceder- 
me tal privilegio. 

La enmienda número 104, al artículo 2." Dos. 1. 11 . a ,  
apartados a) b) y d), es de modificación, y pretende, al 
judicializar el proceso -que es, a nuestro modo de ver, 
lo técnicamente razonable-, darle al juez la natural 
importancia que debe tener en todas las fases del pro- 
cedimiento y, por consiguiente, atribuirle el dictado de 
las resoluciones pertinentes sobre el caso. 

La enmienda número 105, al artículo 2." Dos. 1. 1 l .a ,  
es de supresión al apartado c), y está en coherencia con 
la evidencia de que si en esta fase del proceso se ha lle- 
gado al escrito de acusación, es porque el fiscal ha apre- 
ciado indicios delictivos en el menor, por lo que no 
cabría su remisión a una institución para su educación 
o formación. 

La enmienda número 106, al artículo 2 . O  Dos. 1. 12.a, 
de supresión, es coherente con las presentadas por mi 
Grupo, y pretende evitar reiteraciones innecesarias. Si 
ya con anterioridad se ha designado al letrado del me- 
nor, no tiene ningún sentido reiterarlo en este artícu- 
lo, y recoger -como hacen ustedes- la frase: Si no lo 
hubiese hecho antes. 

La enmienda número 107, al artículo 2 . O  Dos. 1. 14.a, 
primer párrafo, de adición, es incuestionable, ya que 
al incluir nosotros en la relación de asistentes a la 
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audiencia al perjudicado, o a los perjudicados, estamos 
posibilitando claramente la inevitable presencia de to- 
das las partes intervinientes en el proceso. 

La enmienda número 108, al articulo 2." Dos. 1. 14.a, 
párrafo segundo, es de modificación. Ustedes dicen que 
el juez podrá acordar, en interés del menor, que las se- 
siones no sean públicas, y añaden la prohibición a los 
medios de comunicación social de obtener y divulgar 
imágenes del menor. Nosotros entendemos, en cambio, 
que el juicio ha de ser oral y público, ya que de esta 
forma se produce mayor seguridad jurídica, ello con 
independencia -y lo decimos en nuestro texto- de que 
el fiscal y la defensa puedan solicitar, y el juez acor- 
dar de oficio, que sólo asistan al juicio las personas que 
hemos contemplado en el artículo anterior, si se con- 
sidera que con la publicidad de las sesiones se puede 
perjudicar la imagen del menor. 

Obviamente, señorías, con esta enmienda pretende- 
mos equiparar las normas de procedimiento contem- 
pladas en el Capítulo 111 de la Ley de Tribunales 
Tutelares de Menores a las contempladas en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal respecto de la celebración del 
juicio oral. 

La enmienda número 109, al artículo 2." Dos. 1. 17.a, 
es de modificación. Donde ustedes emplean el térmi- 
no «acuerdo», nosotros entendemos que lo correcto se- 
ría emplear el más jurídico de «sentencia», y es que a 
esta alturas del debate, y en comunión con la filosofía 
que la Senadora Vindel y yo hemos defendido, no ex- 
trañará a nadie que queramos acomodar a este texto 
la adecuada terminología del artículo 245.c) de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 

En este sentido, un acuerdo no se podría recurrir, 
pero sí una sentencia, y de este modo protegeríamos 
y garantizaríamos, más y mejor, los derechos funda- 
mentales del menor y de las partes. 

En este punto no sé sí el señor Presidente me permi- 
tirá continuar, o debo defender la enmienda número 
110, y detenerme en la número i Z 1. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): La en- 
mienda número 110 está incluida en este Grupo, y a 
partir de la misma sería preferible que efectuara la de- 
fensa en el momento oportuno, a efectos de tener un 
debate más claro. 

El señor DIAZ DE MERA GARCIA-CONSUEGRA: Así 
lo haré, señor Presidente. 

Con respecto a la enmienda número 110, al artículo 
2." Dos. 1. último párrafo, ustedes dicen que el 
juez podrá hacer abandonar la sala al menor en los mo- 
mentos de la vista que considere oportunos y nosotros, 
en coherencia con nuestras enmiendas anteriores, pro- 
ponemos su supresión, por considerarlo una obviedad. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 
cias, señoría. 

Para turno en contra, tiene la palabra la Senadora 
Díaz Vieco. 

La señora DIAZ VIECO: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, me van a permitir que, en lugar de dar una 

respuesta puntual a todas y cada una de las enmien- 
das -tal y como realizamos en Comisión-, dé una res- 
puesta global que ayude a tener una visión de conjunto 
sobre lo que pretende el Grupo Socialista a la hora de 
aprobar el procedimiento de intervención en la justi- 
ria de menores. 

Quiero empezar haciendo una precisión, que creo que 
es importante para saber el sentido €undamental del 
proyecto de ley que hoy vamos a aprobar, como es que 
no estamos ante una reforma global de la justicia de 
menores -y las contestaciones a los Senadores del 
Grupo Mixto, tanto de Izquierda Unida, como a los in- 
dependientes canarios, tendría que ir en ese sentido-, 
ya que simplemente estamos tratando de cumplir un 
mandato del Tribunal Constitucional en el que se nos 
pide que introduzcamos las garantías jurídicas y el 
principio de legalidad contemplado en el artículo 24 
de la Constitución, en la justicia del menor. Creo que 
tendríamos que centrar así el debate, para evitar refe- 
rirnos a los discursos de sus señorías, ya que aunque 
efectivamente, tienen razón, no es éste el momento para 
debatirlos. 

Pienso que, tanto las enmiendas del Senador de Iz- 
quierda Unida, como las del Senador Mesa Noda, van 
dirigidas hacia una reforma global, con un plantea- 
miento y un modelo totalmente diferente al que pre- 
senta el texto del proyecto. 

Por tanto, si ya la Senadora Ruiz-Tagle ha hablado 
de la necesidad de esa reforma futura, que llegará en 
fechas próximas, y muy pareja al debate sobre el Có- 
digo Penal, en este proyecto de ley vamos a limitarnos 
simplemente a cumplir el mandato del Tribunal Cons- 
titucional y a elaborar y diseñar un modelo de inter- 
vención relativo a la justicia del menor. 

Yo creo, señorías, que todos estamos de acuerdo en 
traer a este proceso todas las garantías jurídicas que 
tanto las recomendaciones del Consejo de Europa co- 
mo las reglas de las Naciones Unidas han venido reco- 
mendando. Es decir, yo creo que hablar del derecho a 
un juez imparcial, derecho a la asistencia letrada, a la 
presunción de inocencia, derecho a ser escuchado y po- 
der aportar pruebas a lo largo del proceso, derecho a 
tener un sistema de recursos que permita al menor de- 
fenderse, a que se establezca un tope máximo por de- 
bajo del cual no pueda ser juzgado un menor, a que las 
medidas tengan una determinada duración y no se de- 
jen a la discrecionalidad del juez, a que esas medidas 
tengan como fin la educación del menor en la introduc- 
ción de todas esas garantías, señorías, estamos todos 
de acuerdo y así, se ha manifestado en las distintas in- 
tervenciones de esta mañana. 

Probablemente en lo que no lleguemos a estar de 
acuerdo -y aquí pueden empezar las diferencias o dis- 
crepancias que los distintos grupos políticos venimos 
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manifestando- sea en el enfoque, en la importancia 
que nosotros le damos a los principios que deben ser- 
vir de base al procedimiento de menores. Así, yo creo 
que si tuviéramos que definir los principios que deben 
servir de base al procedimiento de menores habría 
quienes -como ocurre con el Grupo Popular- esta- 
rían apoyando claramente el principio de legalidad, y 
quienes, desde otras ópticas trataríamos de apoyar la 
compatibilidad del principio de legalidad con el prin- 
cipio de oportunidad que lleve, a través de la vía de la 
desjudicialización, a evitar que ese menor entre en el 
circuito de la justicia de menores. Por tanto, la impor- 
tancia que cada una de sus señorías ha tratado de dar 
a los principios que deben servir de base en este pro- 
cedimiento nos ha llevado a generar distintos tipos de 
modelos procesales y nos ha dificultado el llegar a un 
acuerdo en el modelo procesal que queríamos lograr. 

Pero, incluso entendiendo que todos podríamos es- 
tar de acuerdo en una serie de principios, a mí me gus- 
taría hacer referencia a las discrepancias de cada uno 
de los Grupos parlamentarios, porque estudiar esos dis- 
tintos modelos nos puede ayudar a la hora de ver dón- 
de están los verdaderos problemas que se están 
planteando en este proyecto de ley, nos puede ayudar 
a ver las distintas respuestas y, sobre todo, ayudará a 
que sus señorías comprendan por qué el Gobierno y el 
Grupo Socialista han tratado de dar las respuestas que 
han dado a problemas tan importantes como son el de- 
recho a un juez imparcial y la asistencia letrada. 

Por tanto, partimos de la base de que todos los gru- 
pos entendemos, en mayor o menor grado, que el prin- 
cipio de legalidad es un principio que debe 
incorporarse por mandato constitucional al proceso de 
menores, que el principio de oportunidad es un prin- 
cipo básico en la justicia de menores, que permite adap- 
tar esa justicia a las especificidades de los menores de 
una determinada edad, con una determinada proble- 
mática, tratando de que ese principio de oportunidad 
evite la entrada en el circuito de la justicia de meno- 
res, a través del archivo de actuaciones en aquellos ca- 
sos de delitos menos graves, o a través de la remisión 
a las autoridades administrativas. 

Otro principio básico y elemental en el que todos po- 
demos estar de acuerdo es en el principio de la reedu- 
cación y la reinserción. Si algún sentido tiene la justicia 
de menores es que todas las actuaciones que nosotros 
llevemos a cabo deben estar instrumentalizadas para 
conseguir la reeducación y la reinserción del menor. 
Por eso esta justicia de menores no puede llevarse a 
cabo en el sentido procesal y estricto que el Grupo Po- 
pular plantea, sino que hay que procurar adaptarla a 
esa finalidad educativa o formativa que la justicia de 
menores pretende instrumentar. 

Decía que siendo conscientes y estando todos de 
acuerdo en qué garantías deben introducirse, en qué 
principios deben servir de base a ese modelo judicial, 
a ese procedimiento judicial que nosotros pretendemos 
llevar a cabo, las diferencias empiezan -y ya lo dije 
en Comisión-- en la filosofía, en las distintas concep- 

ciones que todos y cada uno de los grupos tenemos so- 
bre lo que entendemos que debe ser la justicia de 
menores. 

En las enmiendas del Senador Mesa Noda -a pesar 
de que las ha dado por defendidas, yo creo que es bue- 
no que entre a contestárselas- ha quedado claro que 
tanto su modelo como el que ha expuesto Izquierda Uni- 
da optan porque prime fundamentalmente el carácter 
preventivo y protector de la justicia de menores. Yo 
creo que no hay que equivocar las cosas, por eso, se- 
ñorías, cuando iniciaba mi intervención decía clara- 
mente que no se confundieran, que estábamos 
cumpliendo un mandato, pero que no estábamos ha- 
ciendo la reforma de los menores. Cuando llevemos a 
cabo esa reforma de los menores probablemente gran 
parte de nuestro esfuerzo irá dirigido a articular polí- 
ticas que lleven a cabo la prevención en los barrios mar- 
ginales, donde se crean situaciones de desprotección 
muy graves en las que hay que intervenir. Pero, seño- 
rías, esa tarea ya se viene ejerciendo, aunque no haya 
un texto normativo articulado. Cuando en 1987-1988 
se produce la separación entre las competencias de pro- 
tección y las de reforma, esa competencia de protec- 
ción se traslada a las comunidades autónomas, y son 
ellas las que tienen que articular las políticas necesa- 
rias tendentes a la prevención. Los que conocemos de 
cerca la justicia de menores somos conscientes de que 
hablar de tratamiento y de reinserción no tiene mucho 
sentido si no hablamos antes de prevención. Porque 
cuando un menor llega a la justicia de menores lo ha- 
ce normalmente en una situación en la que el trata- 
miento y la reinserción son múy difíciles. En un 
número muy elevado de casos es muy difícil conseguir 
buenos resultados. Por tanto, vamos a trabajar en pre- 
vención, pero, señorías, esa tarea es hoy de las comu- 
nidades autónomas y son ellas las que la deben llevar 
a cabo. Otra cosa es que en la futura ley del menor se 
puedan fijar unos mínimos que deben cumplir todas 
las comunidades autónomas para ejecutar programas 
de inserción social y de prevención, pero ése no es el 
objeto de esta Ley. Ese es un argumento fundamental 
en todas las enmiendas que sus señorías plantean y to- 
dos estamos de acuerdo en que hay que articular un 
sistema de prevención para evitar que los menores ten- 
gan que pasar a la vía menos deseada: la intervención 
judicial, pero hoy ésa no es una competencia nuestra, 
sino de las comunidades autónomas. 

En relación con las enmiendas del Grupo de Izquier- 
da Unida y del senador Mesa Noda, yo creo que parten 
del supuesto de la inimputabilidad, es decir, conside- 
ran que el menor no es responsable y que, por tanto, 
deben ser las administraciones las que deben preocu- 
parse de darle la respuesta o el tratamiento adecuado. 
Yo decía en Comisión, señorías, que lo que ustedes 
plantean sería posible en sociedades o modelos como 
los que ustedes han intentando trasladar, como, por 
ejemplo, el modelo sueco. Y me refiero fundamental- 
mente a las enmiendas de Izquierda Unida. El modelo 
sueco tiene una infraestructura y unos servicios socia- 
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les tan importantes que sirven de colchón para que to- 
dos aquellos supuestos de desviación juvenil sean 
perfectamente absorbidos y tratados sin necesidad de 
acudir a la justicia de menores. Solamente los meno- 
res mayores de 15 años son juzgados por la jurisdic- 
ción ordinaria, pero ésta tiene otra vía de medidas 
alternativas a la prisión que hace que raramente el me- 
nor tenga que acudir a un internamiento. Desde un pun- 
to de vista utópico o filosófico podríamos estar de 
acuerdo con su señoría, pero comprenderá que, dada 
la realidad social española, esto nos plantearía muchas 
dificultades y muchos problemas a la hora de la homo- 
logación de las infraestructuras y servicios de las dis- 
tintas comunidades autónomas. Porque no se olviden 
de que las que deben encargarse de ejecutar las medi- 
das son las propias comunidades autónomas, que son 
las que tienen que ofrecer esa infraestructura de ser- 
vicios sociales. Por tanto, las diferencias tan grandes 
que existen entre unas comunidades autonómas y otras 
harían que el menor no estuviera en condiciones de 
igualdad, y, consiguientemente, estaríamos afectando 
a ese derecho a una justicia igual para todos los ciuda- 
danos, con independencia del territorio donde se viva. 

Me van a permitir que critique también un poco, ba- 
sándome en las teorías actuales, el principio de inimpu- 
tabilidad. Este principio hoy está bastante en duda, in- 
cluso en los propios países que tienen una tradición am- 
plia trabajando en esa idea. Hoy la doctrina va más en 
el sentido de entender que el menor en la sociedad ac- 
tual es un protagonista nato, es decir, que el menor, 
como consecuencia de los niveles y de la calidad de la 
educación, tiene hoy mayor responsabilidad, mayor 
madurez, y, por tanto, tiene que responder, y si ha de 
responder, lo que ha de proporcionársele son las ga- 
rantías para que en el supuesto de que no esté de acuer- 
do con las medidas que se le impongan pueda tener 
derecho a una asistencia letrada y a un sistema de re- 
cursos, lo que, por la vía administrativa, que sus seño- 
rías plantean es difícil de solucionar. Como pueden ver, 
señorías, a la hora de definir los distintos modelos, las 
distintas concepciones de la justicia de menores, em- 
piezan ya a surgir diferencias que nos hacen difícil po- 
der aceptar las enmiendas de sus señorías, teniendo en 
cuenta, además que en algunas de las que presentaron 
en el Congreso de los Diputados se ha llegado a tran- 
saccionales, y esa ha sido la voluntad del Grupo So- 
cialista. 

Junto a los modelos de justicia protectora están otros 
modelos, que hoy se encuentran en boga. La doctrina 
alemana es, en parte partidaria del modelo procesal, 
en sentido estricto, que trata de aplicar la jurisdicción 
ordinaria a la justicia de menores. Yo creo que ese es 
el planteamiento que el Grupo Popular ha hecho, al tra- 
tar de trasladar -así lo han dicho ustedes- el proce- 
dimiento criminal abreviado a la justicia de menores. 
Teniendo en cuenta que la propia sentencia del Tribu- 
nal Constitucional, y las recomendaciones del Conse- 
jo de Europa y del Defensor del Pueblo -cuando 
analiza la justicia de menores- son conscientes de que 

si la finalidad fundamental de esta justicia es buscar 
el interés, la educación y la formación del menor, se 
tienen que arbitrar mecanismos a lo largo del proce- 
dimiento que eviten calcar el modelo procesal en sen- 
tido estricto, y dar vías que posibiliten al menor salir 
del circuito de la justicia; es decir, procurar por todos 
los medios que el menor salga del referido circuito 
judicial, y puedan ser -si de verdad necesita pro- 
tección- por remisión, las autoridades administrati- 
vas con competencia en materia de protección, las que 
se ocupen de él, y no los tribunales. (Pausa.) 

(Se oye mal? (Pausa.) Estaba diciendo a su señoría 
que el modelo judicial, en sentido estricto -lo repito 
para que se entere de la argumentación-, está tenien- 
do hoy un gran eco, y quien mejor está defendiendo ese 
modelo en Alemania es Albrech, que defiende la teoría 
de la responsabilidad y que dice que un menor tiene 
que tener los mismos derechos que un mayor, con lo 
que estamos de acuerdo, y por eso se ha intentado traer 
aquí todas esas garantías. En lo que difiero del mode- 
IQ que está tratando de trasladar el Grupo Popular es 
en que yo creo que hay que cuidar mucho todas aque- 
llas especificaciones que puedan ayudar a que el prin- 
cipio de educación, de formación, sea básico, sea 
elemental; es decir, sin renegar de todas las garantías 
jurídicas, es imprescindible respecto del menor que 
cuando entre en un Juzgado de Menores puedan arti- 
cularse alrededor de él una serie de mecanismos edu- 
cativos, formativos, que le ayuden a salir de esa 
situación, ya que es una situación que nadie quiere. Se 
ha introducido pues, el equipo de menores, que es un 
elemento fundamental a la hora de ayudarle, y procu- 
ramos ayudarle, en los supuestos menos graves, a sa- 
lir de la justicia, como a ser protegido, si de verdad lo 
necesita, vía comunidades autónomas, con programas 
de inserción de las propias autonomías. Yo creo que 
han de generarse esos mecanismos, y por eso decimos 
que no estamos de acuerdo con el modelo procesal, en 
sentido estricto, sino sí estariamos de acuerdo con un 
modelo mixto, en el que, y teniendo en cuenta esas ga- 
rantías jurídicas con las que todos estamos de acuer- 
do, pudiéramos tener en cuenta esas especificidades 
que el modelo procesal lleva garantizado. Esas son 
pues, las diferencias fundamentales. 

Por último, y por tratar de encuadrar la posición de 
los distintos grupos políticos, pienso que los Senado- 
res Nacionalistas Vascos y Catalán plantean ese mo- 
delo de justicia mixta, el modelo de intervención mixta. 
En el debate que tuvimos en Comisión tuve la impre- 
sión, Senadora del Grupo Catalán, de que estábamos 
muy de acuerdo, incluso en la filosofía. Me ha extra- 
ñado, cuando usted ha utilizado el turno de portavo- 
ces, ese intento de separarse de la postura o de la 
filosofía del Grupo Socialista, porque la mayor parte 
de las enmiendas que tiene incorporado el texto del pro- 
ceso que hoy planteamos aquí son enmiendas transac- 
cionadas con su grupo, como consecuencia de que 
compartimos con sus señorías el principio de la desju- 
dicialización y la necesidad de incorporar medidas for- 
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mativas reparadoras que traten de olvidar que el menor 
pase por la justicia de menores. Por tanto, yo creía que 
compartíamos esa filosofía, si bien estoy segura de que 
tal vez haya sido un problema mío a la hora de enten- 
derlo. Pero creo que ése es el modelo y la filosofía, y, 
en ese sentido, tanto los Senadores del grupo vasco co- 
mo del catalán, hemos llegado a acuerdos transaccio- 
nales que han permitido mejorar la ley. Yo quiero, 
pues, agradecer aquí sus aportaciones. Estas pueden 
ser, entre otras muchas, las razones fundamentales que 
nos hacen difícil aceptar las enmiendas propuestas por 
gran parte de sus señorías. 

Llegado a este punto, a mí me gustaría señalar dón- 
de están las verdaderas diferencias, dónde discrepamos 
y por qué no podemos llegar a un acuerdo. Diré que 
fundamentalmente los asuntos estrella de este proyecto 
de ley son dos: cómo damos respuesta al derecho que 
tiene toda persona a un juez imparcial -por tanto, el 
menor también tiene derecho a ese juez imparcial- y 
cómo damos respuesta al derecho a la asistencia 
letrada. 

En cuanto al primer derecho, tengo que decir que el 
propio Ministerio Fiscal tiene una nueva concepción 
sobre cuál debe ser su papel en la sociedad actual. Ya 
planteaba este debate, si ustedes recuerdan el informe 
de 1991, en su Memoria, al decir: jno sería preferible 
que con aquellos colectivos, como son tercera edad, me- 
nores y marginados, el fiscal asumiera un papel dis- 
tinto al de la acusación y pasara a asumir un papel de 
garante de los derechos del menor? Y o  creo que ése es 
uno de los criterios fundamentales que se han tenido 
en cuenta. En la reunión de Jueces de Menores, a la que 
su señoría ha hecho referencia, hubo varias interven- 
ciones. En una de ellas, el señor Rubio Llorente, Ma- 
gistrado del Tribunal Constitucional que fue ponente 
en la sentencia que declaró inconstitucional el articu- 
lo 15 de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, dijo 
que una de las tesis a tener en cuenta para encontrar 
una salida a la necesidad de que el juez que instruya 
no sea el mismo que falle, o a la inversa, sería proba- 
blemente la de una mayor participación del Ministe- 
rio Fiscal en la investigación y, en su caso, en la 
instrucción. De esa manera se podría eludir la necesi- 
dad de disponer de un juez instructor y de otro sen- 
tenciador como solución forzosa al posible problema 
de contaminación que al juzgador le produce la inter- 
vención en estas dos fases del procedimiento. Creo que 
ésta es una reflexión seria que el Magistrado Rubio Llo- 
rente hizo y que el Gobierno y el Grupo Socialista se 
han planteado. 

Analizando las enmiendas presentadas o la respues- 
ta que han dado todos los grupos -a excepción del Gru- 
po de Senadores Nacionalistas Vascos- a este pro- 
blema, vemos que sus señorías siguen manteniendo que 
el juez que investigue o que instruya sea el mismo juez 
que falle. Por tanto, no dan una respuesta. Yo enten- 
dería que la dieran si hubieran planteado la necesidad 
de crear dos juzgados de Menores: uno, que investiga- 
ra, y otro, que fallara. Pero creo que no se ha hecho 

porque son conscientes de que, en lo que se refiere a 
la justicia de menores, esa respuesta no sería viable hoy 
en día. Había que buscar, con un poco de imaginación, 
pero también de seriedad, la forma de dar una salida 
a este derecho mediante un juez imparcial. En este sen- 
tido, el Grupo Socialista, respetando las facultades y 
el papel del juez, además de la especialización que tie- 
ne dentro de la justicia de menores, ha dado la posibi- 
lidad de que sea el fiscal el que investigue, el que inste 
al juez a que adopte determinados acuerdos de mane- 
ra que evitemos que el juez, cuando vaya a fallar, esté 
contaminado. Esta es la respuesta y éste es el punto 
fundamental que nos hace empezar a diferenciarnos y 
a no poder aceptar la mayoría de las enmiendas plan- 
teadas, porque, a partir de este momento, nosotros en- 
tendemos que en la fase de investigación el impulso 
procesal debe corresponder al Ministerio Fiscal, mien- 
tras que sus señorías atribuyen ese impulso al juez. De 
ahí que no podamos entrar a debatir o a discutir todas 
aquellas enmiendas que tienen que ver con el protago- 
nismo del juez en el proceso, pero creo que están con- 
testadas al argumentar por qué estamos a favor de la 
introducción de un nuevo papel para el Ministerio 
Fiscal. 

En cuanto a la asistencia letrada, que es otro de los 
puntos en conflicto, nosotros, siguiendo un poco las re- 
comendaciones del Defensor del Pueblo, decimos que 
al menor detenido se le aplique el artículo 520 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, y punto; y que en el resto 
de los supuestos, cuando el menor sea llamado a com- 
parecer, se le diga que si quiere puede nombrar un abo- 
gado de su elección o solicitar uno de oficio. Por tanto, 
desde la misma comparecencia, que es cuando el me- 
nor entra ya en el procedimiento, se le ofrece la posi- 
bilidad de solicitar un abogado de oficio, y cuando sí 
es obligatorio es a partir del momento en que el juez 
estime que existen indicios de criminalidad o de que 
se vayan a adoptar medidas de internamiento, en cuyo 
caso es cuando se le dice que puede designar un abo- 
gado de oficio. Creemos que de esta manera queda su- 
ficientemente garantizado el derecho a la asistencia 
letrada. 

En cuanto a la posibilidad que plantea en una de sus 
enmiendas el Grupo Popular de que el menor deteni- 
do sea puesto a disposición del juez en un plazo de vein- 
ticuatro horas para que éste pueda decidir sobre el 
futuro del menor, a través de una audiencia, nosotros 
creemos que la respuesta ya está contenida en el ar- 
tículo 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y que, 
normalmente, nunca se van a agotar las setenta y dos 
horas. Lo lógico y lo normal, tal y como se está actuan- 
do ahora mismo, es que la Policía lo ponga en conoci- 
miento del Ministerio Fiscal y que éste solicite, en los 
supuestos de gravedad, que el juez adopte la medida 
de internamiento si lo que se prevé es que el menor se 
vaya a fugar, vaya a desaparecer o haya peligro de que 
pueda producir algún daño irreparable. En el resto de 
los supuestos lo que se hace normalmente es que se lla- 
ma a sus padres, y si son delitos o faltas menos graves 
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el menor pasa a disposición de sus padres, que son los 
que se encargan y responden de él. 

En cuanto al papel del equipo técnico también hay 
diferencias, pero fundamentalmente porque nosotros, 
desde el texto del proyecto, hemos buscado que sea este 
equipo técnico, como órgano auxiliar del juez y del fis- 
cal, el instrumento que esté al servicio o en apoyo de 
los menores y que sirva para que esas medidas educa- 
tivas y formativas que han de servir de apoyo al juez 
se den a lo largo de todo el procedimiento. Es impor- 
tante que esté presente en la comparecencia, que pue- 
da ayudar al juez y al fiscal y pueda ayudar a interrogar 
al menor para crear un clima, un ambiente adecuado, 
en el que el menor pueda hablar con libertad y pueda 
servirle de apoyo, incluso en el supuesto de una repa- 
ración o de que se llegue a un determinado compromi- 
so. Por tanto, frente a todas aquellas enmiendas, tanto 
del Grupo Popular como del CDS o de Convergencia i 
Unió, que hablaban del equipo técnico como una op- 
ción más entre los servicios o las instituciones que exis- 
tan fuera -están en la comunidad- y dicho equipo 
técnico, nosotros creemos que es a éste al que, obliga- 
toriamente, se le tiene que pedir el informe. Lo que el 
equipo técnico puede hacer es acudir a las asociacio- 
nes de vecinos, a los servicios sociales, a todos los re- 
cursos que haya a nivel social para requerir y filtrar 
la información que se le proporciona desde la sociedad. 
Por tanto, consideramos que, tal y como está redacta- 
do en el texto del proyecto, el papel del equipo técnico 
mejora sustancialmente y ofrece una mayor garantía 
al menor a la hora de tomar decisiones. 

Por último, en lo que se refiere a las medidas cau- 
telares.. . 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Sena- 
dora, que sea de verdad lo de <(por último», puesto que 
está agotado su tiempo. 

La señora. DIAZ VIECO: Sí, señor Presidente. 
Por último, en lo que se refiere a las medidas caute- 

lares, quiero decir que los topes o límites que fijan sus 
señorías son de cuatro o de tres meses, y nosotros con- 
sideramos que es mejor mantenerlo tal y como está con- 
templado en el proyecto, es decir, que un menor deberá 
ser internado por el tiempo imprescindible. Esa medi- 
da se tendrá que revisar mensualmente. Es una garan- 
t ía suficiente para  que no se eternicen los 
internamientos. Porque lo que se calcula normalmen- 
te, tal y como se han estructurado los plazos en este 
procedimiento, es que un juicio venga a durar aproxi- 
madamente entre un mes y un mes y medio. Si deci- 
mos que esas medidas se van a revisar mensualmente, 
estamos posibilitando una revisión y estamos dando sa- 
lida a ese sentido que tiene la medida cautelar, es de- 
cir, que sea simplemente cautelar y que no se eternice, 
que nunca sea superior a la medida que el juez pueda 
adoptar luego. 

Hay otra serie de cuestiones que se han suscitado, 
pero, dado que parece ser que me he pasado bastante 

de la hora, agradezco a sus señorías las aportaciones 
que han hecho a todo lo largo de la tramitación de las 
diecisiete reglas y confío en que este proyecto de ley 
sirva de verdad para cumplir el objetivo en el que to- 
dos estamos trabajando, que es la reeducación y la rein- 
serción del menor en la sociedad. 

Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 

¿Turno de portavoces? 
¿Grupos que desean intervenir? 
Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el Senador Gar- 

cía Contreras. 
El señor GARCIA CONTRERAS: Voy a intervenir en 

forma muy breve porque los portavoces que defende- 
mos las enmiendas hemos llegado al compromiso de 
ser lo más siiitéticos posible a causa de la cuestión de 
los billetes de viaje de las señoras y señores Senado- 
res, y, lógicamente, queremos respetar ese compromi- 
so. Voy a intervenir, pues, con brevedad, como decía. 

’No pretendo entrar en una discusión, punto por pun- 
to, de los explicitados por las Senadoras que me han 
precedido en el uso de la palabra, pero, con todos los 
respetos a su gran aportación técnica y política, con 
el sentido de aclaración de las propuestas que hemos 
hecho los grupos, quiero matizar dos o tres cosas, y no 
es querer meter el dedo en la llaga, sino, simplemente, 
manifestar el porqué de nuestros razonamientos ante- 
riores. 

Se ha dicho que la Policía pone al menor a disposi- 
ción del juez. Si hay indicios de criminalidad, o piensa 
que el menor se puede fugar, han dicho, el juez puede 
retener al menor; después -han dicho también-, el 
juez pedirá los informes técnicos. Señorías, yo les ha- 
go, simplemente, una pregunta: ¿Eso qué es? ¿Cómo 
se llama? 

cias, señora Senadora. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 

Tiene la palabra la Senadora Vindel, en nombre del 
gracias, señor Senador. 

Grupo Popular. 

La señora VINDEL LOPEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Brevemente, hago uso de la palabra, para manifes- 
tar un par de cosas a la Senadora Díaz Vieco. Ella nos 
ha dicho que hay que cuidar mucho las especificida- 
des que rodean al menor. Estamos absolutamente de 
acuerdo, Senadora. Ahora bien, usted se opone al mo- 
delo procesal que nosotros proponemos. 

Le quiero decir que la sentencia del Tribunal Cons- 
titucional declara nula la función de reforma, que es 
la que se ejercita a través del procedimiento, no así la 
función de protección. Por tanto, no se nos puede in- 
vocar, de contrario, el que protejamos más o menos al 
menor, ni muchísimos menos. Efectivamente, el mode- 
lo ?rocesal propuesto por el Partido Popular sí, dando 
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respuesta, desde luego, a la sentencia del Tribunal 
Constitucional. Usted me dice que deberíamos haber 
planteado la necesidad de que haya dos jueces. (En se- 
rio lo cree usted así? ¿Es que ustedes nos iban a votar 
eso, acostumbrados como nos tienen a que no nos vo- 
ten absolutamente nada? Eso, en primer lugar, y en se- 
gundo, Senadora, ¿para qué? Yo me estoy remitiendo 
constantemente a la Ley Orgánica 711988; no hay nin- 
guna necesidad, pero tampoco hay necesidad de con- 
fundir. 

Un acusador nunca será un buen defensor. Un fiscal 
que inicialmente protege al menor y que, posteriormen- 
te, califica y enjuicia la conducta del menor, no puede 
defenderle correctamente, ni muchísimo menos, pero 
ya que hablamos del fiscal, y usted ha citado al Fbcal 
General del Estado, yo quiero leerle un párrafo muy 
pequeñito de la Memoria del Fiscal General, que está 
en la página 313, que recoge la sugerencia del Fiscal 
de Madrid, y dice: «La figura del fiscal, con su triple 
función de garante de la legalidad, protector del me- 
nor y superior vigilante de las actuaciones de las enti- 
dades públicas, es quizá la figura más importante en 
toda esta materia» -naturalmente, se refiere a la ma- 
teria de menores- <<y, contradictoriamente, es la úni- 
ca a la que se ha privado de los medios necesarios para 
cumplir esos específicos fines». 

Verdaderamente van a hacer ustedes bueno el dicho 
de que el papel todo lo aguanta. No hacen más que car- 
gar de más trabajo al Ministerio Fiscal, y todavía no 
se han dado cuenta de los problemas de infraestructu- 
ra y de medios materiales que ellos mismos tienen, y 
que ya hasta reconoce el Fiscal General por escrito. 

Por último, Senadora, le diré que voy a ser muy beli- 
gerante con el tema de las 72 horas de la detención del 
menor. Me parece muy bien que los funcionarios poli- 
ciales y fiscales, abogados, jueces, y demás, tengan sen- 
sibilidad. Las sensibilidades personales me parecen 
muy bien, pero, señoría, por si esas sensibilidades per- 
sonales fallan, y como lo que abunda no daña, no ven- 
dría mal, desde luego que en esta ley se dijera que en 
el plazo máximo de 24 horas el menor pasará a dispo- 
sición judicial para que el juez decida. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 
cias, señora Senadora, (Un señor Senador pide la 
palabra.) 

No; no vamos a dividir el turno de portavoces. Re- 
cuerden que, además, hay un compromiso, ya imposi- 
ble -creo- de cumplir, que es el de terminar a las dos 
de la tarde, cuando todavía estamos iniciando los 
debate s. 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra la Senado- 
ra  Díaz Vieco. 

La señora DIAZ VIECO: Gracias, señor Presidente. 
Senador García Contreras, a lo largo de toda mi in- 

tervención, salvo que me haya traicionado el subcons- 
ciente, he tratado de dejar claro que estamos ante un 

supuesto de intervención judicial. Todo el proceso se 
desarrolla de acuerdo con un procedimiento judicial, 
y lo que no hacemos es tener en cuenta un tribunal ad- 
ministrativo, como sus señorías plantean, y eso es lo 
que dificulta los distintos planteamientos. 

Senadora Vindel, voy a responderle de forma muy 
breve porque quiero cumplir con los plazos previstos. 
Y o  sabía que ustedes lo habían planteado en el Con- 
greso como una posibilidad, concretamente por el Di- 
putado Jordano. Yo sabía, y se lo decía, que era difícil 
que se aceptara porque es inviable. En juzgados como 
en Madrid y Barcelona, es decir, en grandes juzgados 
donde tienen muchísimo trabajo, sí se puede plantear, 
pero en el resto de los sitios es mucho más complica- 
do dar esa respuesta, y la respuesta que tenemos que 
dar ha de ser global. Pero el papel que va a tener o que 
tiene en esta cuestión el fiscal, y que yo  he dicho, su 
señoría posiblemente no haya llegado a entenderlo; he 
señalado que en este proceso de menores su papel fun- 
damental no va a ser el de acusador, sino el de protec- 
ción y el de garante de los derechos del menor. 

Además, me gustaría puntualizar algo. Cuando el Tri- 
bunal Constitucional habla sobre la nulidad del artí- 
culo 15, es decir, de los supuestos de reforma, 
evidentemente no se refiere a la protección porque és- 
ta es una competencia que ya se transfirió a las comu- 
nidades autónomas. No tiene, pues, sentido que hable 
de protección, por eso no tiene nada que ver con que 
el fiscal en este procedimiento asuma su papel de ga- 
rante de los derechos del menor, sin tener nada que ver, 
tampoco, sin ser contradictorio con el papel que sus 
señorías pretenden de acusador, exactamente. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas Artículo 
gracias. segundo 

Pasamos al debate del grupo segundo, del artículo Grupo 11 

segundo. Habiendo sido dadas por defendidas las en- 
miendas del Grupo Mixto y de los Senadores Mesa No- 
da y Dorrego, del mismo Grupo, así como la enmienda 
8 1, del Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos, pa- 
samos al debate de las enmiendas del Grupo de Con- 
vergencia i Unió. Son las números 128 a 132. 

Tiene la palabra la Senadora Alemany. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Muchas gracias, se- 
ñor presidente. 

La enmienda número 128 hace referencia a la reso- 
lución por parte del Juez de Menores, y pretende aña- 
dir un párrafo. Al hablar de la edad, nosotros creemos 
que sería mejor decir que «cuando el mayor de 16 años 
haya cometido un delito, cuya pena prevista en el Có- 
digo Penal fuera igual o superior a la de prisión ma- 
yor, la duración máxima de la medida será de cinco 
años, atendiendo a la edad del menor y a sus circuns- 
tancias personales. )> 

Esta enmienda es coherente con la número 136, tam- 
bién de nuestro Grupo de Convergencia i Unió, y se re- 
fiere a la posibilidad de que los jueces de Menores 



- 6204 - 
SENADO 14 DE MAYO DE 1992.-Nu~. 114 

conozcan de los delitos cometidos por los mayores de 
16 a 18 años, a los que el Código actual da un tratamien- 
to desde un punto de vista penal. Sin embargo, consi- 
deramos que para dicho período de edad, de 16 a 18 
años, debería de haber una gradación de mayor seve- 
ridad, pero siempre dentro de la jurisdicción de me- 
nores, que establecemos en un máximo de cinco años, 
lo que en el Código Penal sería normalmente de seis 
a doce años. 

La enmienda número 129 ha sido formulada a efec- 
tos de modificar el apartado 3." del artículo segundo, 
y propone que el tiempo máximo de suspensión del fa- 
llo fuera de un año. La justificación de esta enmienda 
se basa en que nosotros creemos que el tiempo máxi- 
mo de suspensión del fallo debe limitarse a un año, de 
acuerdo con el principio de justicia rápida y con la fi-  
nalidad pedagógica que ha de tener la justicia de me- 
nores, puesto que, en caso contrario, si se incumplieren 
por el menor las condiciones impuestas para la suspen- 
sión del fallo, después de transcurrido un largo perío- 
do de tiempo, la revocación y, por consiguiente, el 
cumplimiento de la medida en su día acordada, podría 
resultar ya extemporánea para los fines educativos que 
se persiguen. 

Presentamos la enmienda número 130 a efectos de 
modificar el apartado 4 del artículo segundo con la si- 
guiente redacción: «Contra las providencias y contra 
los autos de resoluciones de los Jueces de Menores que 
pongan fin al procedimiento cabrán todos los recursos 
previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

En el caso del recurso de apelación ante la Audien- 
cia Provincial, se interpondrá en el plazo de diez días 
contados a partir de su notificación.» El objetivo de es- 
ta enmienda es proporcionar al menor mayores posi- 
bilidades de recursos judiciales. De acuerdo con la 
redacción inicial del proyecto, el menor sólo tiene po- 
sibilidad de recurso de apelación. La enmienda intro- 
duce la posibilidad del recurso de queja y del de 
reforma, de acuerdo con la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. 

Presentamos la enmienda número 131 a efectos de 
suprimir el apartado 5 del artículo segundo, en cohe- 
rencia con la enmienda número 130, donde incluíamos 
el recurso de reforma contra las providencias de los 
jueces. 

Con la enmienda número 132 pretendemos modifi- 
car el artículo segundo, cuatro, sustituyendo el térmi- 
no «desarrollo» por el de «evolución». Consideramos 
necesario sustituir el término «desarrollo», ya que és- 
te se refiere a la edad biológica, mientras que la pala- 
bra «evolución» denota mejor la referencia a la 
conducta que es, en definitiva, lo que se pretende 
valorar. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Gra- 

Tiene la palabra el Senador Díaz de Mera para la de- 
cias, seiiora Senadora. 

fensa de las enmiendas números l l l a 114 del Grupo 
Popular. 

El señor DIAZ DE MERA GARCIA-CONSUEGRA: 
Sracias, señor Presidente. 

Senadora Díaz, ya que no me ha hecho usted gracia 
de su atención en lo que se refiere a las diez enmien- 
das que he presentado, le voy a facilitar el trabajo dan- 
do ahora por defendidas las cuatro que siguen. Pero, 
para que -en términos muy vulgares y también muy 
afectuosos- no se vayan ustedes de rositas, quiero que 
se me permita también la oportunidad de hacer des- 
pués una interpretación filosófica de la exposición de 
motivos, ya que usted ha pasado revista a las filosofías 
de los demás Grupos con respecto a esta ley. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Termi- 
nado este debate, tiene la palabra la Senadora Tesoro 
Amate. 

La señora TESORO AMATE: Señor Presidente, seño- 
rías, yo también voy a referirme a los apartados tres, 
cuatro, cinco y seis del artículo segundo de un modo 
global. 

Para situarnos en dónde estamos, una vez que hemos 
visto las normas de competencias y las reglas para el 
procedimiento, les diré que vamos a pasar al estudio 
del procedimiento desde que el juez de menores dicta 
la resolución y las medidas a adoptar hasta llegar a las 
disposiciones adicionales, transitorias y finales. 

Y digo esto porque, a lo largo de este debate, que ya 
ha sido bastante extenso, quizá las personas que no ha- 
yan podido seguirlo en su totalidad, no sepan en qué 
momento del mismo estamos, qué vamos a tratar aho- 
ra y por qué lo vamos a tratar.-Los portavoces que me 
han precedido en el uso de la palabra también se han 
referido a la sentencia que declaraba inconstitucional 
el artículo 15 de la Ley de Tribunales Tutelares de Me- 
nores, a la existencia de múltiples decisiones interna- 
cionales a ese respecto, e incluso al informe del 
Defensor del Pueblo que nos señala las deficiencias del 
procedimiento existente. 

Volvemos a decir, porque nos parece importante, y 
aunque se haya repetido hasta la saciedad, que con es- 
ta ley la regulación del menor no queda establecida por 
completo, es decir, no es la ley de menores que preten- 
demos, y creo que en eso estamos de acuerdo todos los 
Grupos, sino que se trata de una regulación urgente y 
puntual que intenta dar cumplimiento al mandato del 
Tribunal Constitucional. Se trata, nada más y nada me- 
nos, de que los juzgados de menores dispongan de un 
proceso de nueva creación que contenga las garantías 
derivadas de nuestro ordenamiento constitucional tal 
como exige la sentencia. 

El objetivo esencial de todos y cada uno de los ar- 
tículos que hoy estamos tratando aquí es el bien y el 
interés del menor, y a eso van encaminadas, tanto las 
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reglas procesales, como las medidas que el juez podrá 
aplicar. 

Si a nosotros nos parece que lo más inédito -aunque 
esto también haya sido enmendado- de estas normas 
que estamos tratando es la posibilidad de suspensión 
del fallo por un tiempo determinado hasta un máximo 
de dos años, en el supuesto de las medidas de interna- 
miento es una especie de sometimiento a prueba del 
menor que permite que la pena mayor que se le pueda 
imponer pueda no cumplirse si él ofrece garantías de 
llevar una conducta diferente, aparte de las posibili- 
dades de revisión. Siempre el juez deberá valorar ra- 
zonadamente -esto lo venimos reiterando los 
portavoces de los distintos grupos-, desde la exclusi- 
va perspectiva del interés del menor, el sentido peda- 
gógico y educativo de la reparación propuesta. Ha 
habido algunos portavoces a quienes, aunque hayan da- 
do por defendidas sus enmiendas, les parecía que esa 
reparación extrajudicial no debe estar sometida al 
acuerdo del menor infractor con los posibles perjudi- 
cados. Nosotros entendemos que sí debe estarlo, por- 
que si el sentido que tiene la aplicación de esta 
posibilidad de la suspensión del fallo es pedagógico, 
educativo y de integración social del menor, creemos 
que esto tiene mucha más incidencia si el menor ha si- 
do capaz de ponerse de acuerdo. Y no se trata como 
decía el señor Dorrego, de niños de diez años; no olvi- 
demos que estamos hablando de menores entre 12 y 16 
años. No se puede decir que estamos hablando de ni- 
ños de 8 a 10 años, porque en el artículo primero ya 
quedaron aclaradas las competencias de estos tribu- 
nales sobre los actos cometidos por menores entre 12 
y 16 años. La suspensión del fallo está condicionada 
por la reparación extrajudicial acordada entre el me- 
nor y el perjudicado desde la perspectiva exclusiva del 
interés del menor. 

El Senador Mesa Noda, que ha dado por defendida 
su enmienda número 142, habla en ella de cómo deben 
ser esas medidas a aplicar, y nos dice que deben ser 
en interés del menor, propuestas por los servicios pú- 
blicos dedicados a la atención de la infancia, globales, 
integrales y lo más cercanas a su entorno. 

Estamos de acuerdo en la filosofía que subyace en 
esta enmienda, pero creemos que no basta con decir 
cómo deben ser esas medidas, sino que deben enume- 
rarse todas y cada una de ellas. Así, el apartado tres, 
números 1 , 2  y 3, está totalmente de acuerdo con lo ex- 
presado por el Senador Mesa Noda al señalar también 
su señoría que los caracteres generales propuestos se- 
rán en interés del menor en instituciones públicas ade- 
cuadas -las que tengan las comunidades autónomas- 
cercanas al entorno del niño. Y en el apartado tres del 
artículo segundo, en el primer párrafo del número 1,  
se dice, igual que dice su señoría, que se valorarán las 
necesidades del menor, su entorno familiar y social y 
su personalidad. Creemos que no basta con decir có- 
mo deben ser esas medidas, sino que hay que decir tam- 
bién cuáles son. 

En cuanto a la enmienda número 67 del Grupo Mix- 

to a este mismo artículo cuya motivación es que el con- 
junto de las actuaciones se dirija a obtener un 
conocimiento exacto de la realidad del menor, enten- 
demos que dicho conocimiento queda suficíentemen- 
te garantizado porque en dicho artículo se dice 
textualmente que se apreciarán las pruebas practica- 
das, las razones expuestas por el fiscal, por la defensa 
y por el menor, y que también se valorará la gravedad 
de los hechos, la personalidad, la situación, y las nece- 
sidades del menor y su entorno. 

La enmienda número 68 vuelve a hacer referencia a 
que se suprima «... siempre que, de común acuerdo...)). 
Como en todo el proyecto es esencial la idea educati- 
va, pretendemos conseguir la socialización del menor 
en el sentido de que éste sea capaz de pactar con los 
posibles perjudicados esa reparación extrajudicial. 
Aunque hay casos en que el juez incluso podría revo- 
car la suspensión del fallo si ve que no se da cum- 
plimiento, entendemos que en el texto quedan suficien- 
temente garantizadas las medidas de seguimiento del 
cumplimiento de lo acordado. 

La enmienda número 33, del Senador Dorrego, tam- 
bién propone lo mismo: suprimir la palabra «extraju- 
dicialn. Volvemos a decir que, como lo que se persigue 
es la reincorporación del menor a la sociedad y la re- 
paración extrajudicial es una medida educativa, el pro- 
yecto faculta al juez para revocar la suspensión del 
fallo cuando el menor incumpla esa reparación. 

En lo que se refiere a las enmiendas números 34 y 
35, entendemos que al no prever la remisión al órgano 
judicial competente, se condiciona negativamente el co- 
rrecto ejercicio de las funciones del juez. 

El Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos ha re- 
tirado su enmienda número 80. Y ya hemos llegado a 
las enmiendas de Convergencia i Unió números 128, 
129, 130 y 131. 

En la enmienda número 128 hay dos cosas en las que 
no estamos de acuerdo. En primer lugar, entendemos 
que este conjunto de reglas procesales no se aplican 
a mayores de 16 años, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 8.2 del Código Penal. Además, en el artículo 
al que nos referíamos antes, cuando se habla de las 
competencias de estos juzgados, se está hablando de 
menores entre 12 y 16 años que es lo que establece la 
mayoría de edad penal. También creemos que el tér- 
mino «acuerdo» revela mejor las características de es- 
tas reglas procesales donde hay una participación más 
activa del autor de los hechos delictivos en el desarro- 
llo del proceso. 

Entendemos que la limitación de los dos años sólo 
es para el internamiento en centros de reforma al cons- 
tituir el proyecto básicamente un conjunto de reglas 
procesales y sólo se adoptan las imprescindibles refor- 
mas sustantivas que garantizan los derechos del menor. 

En la enmienda número 129, relativa a la suspensión 
del fallo, el Grupo de Convergencia i Unió propone que 
el tiempo determinado máximo sea de un año. Noso- 
tros pensamos que desde la perspectiva exclusiva del 
interés del menor limitar a un año sería quizá dema- 
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siado poco. No parece que se deba limitar temporal- 
mente tanto el estímuio de conductas tendentes a su 
integración. Decíamos que la suspensión del fallo era 
un cierto método de prueba para ver cómo se compor- 
ta en ese tiempo y se puede revocar, máxime cuando 
el juez tiene facultades para imponer un límite 
temporal. 

Sobre la enmienda número 130 diré que entendemos 
que las reglas procesales de menores tienen identidad 
propia y, desde luego, diferente del procedimiento cri- 
minal al que se ha aludido aquí. El proyecto, con los 
recursos y plazos que regula, garantiza suficientemente 
la revisión de la resolución judicial y su regulación obe- 
dece a la agilidad y celeridad que inspiran estas reglas. 

Respecto al Grupo Popular, que tiene presentadas las 
enmiendas números 111 a 114, debo decir lo nsismo. 
El proyecto ha limitado a dos años la estancia en cen- 
tros de reforma para garantizar así el derecho del me- 
nor y creemos que ese límite no procede con otras 
medidas que son educativas o formativas. El proyecto 
permite así al juez, después de la comparecencia, adop- 
tar diversas medidas entre las que está remitirle a ins- 
tituciones administrativas para su educación, pero 
después de haber agotado unos trámites que garanti- 
cen la idoneidad de la decisión. 

En cuanto a sustituir el término «acuerdo», por el 
de «resolución», creemos que está más en consonan- 
cia con todo el espíritu y la filosofía que anima este pro- 
yecto de ley, que lo que se diga sea «acuerdo». 

Con relación a la enmienda número 114 con la dota- 
ción de Recursos que se contemplan en el texto, cree- 
mos que están suficientemente garantizados los 
derechos del menor, en el caso en que no estén de 
acuerdo con lo dictado por el juez, él o su representante 
legal. 

Vamos a pasar a una de las partes más novedosas de 
este proyecto de ley: la que trata de las medidas que 
podrá acordar el juez de menores y la posibilidad de 
dejar sin efectos o reducir esas medidas. Que una per- 
sona sea menor de edad penal, no significa que esté a 
salvo de la acción punitiva de la sociedad, sino sólo que 
no se le puede aplicar la legislación de los adultos. En 
España, los infractores menores de 16 años y mayores 
de 12 quedan sometidos, como se ha dicho aquí, a los 
Tribunales de Menores, los cuales no imponen penas 
sino medidas tendentes a la integración social del me- 
nor. La sociedad presupone que el menor de edad no 
posee todavía capacidad de discernimiento, sino que 
obra por el influjo que le rodea ante el cual no está to- 
davía en condiciones de oponerse y superarlo. Por ello, 
se le imponen medidas dirigidas a reorientarle, a ayu- 
darle a compensar esas circunstancias adversas. No 
hay una función retributiva de sanción o de castigo; lo 
que se persigue es la búsqueda de la educación y la co- 
rrección de los menores. Estamos ante una de las pe- 
culiaridades de la ley, como es la de que los jueces 
adopten medidas específicas para conseguir, como se 
ha venido repitiendo, la integración social del menor, 

y la configuración de un procedimiento especial, que 
ya se ha visto. 

Si en el apartado tres.3 del artículo segundo, la in- 
novación estaba en la posibilidad de la suspensión del 
fallo, en el apartado cuatro de este mismo artículo, lo 
más inédito y llamativo es la posibilidad de que aun 
impuestas las medidas por un tiempo determinado, és- 
tas se vean reducidas y aun dejadas sin ulteriores efec- 
tos a petición del fiscal o del representante del menor, 
a la vista de los informes que se emitan sobre su desa- 
rrollo y evolución. 

Cuando estamos hablando del interés del menor, es- 
tamos hablando de una filosofía política y jurídica. 
Asistimos en estas últimas décadas a una transforma- 
ción importante por lo que respecta al menor que ha 
pasado de ser objeto o propiedad de los padres en una 
primera etapa a una segunda etapa en que se les con- 
sidera objetos dignos de protección y a una tercera eta- 
pa, en la que es sujeto de derechos y responsabilidades, 
claramente explicitados en relación con la familia y la 
comunidad. 

Vemos que la atención a la infancia ha adquirido una 
importancia fundamental en estos últimos tiempos. 
Querría referirme a dos cuestiones que me parecen im- 
portantes aunque sea muy de pasada; comentar las me- 
didas propuestas y, sobre todo, los principios 
innovadores que se han introducido mediante una en- 
mienda transaccional, acordada en Comisión con Con- 
vergencia i Unió, relativa a las medidas que podrán 
adoptar los jueces de menores. 

También deseo advertirles de un error que supone- 
mos es de imprenta. En el apartado cuatro, 7.a, de es- 
te artículo segundo se dice: «ingreso en régimen 
abierto, semiabierto o cerrado.» En lugar de una con- 
junción copulativa, debe figurar una coma, tal como 
expresaba la Senadora Alemany en Comisión. 

Quisiera hacer rgferencia a una de las cuestiones que 
nos parecen más novedosas en este artículo. En el apar- 
tado cuatro, 5.a, se dice: «prestación de servicios en be- 
neficio de la comunidad.), Si hemos estado repitiendo 
esta mañana, en Comisión y en Ponencia, que lo que 
pretendíamos era el interés del menor y que cuando 
éste ha cometido alguna infracción reparara a los per- 
judicados por su falta, entendemos que una acción so- 
lidaria llevada a cabo por organizaciones no 
gubernamentales, a través de los servicios sociales del 
municipio y de la comunidad, (educativos, deportivos, 
medioambientales, etcétera), sería una medida muy im- 
portante y muy innovadora. Por ello, hemos introdu- 
cido la prestación de servicios en beneficio de la 
comunidad, porque creemos que dentro de todas las 
medidas, quizá la más reeducativa y la que propicie la 
integración social (no ya con lo que decíamos que que- 
daba sometido a la suspensión del fallo si se lograba 
una reparación extrajudicial) sea la de ser capaz de rea- 
lizar un trabajo solidario a favor de la comunidad. 

Por último, querría referirme, aunque también se ha- 
bló en Comisión, al apartado cinco de este artículo se- 
gundo que dice: las medidas adoptadas en las 
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Resoluciones de los jueces de menores. .. podrán ser re- 
ducidas y aun dejadas sin efecto ... El Partido Naciona- 
lista Vasco decía que podrían ser modificadas o 
ampliadas. Creemos que sería una novedad, que per- 
judicaría al menor, si hubiera que revisar su compor- 
tamiento e imponerle una sanción mayor y esto daría 
lugar a otro procedimiento que no procede. Este apar- 
tado cinco no viene, a nuestro entender, más que a 
aunar lo expresado en la resolución del Tribunal Cons- 
titucional, que declaraba inconstitucional esta parte de 
la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, con el in- 
terés y el bien del menor. No entendemos cómo se pue- 
de proponer que se modifique o amplíe una medida. 
Si es una medida a favor del menor, creemos que lo que 
debemos intentar es que cuando se ve el cumplimien- 
to de la medida, o el desarrollo y evolución de ese me- 
nor (estamos hablando de unas edades en que las 
transformaciones psicológicas, sociales y biológicas 
son más rápidas) no debemos ir hacia atrás, sino ir ha: 
cia adelante y establecer la posibilidad de dejarla re- 
ducida y sin ulteriores efectos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Eiayona Aznar): Muchas 

Se abre el turno de portavoces. 
iGrupos que deseen intervenir? (Pausa.) Ninguno. 
Muchas gracias. 
Pasamos a debatir, en primer lugar, las disposicio- 

A las disposiciones adicionales existentes se han pre- 
sentado varias enmiendas que han sido dadas por de- 
fendidas. El Grupo de Convergencia i Unió presenta las 
enmiendas 134 y 135 que suponen la incorporación de 
nuevas disposiciones adicionales. 

Para su defensa, tiene la palabra la Senadora 
Alemany. 

gracias, señora Senadora. 

Disposiciones 
adicionales, nes adicionales. 

derogatorias 
y finales. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Presentamos la enmienda número 134 a los efectos 
de adicionar una disposición en el sentido de que las 
correspondientes administraciones de las comunida- 
des autónomas pondrán a disposición de los juzgados 
de menores los equipos multidisciplinares para el cum- 
plimiento de las funciones asignadas al equipo técni- 
co en la presente ley. 

El proyecto se refiere en diversas ocasiones al equi- 
po técnico y a su intervención en el proceso. Presupo- 
ne de alguna manera su existencia pero no regula su 
creación. Parece lógico que no se creen, y que no exis- 
tan en el propio juzgado de menores, aunque sólo sea 
por razones económicas, puesto que las comunidades 
autónomas competentes en la materia ya poseen equi- 
pos técnicos multidisciplinares compuestos por asis- 
tentes sociales, psicológos y pedagogos. Pero, de todas 
maneras, pensamos que debería quedar reflejado en la 
ley para no entrar después en conflictos. 

Es totalmente innecesaria la duplicidad de equipos 

técnicos pluridisciplinares, unos del juzgado de meno- 
res y otros de la comunidad autónoma, cuando su fi- 
nalidad es la de informar sobre unos mismos menores. 

No cabe confundir los equipos técnicos con los dele- 
gados profesionales técnicos, de los que se habla en la 
disposición adicional quinta del proyecto. Nosotros 
creemos que a estos equipos técnicos multidisciplina- 
res les falta su regulación. Tienen como función facili- 
tar la instancia judicial, además del hecho delictivo, 
circunstancias personales y sociales del menor, etcé- 
tera. En cambio, los delegados profesionales técnicos 
son los que, a instancia judicial o administrativa, rea- 
lizan una función de seguimiento y control del menor 
y proporcionan periódicamente informes socioeduca- 
tivos a la instancia judicial. 

En cuanto a la enmienda número 135, la presenta- 
mos a los efectos de añadir una nueva disposición adi- 
cional con la siguiente redacción: «La ejecución de las 
medidas previstas en esta ley será competencia de los 
organismos de la Administración Pública, de las dife- 
rentes comunidades autónomas que tengan competen- 
cia en la materia.» Se trata simplemente, señoría, de 
una puntualización a lo que se establece en la disposi- 
ción adicional tercera. 

Esta es una enmienda de tipo competencial, con el 
fin de no entrar en conflictos posteriores y respetar las 
competencias que los distintos estatutos atribuyen a 
las respectivas comunidades autónomas. Creemos que 
debe quedar reflejado en la ley la distribución de di- 
chas competencias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Habi- 
da cuenta de que al conjunto de las disposiciones úni- 
camente queda por defender la enmienda 136, también 
de s u  Grupo, que pretende introducir una nueva dis- 
posición transitoria, si el Grupo Socialista va a hacer 
el turno en contra agrupando las tres enmiendas, la Se- 
nadora Alemany puede continuar en el uso de la pala- 
bra para defender la enmienda número 136. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Esta enmienda número 136 la presentamos a los efec- 
tos de adicionar una nueva disposición transitoria, con 
la siguiente redacción: «En tanto que no se modifique 
la mayoría de edad penal, los jueces de menores exten- 
derán su competencia para conocer de los delitos y fal- 
tas cometidas por los mayores de 16 años y menores 
de 18, con aplicación de las normas del Código Penal.» 

La justificación está clara. El objetivo de esta en- 
mienda, en primer lugar, es dotar de contenido la ta- 
rea profesional que están llevando a cabo los jueces de 
menores. Según la legislación actual, los jueces de me- 
nores especializados sólo tienen competencia para co- 
nocer de los delitos y faltas de los menores 
comprendidos entre los 12 y los 16 años. Ello conlleva 
un progresivo abandono de los jueces de menores es- 
pecializados por falta de motivación profesional y del 
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consiguiente sobrecargo de tareas de los que quedan, 
que conlleva una mayor lentitud en el proceso: 

Creemos que el problema se solucionaría aumentan- 
do el período de edad a los 18 años. Hemos quedado 
que esto se haría. Por otra parte, y de acuerdo con la 
enmienda número 128, también responde a finalidades 
de tipo educativo y formativo que deben extenderse 
hasta la mayoría de edad civil. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Muchas 

¿Turno en contra? (Pausa.) 
Tiene la palabra la Senadora Ruiz-Tagle. 

La señora RUIZ-TAGLE MORALES: Señor Presiden- 
te, seré muy breve. 

No voy a entrar en el turno en contra de las enmien- 
das que no han sido defendidas por otros Grupos Par- 
lamentarios porque en definitiva es la misma filosofía 
que ya hemos debatido suficientemente en los vetos. 

Con respecto a las enmiendas presentadas por el Gru- 
po de Convergencia i Unió, las podemos agrupar por- 
que, en definitiva, está tocando tres temas. En primer 
lugar, habla de que los equipos técnicos no están de- 
terminados en este proyecto de ley. Yo no coincido con 
la Senadora Alemany, ya que si en los juzgados de me- 
nores hoy tenemos estos equipos técnicos que están 
funcionando, ¿por qué los vamos a duplicar? Práctica- 
mente estos equipos tienen unas garantías determina- 
das y esperemos que también las tengan en las 
comunidades autónomas en la medida en que se deter- 
mine esto. Además, como no es una fase del proceso 
de reforma procesal no hay por qué duplicarlos. 

Respecto al tema de la ejecución, señoría, no voy a 
entrar en él, no por nada, sino porque creo que es una 
materia que se sale del campo de aplicación de este pro- 
yecto de ley. Podrá ser una materia de la Ley Básica 
del Menor, o de otro tipo de proyecto de ley, pero este 
tema se sale del ámbito de aplicación de la presente ley. 

Por último vuelve usted a tocar el tema de la mayo- 
ría de edad penal. Habíamos dicho que definitivamen- 
te lo dejábamos para el debate del Código Penal. De 
nuevo me remito a los argumentos que en su momen- 
to di. 

gracias, señora Senadora. 

Gracias, señor Presidente, y nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 
gracias. 

El resto de las enmiendas presentadas a las disposi- 
ciones, como he dicho anteriormente, se han dado por 
defendidas. Por tanto, cabría un turno de portavoces 
sobre las disposiciones adicionales, transitorias, dero- 
gatorias y finales. 

¿Algún Grupo desea intervenir? (Pausa.) 
El Senador García Contreras tiene la palabra en nom- 

bre del Grupo Mixto. 

El señor GARCIA CONTRERAS: Muy brevemente, se- 
ñor Presidente. 

Sólo quiero intervenir para decirle con toda sinceri- 
dad a la portavoz del Grupo Socialista que las enmien- 
das que proponemos a estas disposiciones no tienen 
nada que ver con el sentido total. Sencillamente pedi- 
mos medios para que las comunidades autónomas pon- 
gan los equipos multidisciplinares en forma. 

Hay una enmienda importante que, simplemente por 
coherencia con lo que decía su señoría, debieran vo- 
tarle. Yo sé que no nos van a votar ninguna pero esa 
por lo menos sí. Es la número 72 que pretende la crea- 
ción de una nueva disposición final primera-bis, del si- 
guiente tenor: «El Gobierno, en el plazo de un año a 
contar desde el momento de la entrada en vigor de la 
presente ley ... » -no sigo leyendo para no gastar más 
tiempo-. De acuerdo con sus palabras relativas a que 
ahora mismo iban a traer la ley, y con los criterios que 
manifestó al señor Dorrego para que retirara su pro- 
pio veto, creo que esa enmienda podrían votarla favo- 
rablemente, porque nosotros decimos un año, y ustedes 
dicen que en el período de legislatura. Por lo menos ten- 
gan e1,gesto de votarnos siquiera una enmienda de las 
que hemos presentado. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Muchas 

{Algún otro Grupo desea utilizar este turno de por- 

La Senadora Ruiz-Tagle, en nombre del Grupo Socia- 

gracias, señor Senador. 

tavoces? (Pausa.) 

lista, tiene la palabra. 

La señora RUIZ-TAGLE MORALES: No quisiera ha- 
berlo utilizado en aras a la brevedad pero no tengo más 
remedio que contestar, por cortesía parlamentaria, al 
Senador García Contreras. 

El dice que por qué, por lo menos, nosotros no les 
votamos alguna enmienda de acuerdo a nuestra inten- 
cionalidad de traer esa ley básica del Menor a esta Cá- 
mara en el tiempo que yo había dicho con anterioridad 
y que eso sería una muestra. 

Senador García Contreras, en primer lugar yo creo 
que sería al revés. El año es superior al plazo en que 
yo me he pronunciado en esta Cámara, y nos ha demos- 
trado la experiencia parlamentaria que el fijar plazos 
en los textos legales de cumplimiento o no de una nor- 
ma, después no se adapta a la realidad. Entonces, mi 
promesa es mejor en el sentido de que en esta legisla- 
tura traeremos la Ley básica del Menor, pero no supo- 
ne mayor garantía recogerlo en una disposición final. 

Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 
gracias. 

Las enmiendas a la Exposición de motivos han sido 
dadas por defendidas. Por tanto, si el Grupo Socialis- 
ta desea hacer un turno en contra, ... (Denegación.) 

No hay turno en contra. Gracias. 
Entramos, por tanto, en el debate del Título del pro- 

yecto de ley al que existe una enmienda del Senador 
TITULO 
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Dorrego que, como ha manifestado anteriormente, de- 
sea defender. (El señor Díaz de Mera García-Consuegra 
pide la palabra.) 

El Senador Díaz de Mera tiene la palabra. 

Exposici(,n 
de motivos chas gracias, señor Presidente. 

El señor DIAZ DE MERA GARCIA-CONSUEGRA: Mu- 

Me parece que es reglamentario, y si no, por favor, 
le ruego que así lo interprete, que haya turno de por- 
tavoces en la Exposición de motivos, con independen- 
cia de que no se hayan presentado enmiendas. Si fuese 
así, deseo hacer uso de ese turno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Cier- 
tamente es reglamentario. Se han dado por defendidas 
las enmiendas y puede haber un turno de portavoces. 
Por tanto, tiene derecho su señoría a intervenir en tur- 
no de portavoces sobre la exposición de motivos. 

El señor DIAZ DE MERA GARCIA-CONSUEGRA Se- 
ñor Presidente, señorías, Senador Ruiz Mendoza, si me 
concede usted su atención -como está tan inquieto es- 
ta mañana-, podré darle las gracias por la cita en la 
presentación de la ley y también por su magisterio. Mu- 
chas gracias. 

Aunque mi Grupo no ha enmendado la exposición de 
motivos de este proyecto de ley, sí ha presentado un 
bloque de alternativas a su articulado, 27 en total, que 
dan idea a la Cámara del grado de satisfacción que nos 
produce. Son alternativas que hemos intentado defen- 
der, en Comisión de Justicia primero y en el Pleno des- 
pués, sin obtener la menor concesión por parte del 
Grupo Socialista, 

No me extraña, señorías, y no es de extrañar un com- 
portamiento tan peculiar, por venir de donde viene. Es- 
tamos ya muy acostumbrados a reñir con el sentido 
común por someternos a unas situaciones convencio- 
nales que quieren tener apariencia parlamentaria. No 
podemos, no debemos, en rigor, emplear ocho horas en 
dos trámites parlamentarios para debatir la nada. Las 
enmiendas que ha tenido el texto del Gobierno han si- 
do cerca de 140 y, con independencia de las presenta- 
das por el Grupo Socialista, sólo ha sido admitida la 
133, transaccionada del Grupo de Convergencia i Unió, 
dudosísima en su discusión, como saben los señores Se- 
nadores que asistieron a la tediosa sesión del pasado 
jueves, pero, eso sí, profunda y gloriosa. Entre otras 
cosillas -y no es mía la frase-, han aceptado ustedes 
una transacción al artículo segundo, cuarto, en los si- 
guiente términos: donde decía «de régimen abierto y 
semiabierto o cerrado», ahora, gracias a su generosí- 
sima concesión, dirá ingreso en un centro «en régimen 
abierto y semiabierto o cerrado». Han aceptado uste- 
des, nada más y nada menos, que el cambio de la pre- 
posición «den por la preposición «en». Ocho horas de 
debate, señorías, para aceptar la transacción de dos le- 
tras, la «e» y la an», que, pronunciadas en ese orden, 
suenan como «en». 

Pero no es sólo la constatación de la realidad lo que 

nos produce escozor, lo que produce escozor al siste- 
ma democrático y, para que no se enfaden mucho, me- 
jor al sitema reglamentario. Lo quiero decir así. Es que 
una de las Senadoras socialistas, respetabilísima, que 
han sido designadas para debatir este proyecto de ley 
nos ha dicho que, como ahora no es posible producir 
una ley «ex novo», que sería lo bueno, debemos acep- 
tar a cambio este combinado jurídico-administrativo 
para evitar el vacío legal después de la ya tan conoci- 
da y debatida sentencia de inconstitucionalidad. Y ha 
dicho la Senadora -y lo dijo en la Comisión del otro 
día- que ello es así para ir produciendo consenso pre- 
paratorio de la nueva, buena y verdadera ley -los ad- 
jetivos son míos; la Senadora que he referido y que no 
nombro porque sabe que la respeto, sólo es responsa- 
ble del invocado consenso-. ¡Qué barbaridad, seño- 
rías, qué lenguaje más doblado! Ustedes, más 
obedientes que rigurosos, reiteran y reiteran renglo- 
nes escritos con mano firme, y muy pocas veces res- 
ponden a argumentos con razones. 
Yo, que no tengo la última palabra en este trámite 

parlamentario, les invito, y más que les invito, les rue- 
go que respondan, que nos digan algo que contribuya 
a clarificar esa conducta parlamentaria francamente 
tan bochornosa. Creo que es un empeño imposible, pe- 
ro no obstante, lo reitero. Si no es un empeño imposi- 
ble, estamos en trance de parálisis de la razón. 

Como ya ha quedado establecido, señorías, la posi- 
ción del Partido Popular es muy coincidente con la fi- 
losofía de la sentencia 36/91, de 14 de febrero, que 
declara inconstitucional el artículo 15 de la Ley de Tri- 
bunales Tutelares de Menores, y con el acuerdo de jue- 
ces de menores producido el pasado 7 de marzo. 

Como ya hemos explicado claramente la Senadora 
Vindel y yo, nosotros queríamos y queremos acomo- 
dar la cuestión de competencia a la relación definitiva 
del Código Penal. Nosotros queremos equiparar el co- 
metido del juez de menores al del juez de instrucción. 
Nosotros queremos dar una justa importancia al fis- 
cal, pero no más que al propio juez. Nosotros quere- 
mos acomodar la medida cautelar a la quinta parte de 
la pena máxima. Nosotros entendemos que el impulso 
de proceso ha de corresponder al juez, y que debe ser 
éste quien dicte las resoluciones que procedan. Noso- 
tros pretendemos que la tarea del equipo técnico sea 
la que deba ser, pero que no asuma funciones que tie- 
nen establecidas como propias el Ministerio Fiscal y 
el propio juez. 

Omito todo lo que queremos porque ya es bien cono- 
:ido por sus señorías. Como ven, no se trata de preten- 
siones absurdas o irracionales. Queríamos y queremos 
hacer una ley con todos ustedes que, subsanando la in- 
constitucionalidad sentenciada del viejo decreto de 
1948, conceda al menor y a la sociedad que le acoge un 
amparo jurídico real e inequívoco, ausente de pater- 
nalismos y de medias tintas procesales. 

Vean con reiterada exposición lo que queremos. Lo 
que no queremos, señorías, es que nos confundan y, me- 
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nos aún, que nos engañen. No mencionen consensos le- 
gislativos que están muy lejos de practicar. 

Termino inmediatamente, señor Presidente. 
Digan claramente: no perdáis el tiempo enmendan- 

do, por muy razonables que sean vuestras propuestas 
alternativas. Siguen ustedes desvirtuando el papel del 
legislativo. La soberanía de ninguna manera está en la 
carretera de La Coruña, ni tampoco está en los pala- 
cios de Justicia, la soberanía está aquí, aquí y aquí, no 
solamente ahí. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): 

En nombre del Grupo Socialista, tiene la palabra la 
Gracias. 

Senadora Ruiz-Tagle. 

La señora RUIZ-TAGLE MORALES: Señor Presiden- 
te, señorías, voy a hacer uso de la palabra muy breve- 
mente, ya que me siento obligada no sólo a intervenir, 
sino también a ocupar la tribuna, porque yo, señor Pre- 
sidente, no salgo de mi asombro al escuchar cómo en 
un turno de portavoces de una exposición de motivos 
que, de acuerdo, no está enmendada por el Grupo Po- 
pular, en vez de ceñirse a lo que se habla en la exposi- 
ción de motivos, utiliza el turno el señor portavoz del 
Grupo Popular para entrar en una serie de descalifi- 
caciones sin fundamento alguno y en términos gene- 
rales de toda una política determinada, descalifica- 
ciones en términos absolutos y sin tener nada que ver 
con el debate que nos trae hoy aquí sobre este proyec- 
to de ley de menores. 

Su señoría dice -entrando en algunas puntualiza- 
ciones- que es un proyecto que no ha sido enmenda- 
do, que sale como le da la gana al Partido Socialista, 
al Gobierno, y que nosotros hacemos un uso indebido, 
según su señoría entiende -con lo que yo no coiincido- 
de la soberanía popular y de la democracia, con el que 
no está de acuerdo. Pues me alegro mucho no estar de 
acuerdo con usted en lo que se refiere a un sistema de- 
mocrático y en 10 que se refiere a dónde está la sobe- 
ranía del pueblo, porque eso quiere decir que mi Grupo 
Parlamentario y yo, señoría, estamos en el buen cami- 
no. Porque no vale utilizar la plataforma de este Par- 
lamento, que es muy serio., para traer aquí una política 
de descalificación como si estuviéramos dando un mi- 
tin cada uno en su sitio. 

Cuando se habla en la Cámara, señoría, como repre- 
sentante del pueblo, yo creo que tenemos que decir la 
verdad, que es nuestra obligación moral y política, y 
la verdad, señoría, es que este proyecto de ley ha sido 
enmendado en la otra Cámara y en ésta con sugeren- 
cias de todos los grupos parlamentarios, del suyo tam- 
bién, señoría, y ha sido transado con todos los demás 
grupos parlamentarios, con el de Senadores Naciona- 
listas Vascos, con el de Convergencia i Unió, y ha que- 
dado un proceso que nosotros consideramos que es el 
modelo de una justicia de menores, pero nada más, se- 
ñoría. Porque usted puede decir que no está de acuer- 

do con ese proceso por este, este y este punto, pero lo 
que no vale es entrar en descalificaciones generaliza- 
das y, por supuesto, y como quiero que sea éste un tur- 
no de portavoces, no voy a entrar a reabrir el debate 
como usted ha intentado al final, analizando regla por 
regla. Yo creo que el debate está finalizado, lo hemos 
tenido no solamente en Ponencia y en Comisión sino 
también aquí esta mañana durante cinco horas y si al 
final ustedes y nosotros no nos vamos a poner de acuer- 
do sobre este tema, yo creo que todo el mundo lo en- 
tiende: su electorado, el nuestro y lo que es más 
importante, la sociedad española. 

Gracias. (Aplausos en los bancos de la izquierda.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): TITULO 
Gracias. 

Tiene la palabra el Senador Dorrego para defender 
la enmienda relativa al Título del proyecto de ley. (El 
señor Díaz de Mera García-Consuegra pide la palabra.) 

Senador Díaz de Mera, era un turno de portavoces 
sobre ,la Exposición de motivos y su debate ya  ha ter- 
minado. 

Tiene la palabra el Senador Dorrego para defender 
la enmienda acerca del Título del proyecto de ley. 

Gracias. 

El señor DORREGO GONZALEZ: Señor Presidente. 
Realmente, como creo que conoce la Presidencia, hay 

presentada una enmienda transaccional, pudiéramos 
decir a mi enmienda. Esta enmienda no ha tenido más 
interés en presentarse por este Senador que hacer via- 
ble una mejora técnica de la ley porque se llegaba a la 
incongruencia de que dos leyes publicadas en distin- 
tos años, una en 1948 y otra en el momento actual, iban 
a tener el mismo título con la enmienda del Partido So- 
cialista. Por tanto, en una lectura atenta de esa ley he- 
mos llegado a la conclusión de que había que reformar 
el título. Dado que esa enmienda transaccional nos sa- 
tisface, no tenemos nada más decir sobre este tema. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): 

¿Algún otro Grupo quiere intervenir sobre el parti- 

Queda, pues, concluido el debate y pasamos a votar. 
Enmiendas al artículo primero. Votamos en primer 

lugar la enmienda número 139 del Senador Mesa Noda. 
Se inicia la votación. (Pausa.) 

Gracias. 

cular? (Pausa.) N o  es el caso. Muchas gracias. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, tres; en contra, 145; absten- 
ciones, cinco. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 
rechazada. 

Pasamos a votar las enmiendas del Grupo parlamen- 
tario Mixto contenidas en el voto particular número 6 
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y que son las números 41,45 y 46. (El señor Bueso Zae- 
ra pide la palabra.) 

Senador Bueso solicita la palabra? (Asentimiento,) 
El Grupo Popular me había facilitado una relación 

de votación separada y conjunta. ¿Puedo seguirla? 
(Asentimiento.) Gracias. 

En tal caso, estas tres enmiendas se votan agrupa- 
damente. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 148; a favor, tres; en contra, 139; absten- 
ciones, seis. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Por tan- 
to, quedan rechazadas. 

El Grupo de Convergencia i Unió mantuvo a este ar- 
tículo primero la enmienda número 1 15 que se va a so- 
meter a votación. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, 57; en contra, 93; abstencio- 
nes, tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 
rechazada. 

El Grupo Popular tiene presentadas y mantenidas 
dos enmiendas, las números 88 y 89, que se someten 
a continuación a votación. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, 53; e n  contra, 94; abstencio- 
nes, seis. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 
rechazadas. 

Pasamos a la votación del texto del artículo primero 
según el dictamen de la Comisión. Se puede votar to- 
do él conjuntamente. (Asentimiento.) 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 152; a favor, 98; en contra, 51; abstencio- 
nes, tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 
aprobado el artículo primero. 

Continuamos con las votaciones correspondientes a 
las enmiendas al artículo segundo. 

En primer lugar figuran las enmiendas del Senador 
Dorrego contenidas en el voto particular número 5. 

De acuerdo con la solicitud hecha por el Grupo par- 
lamentario Popular, procedería a hacerse tres grupos 
para la votación. 

En primer lugar, se someten a votación las enmien- 
das números 3, 4, 5, 6 ,  8, 9, 10, 12, 17, 18, 22, 23, 24, 
26 y 32. 

Los demás Grupos supongo que no plantean ningu- 

Se inicia la votación. (Pausa.) 
na separación de estas enmiendas. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 150; a favor, cinco; en contra, 92; absten- 
ciones, 53. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 
rechazadas. 

Se someten a votación las enmiendas, también del 
Senador Dorrego, números siete, 11, 14, 19, 21, 25, 27, 
28, 29, 73, 74, 75 y 76. 

S e  inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, seis; e n  contra, 144; absten- 
ciones, tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 
rechazadas. 

Finalmente, de estas enmiendas del Senador Dorre- 
go, quedan por votar las números 13, 15, 16, 30 y 31 
que sometemos a votación en estos momentos. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 150; a favor, 48; en contra, 92; abstencio- 
nes, 10. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 
rechazadas. A continuación, votamos conjuntamente 
las enmiendas 140 y 141, del Senador Mesa Noda, in- 
cluidas en el voto particular número siete. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 152; a favor, seis; e n  contra, 141; absten- 
ciones, cinco. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 
rechazadas. 

Las enmiendas presentadas por el Grupo Mixto y 
mantenidas en su voto particular número seis, a este 
grupo primero del artículo segundo, van a ser someti- 
das a votación en tres grupos. 

En primer lugar, se votan las enmiendas 47, 48, 55 
y 57. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, 55; en contra, 94; abstencio- 
nes. cuatro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 

Sometemos ahora a votación las enmiendas núme- 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

rechazadas. 

ros 50, 53, 60 y 64, del Grupo Mixto. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, tres; en contra, 95; abstencio- 
nes, 55. 

% 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Quedan 
rechazadas. 

Por último, de este voto particular número seis, vo- 
tamos las enmiendas 49, 51, 52, 56, 58, 59, 61, 62, 63, 
65 y 66, del Grupo Mixto. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 152; a favor, tres; en contra, 143; absten- 
ciones, seis. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 

Votamos la enmienda número 77, del Grupo de Se- 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

rechazadas. 

nadores Nacionalistas Vascos. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, cinco; en contra, 94; absten- 
ciones, 54. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 
rechazada. 

Del Grupo de Convergencia i Unió y de las enmien- 
das mantenidas en su voto particular número dos, va- 
mos a votar, en primer lugar, las enmiendas 116, 117 
y 123. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resuítado: Vo- 
tos emitidos, 152; a favor, cinco; en contra, 143; absten- 
ciones, cuatro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Quedan 

-Votamos las enmiendas 120, 124 y 127. 
Se inicia la votación. (Pausa.) 

rechazadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, cinco; en contra, 95; absten- 
ciones, 53. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 
rechazadas. 

El resto de las enmiendas de este Grupo a este ar- 
tículo segundo, grupo primero, fueron retiradas. 

Por tanto, quedan por votar las enmiendas del Gru- 
po Popular, que, si no se me dice lo contrario, se pue- 
den votar agrupadamente. (La Senadora Aiemany i 
Roca pide la palabra.) 

La Senadora Alemany tiene la palabra. 

La señora ALEMANY 1 ROCA: Señor Presidente, so- 
licitamos votación separada de las enmiendas 96 y 98, 
que, a s u  vez, se pueden votar conjuntamente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Vota- 

Se inicia la votación. (Pausa.) 
mos, en primer lugar, las enmiendas 96 y 98. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, 52; en contra, 95; abstencio- 
nes, seis. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Quedan 
rechazadas. 

Sometemos a votación el resto de las enmiendas del 
Grupo Popular, desde la 90 a la 110, exceptuando aque- 
llas que ya han sido votadas. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, 49; en contra, 96; abstencio- 
nes, ocho. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 
reshazadas. 

Votamos el texto del dictamen, artículo segundo, gru- 
po primero, que comprende los números uno y dos. 

Se puede votar agrupadamente? (Asentimiento.) 
Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, 99; en contra, 54. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Queda 

Entramos en las votaciones correspondientes al ar- 

Las enmiendas del Senador Dorrego se agrupan pa- 

En primer lugar, votamos las enmiendas números 33, 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

aprobada esta parte del texto del dictamen. 

tículo segundo, grupo segundo. 

ra la votación de la siguiente manera. 

34, 36 y 37. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 153; a favor, seis; en contra, 94; abstencio- 
nes, 53. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Quedan 
rechazadas. 

Votamos ahora la enmienda 35, que es la que resta 
a este apartado, del Senador Dorrego, voto particular 
número cinco, al artículo segundo. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 1.50; a favor, 56; en contra, 92; abstencio- 
nes, dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 

Votamos la enmienda número 142, del Senador Me- 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

rechazada. 

sa Noda, incluida en su voto particular número 7. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 152; a favor, cuatro, en  contra, 142; abs- 
tenciones, seis. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Queda 
rechazada. 

Pasamos a las enmiendas del Grupo Mixto, números 
67, 68 y 69, contenidas en su voto particular número 
6, que pueden votarse agrupadamente. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 149; a favor, tres; en contra, 141; absten- 
ciones, cinco. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Quedan 
rechazadas. 

Votamos la enmienda número 81, del Grupo de Se- 
nadores Nacionalistas Vascos, incluida en su voto par- 
ticular número 3. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 151; a favor, tres; en contra, 93; abstencio- 
nes, 55. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Queda 
rechazada. 

Pasamos a las enmiendas del Grupo de Convergen- 
cia i Unió, incluidas en su voto particular número 2. 

En primer lugar, votamos las números 128, 130 y 13 1. 
Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 148; a favor, siete; en contra, 140; absten- 
ciones, una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 

Votamos las enmiendas de este mismo Grupo, núme- 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

rechazadas. 

ros 129 y 132. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 148; a favor, cuatro; en contra, 94; absten- 
ciones, 50. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Quedan 
rechazadas. 

El Grupo Popular mantuvo y defendió las enmien- 
das números 11 1 a 114 que, si no se me indica lo con- 
trario, pueden votarse agrupadamente. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 149; a favor, 48; en contra, 93; abstencio- 
nes, ocho. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 
rechazadas. 

Votadas todas las enmiendas a este artículo segun- 
do, pasamos a votar, según el texto del dictamen, el ar- 
tículo segundo, grupo segundo, números tres a seis, 
agrupadamente. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 147; a favor, 94; en contra, 47; abstencio- 
nes, seis. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Queda 

Pasamos a las disposiciones adicionales. 
En primer lugar, votamos, la enmienda número 70, 

del Grupo Mixto, incluida en su voto particular núme- 
ro 6. 

aprobado. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 145; a favor, 52; en contra, 91; abstencio- 
nes, dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Queda 

Votamos la enmienda número 71, también del Gru- 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

rechazada. 

po Mixto, a la disposición adicional tercera. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 146; a favor, 52; en contra, 93; abstencio- 
nes, una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Queda 
rechazada. 

A continuación, pasamos a las enmiendas del Grupo 
de Convergencia i Unió números 134 y 135, tendentes 
a incluir nuevas disposiciones adicionales, que entien- 
do que se pueden votar agrupadamente. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 146; a favor, 50; en contra, 94; abstencio- 
nes, dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Quedan 

Pasamos a votar las disposiciones adicionales, según 

En primer lugar, votamos las disposiciones adicio- 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

rechazadas. 

el texto del dictamen. 

nales primera y cuarta. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 147; a favor, 145; en contra, dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Amar): Quedan 
aprobadas. 
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Votamos las disposiciones adicionales segunda y 

Se inicia la votación. (Pausa.) 
tercera. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 146; a favor, 98; en contra, tres; abstencio- 
nes, 45. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 

Por último, votamos la disposición adicional quinta, 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

aprobadas. 

incorporada al texto por la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 146; a favor, 97; en contra, 46; abstencio- 
nes, tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 

Pasamos a las disposiciones transitorias. 
El Senador Dorrego, en su voto particular número 

5, mantuvo y defendió las enmiendas númeios 38 y 39, 
que pasamos a votar agrupadamente. 

aprobada. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 146; a favor, siete; en contra, 93; absten- 
ciones, 46. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 
rechazadas. 

Voto particular número 2,  del Grupo de Convergen- 
cia i Unió, correspondiente a su enmienda número 136, 
tendente a crear una nueva disposición transitoria. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 147; a favor, ocho; en contra, 136; absten- 
ciones, tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 
rechazada. 

Habiendo sido desestimadas las enmiendas relativas 
a la creación de nuevas disposiciones transitorias, resta 
por votar, según el texto del dictamen, la única dispo- 
sición transitoria. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 146; a favor, 96; en contra, dos; abstencio- 
nes, 48. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 
aprobada la disposición transitoria. 

Las disposiciones finales primera y segunda no han 
sido objeto de enmiendas, pero existe una enmienda del 
Grupo Mixto, la número 72, tendente a crear una nue- 

va disposición final, Ponemos a votación esta enmien- 
da número 72. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 147; a favor, 56; en contra, 91. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 

Se ponen a votación las disposiciones finales prime- 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

rechazada. 

ra y segunda, que se votan conjuntamente. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 146; a favor, 99; abstenciones, 47. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 
aprobadas. 

A continuación, votamos la enmienda número 40, del 
Senador Dorrego incluida en su voto particular núme- 
ro 5, que propone la inclusión de una disposición de- 
rdgatoria nueva. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 146; a favor, 51; en contra, 93; abstencio- 
nes, dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 
rechazada y, en consecuencia, no hay disposiciones de- 
rogatorias en el texto del dictamen. 

Pasamos a la exposición de motivos. 
Las enmiendas números 1 y 2 del Senador Dorrego 

Se inicia la votación. (Pausa.) 
se votan conjuntamente. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 145; a favor, seis; en contra, 92; abstencio- 
nes, 47. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 
rechazadas. 

El Senador Mesa Noda tiene dos enmiendas que van 
a votarse por separado. En primer lugar, se pone a vo- 
tación la enmienda número 137. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 145; a favor, cuatro; en contra, 135; abs- 
tenciones, seis. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar):'Queda 

Se pone a votación la enmienda número 138 del mis- 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, í45; a favor, cinco; en contra, 93; absten- 
ciones, 47. 

rechazada. 

mo Senador. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 
rechazada. 

El Grupo Mixto, en su voto particular número 6, ha 
mantenido tres enmiendas. En primer lugar, votamos 
las enmiendas números 42 y 43. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 146; a favor, cuatro; en contra, 93; absten- 
ciones, 49. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Quedan 

Se vota la enmienda número 44 del mismo Grupo 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

rechazadas. 

Mixto. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 146; a favor, tres; en contra, 137; absten- 
ciones, seis. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 
rechazada. 

A la exposición de motivos se ha presentado una mo- 
dificación del texto del dictamen, según el artícuio 125 
del reglamento, consistente en que en los párrafos se- 
gundo y quinto, donde dice: «El presente proyecto y el 
presente proyecto de ley», respectivamente debe decir 
«la presente ley». Entiendo que puede aprobarse por 
asentimiento. (Pausa.) Muchas gracias. 

Queda aprobada esta modificación del texto del dic- 
tamen y, por tanto, incorporada al mismo. 

Sometemos a votación la exposición de motivos que, 
si no se me indica lo contrario, se vota conjuntamente. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 145; a favor, 94; abstenciones, 51. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Queda 

Al título del proyecto de ley se presentó una enmien- 
aprobada. 

da del Senador Dorrego, solicitando la vuelta al texto 
del Congreso que había sido modificado por la Ponen- 
cia, enmienda que entiendo ha sido retirada en función 
de la modificación que obra en poder de la mesa. 20 
quiere que se someta a votación? 

El Senador Dorrego tiene la palabra. 

El señor DORREGO GONZALEZ: Señor Presidente, 
la mantenemos hasta que se vote la transaccional y lue- 
go la retiramos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Bayona Aznar): Muchas 
gracias. 

Por tanto, sometemos a votación, en primer lugar, 
la modificación del texto del dictamen relativa al títu- 
lo del proyecto de ley y que quedaría como sigue: «Pro- 
yecto de Ley Orgánica sobre reforma de la Ley 
Reguladora de la competencia y el procedimiento de 
los Juzgados de Menores)), antes, «proyecto de ley or- 
gánica sobre reforma urgente de la Ley de Tribunales 
de Menores». 

En la lectura que acabo de hacer incluyo el artículo 
determinado «los» que estaba ausente en el texto en- 
tregado a la Mesa, pero que supongo que es un error. 
Por tanto, el título definitivo de la Ley, caso de apro- 
barse esta modificación sería el que acaba de leer la 
Presidencia. 2 Se puede aprobar por asentimiento? (Pau- 
sa.) Muchas gracias. 

Queda aprobado el título de la ley y, por tanto, en- 
tiendo que el Senador Dorrego no mantiene ya su en- 
mienda, con lo cual concluyen las votaciones. 

Tal como dispone el artículo 90 de la Constitución, 
se dará traslado de las enmiendas aprobadas por el Se- 
nado al Congreso de los Diputados para que éste se pro- 
nuncie sobre las mismas en forma previa a la sanción 
del texto definitivo por Su Majestad el Rey. 

Recuerdo a sus señorías que algunas comisiones es- 
tán convocadas al terminar el Pleno. 

Se levanta la sesión. 

Eran las catorce horas y treinta minutos. 
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